
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

CHINCHILLA MARÍN, Carmen: La tutela
cautelar en la nueva justicia admi-
nistrativa, Ed. Cívitas, Madrid,
1991, 195 págs.

1. El libro de la Profesora CHIN-
CHILLA MARÍN —lección magistral en
los ejercicios de sus oposiciones a
una plaza de Profesor Titular en la
Facultad de Derecho de la Universi-
dad Complutense de Madrid—, abor-
da un tema de incuestionable impor-
tancia e innegable actualidad: la tu-
tela cautelar. Esta es —como afirma
en el Prólogo el Profesor PARADA
VÁZQUEZ—, «la última oportunidad
desde el frente procesal de salvar a la
justicia de su profunda crisis».

El problema surge por la incuestio-
nable y constatable realidad de una
Administración que, amparada en su
poder de autotutela, y en la presun-
ción de validez y el privilegio de
ejecutividad de sus actos, fuerza a los
administrados a «agotarse» en unos
interminables procesos administrati-
vos, cuyo fin pareciera nunca atisbar-
se.

El argumento último en defensa de
esta postura de la Administración es
que, si así no fuera, recurrido un acto
administrativo, este hecho llevaría
consigo automáticamente la suspen-
sión de sus efectos; ello supondría la
paralización de la actuación de una
Administración que desarrolla su
actividad al servicio de los intereses
públicos.

Pero esta situación entra en con-
flicto con la tutela judicial efectiva
—consagrada en el artículo 24 CE

como un derecho fundamental—,
que no será tal si el lapsus de tiempo
transcurrido entre que se solicita y se
obtiene, es tan dilatado, que queda
por completo privada de su eficacia.
Es precisamente este riesgo real y
efectivo de que se malogre la tutela
judicial efectiva, por la ejecución pre-
matura en el tiempo de los actos
administrativos mientras se discute
su legalidad, el que justifica la nece-
sidad de elaborar un adecuado siste-
ma de tutela cautelar.

En dicción del Abogado General
TESAURO en la Sentencia Factorta-
me del Tribunal de Justicia de las
Comunidades Europeas de 19 de
junio de 1990: «la necesidad del pro-
ceso para obtener razón no debe con-
vertirse en un daño para el que tiene
ra/.ón». Principio general de derecho
éste que, para el Profesor GARCÍA DE
ENTERRÍA, «es de naturaleza no sólo
hermenéutica, sino ontológica, por-
que afecta al fondo mismo del orde-
namiento, a la situación y a los efec-
tos del proceso en el sistema de los
derechos».

Las medidas cautelares que se
adoptan por el juez al interponerse
un recurso, a la vista de las circuns-
tancias concurrentes, tendrían por
finalidad asegurar provisionalmente
los bienes, la situación jurídica, el
derecho o interés de que se trate;
«para que la sentencia que en su día
declare el derecho del recurrente
pueda ser ejecutada eficaz e íntegra-
mente» (pág. 28). Suponen, pues, en
palabras de CALAMANDREI, «la antici-
pación provisional de ciertos efectos
de la decisión definitiva, dirigida a
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prevenir el daño que podría derivarse
del retraso de la misma».

La Profesora CHINCHILLA MARÍN, a
la vista del desolador panorama que
ofrece el sistema de tutela cautelar
en el proceso contencioso-adminis-
trativo español, en el que, ante el
impresionante retraso de nuestros
tribunales en dictar sentencia —más
allá, sin lugar a dudas, de la demora
inevitable de un proceso con todas
las garantías debidas — , no se arbitra
otra forma de tutela cautelar que no
sea la de la suspensión de efectos del
acto administrativo, analiza porme-
norizadamente el sistema de tutela
cautelar en los derechos francés e
italiano.

Llegados a este punto, es de agra-
decer y destacar su encomiable es-
fuerzo por utilizar la mayor varie-
dad posible de fuentes: ya sean legis-
lativas, doctrinales o jurisprudencia-
les. Este tesón permite obtener un
riguroso, preciso y brillante cuadro
general del sistema de tutela cautelar
en el Derecho de los países de nues-
tro entorno jurídico; marco general
que nos ofrece un referente punto de
comparación instigador de la urgente
y necesaria superación de la rigidez
que ha venido caracterizando al sis-
tema de tutela cautelar en nuestro
país.

2. Comienza la autora en el Capí-
tulo primero («La tutela cautelar en
el proceso contencioso-administrati-
vo»), por •delimitar el objeto de su
estudio; ofreciendo al lector una
visión global e integradora de lo que
significa el sistema de tutela cautelar
para la correcta funcionalidad del
proceso contencioso-administrativo.

En su opinión, la expresión «medi-
das cautelares» no es un término que
haga referencia a una categoría jurí-
dica prevista y definida en nuestro
Derecho positivo; por el contrario, se
trataría más bien de un concepto
doctrinal con el que se alude a la
posibilidad que tiene el juez de utili-
zar en cada caso, «los medios que
sean necesarios para que el derecho
cuya tutela se solicita permanezca
íntegro durante el tiempo que dura el

proceso; de tal manera que sea posi-
ble ejecutar en su día la sentencia
que, llegado el caso, reconociese tal
derecho» (pág. 31). Es pues, la exis-
tencia de un peligro latente de daño
jurídico derivado de la larga dura-
ción del proceso y, por tanto, de la
demora en la adopción de una deci-
sión jurisdiccional definitiva, la ra-
zón de ser última de las medidas
cautelares.

Privado nuestro Derecho positivo
de una regulación sistemática de
las medidas cautelares, el estudio
exhaustivo que la Profesora CHINCHI-
LLA MARÍN realiza sobre sus carac-
terísticas y presupuestos se mani-
fiesta poco menos que imprescindi-
ble para un correcto entendimiento
de la materia objeto de estudio.

Resumidamente, las características
que según la doctrina procesalista
definirían a las medidas cautelares
son las siguientes:

A) Instrumentalidad: considerada
como la característica esencial de las
medidas cautelares, indica que éstas
nacen en previsión y a la espera de
una decisión final y definitiva. Refle-
jo de esta circunstancia son su extin-
ción automática cuando, solicitadas y
adoptadas antes de la interposición
de la demanda, ésta no se presenta
en el plazo indicado por la ley; y su
modificabilidad durante el proceso,
en función de la que sufra la preten-
sión principal.

B) Provisionalidad: en estrecha
conexión con la anterior, ya que las
medidas cautelares pierden su efica-
cia cuando emana la sentencia, bien
sea reconociendo el derecho o ne-
gando su existencia. La autora lla-
ma la atención a este respecto sobre
aquellos supuestos en los que los
efectos de las medidas cautelares
otorgadas, dada la irreversibilidad de
las situaciones creadas, se convierten
en definitivos.

C) Urgencia: si los actos de la
Administración son inmediatamente
eficaces y, por tanto, de inmediato y
obligado cumplimiento, se entenderá
la imperiosa necesidad de que las
medidas cautelares, si se desea que
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puedan desplegar toda su eficacia,
hayan de adoptarse con rapidez.

D) Funcionalidad y homogeneidad
con las medidas ejecutivas: la autora
justifica un tratamiento conjunto de
ambas características, por la circuns-
tancia de que la segunda sea conse-
cuencia de la primera. Con la funcio-
nalidad se alude a que las medidas
cautelares que se adopten deben de
estar en función de la clase de pre-
tensión que se ejercite; de ello puede
deducirse que el legislador no debie-
ra limitar el campo de la tutela caute-
lar estableciendo una lista taxativa de
las medidas cautelares posibles de
adoptar. La homogeneidad con las
medidas ejecutivas hace referencia,
por su parte, a que las medidas
cautelares que mejor van a cumplir
su función serán aquellas que más se
parezcan a las que se tengan que
adoptar cuando se llegue a la ejecu-
ción de la sentencia.

E) Jurisdiccionalidad: en tanto en
cuanto las medidas cautelares se
adoptan en un proceso judicial.

Tras el estudio de las característi-
cas propias de las medidas cautela-
res, especial interés reviste el minu-
cioso análisis que se realiza sobre
sus presupuestos; éstos han de con-
currir, necesariamente, para que el
juez adopte la medida cautelar que se
solicita.

Con el primero de ellos, el pericu-
lum in mora, se apunta a la necesaria
comprobación por el juez de la exis-
tencia de un peligro de daño jurídico
ya producido o de inminente produc-
ción, mientras dura un proceso en el
que se discute, precisamente, una
pretensión de quien sufre dicho daño
o amenaza.

En este «preventivo cálculo de pro-
babilidad», el juez debe valorar,
comparando y ponderando, la irrepa-
rabilidad del daño para el recurrente
(«daños de difícil o imposible repara-
ción», en el Derecho español; préjudi-
ce grave et irreparable, en el Derecho
francés, y danno grave e irreparabile,
para el Derecho italiano), para terce-
ros y para el interés público.

Destaca en este punto la tesis que

se mantiene en torno a la considera-
ción de que pueden existir supuestos
—excepcionales, eso sí— en los que
el interés general deba prevalecer
sobre un interés privado; a diferencia
de las tesis defendidas por el Profe-
sor GARCÍA DE ENTERRÍA, considera
que «puede haber un interés general
en ejecutar un acto administrativo,
aunque a la larga ello pueda privar
de esa tutela judicial efectiva a un
ciudadano» (pág. 185).

El fumus boni iuris provoca, por su
parte, un segundo «preventivo cálcu-
lo de probabilidad» del juez sobre la
existencia o inexistencia del derecho
cuya tutela se solicita ante los tribu-
nales. Si la adopción de la medida
cautelar, como pusiera de relieve
SERRA DOMÍNGUEZ, sólo es posible en
la medida en que «aparezca como
jurídicamente aceptable la posición
material del solicitante», éste deberá
invocar motivos serios y fundados en
apoyo de su demanda.

Por otro lado, la fianza se configu-
ra como forma de aseguramiento pre-
ventivo del eventual derecho a in-
demnización de los daños y perjuicios
derivados para la parte demandada o
para un tercero, en el supuesto de que
se compruebe la impropiedad de la
medida provisionalmente adoptada.

Finalmente, la pendencia de un
proceso principal es, al contrario de
lo que sucede en el Derecho privado,
donde existen supuestos en los que
las medidas cautelares puedan solici-
tarse y, por tanto, adoptarse antes de
incoarse el proceso principal, presu-
puesto sine qua non de dichas medi-
das en el Derecho administrativo.

Un estudio global sobre las medi-
das cautelares no sería completo de
no procederse al examen de la natu-
raleza jurídica de éstas. Lo discutido
de las cuestiones que esta última sus-
cita, no es obstáculo para que la au-
tora afronte esta tarea.

Así, respecto al controvertido tema
de la autonomía de la tutela cautelar,
hace un cuidadoso estudio de las dis-
tintas concepciones doctrinales so-
bre la cuestión y las críticas a que
han sido sometidas; exponiéndonos,
además, sus propias conclusiones.
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Si bien la doctrina italiana se
muestra contradictoria, al igual que
sucede con la española, las tesis
mayoritarias parecen discurrir por la
defensa de la autonomía del proceso
cautelar, utilizando al efecto diferen-
tes y variados argumentos; línea que
sigue la autora, considerando al pro-
ceso como una unidad, «de la que
tutela cautelar, cognición y ejecución
serían las diversas etapas» (pág. 55).

Más importante es el reconoci-
miento de un derecho sustantivo a
este tipo de tutela; tesis que en nues-
tro país ha sido defendida por CORTÉS
DOMÍNGUEZ.

Dicha postura ha sido objeto de
pronunciamientos en contra por par-
te de cualificados procesalistas como
SERRA DOMÍNGUEZ y M. A. FERNÁNDEZ;
este último, incluso, llega a sostener
que «en ningún caso, el juez está obli-
gado a adoptar medidas cautelares».

Para la autora, lógicamente, tesis
tan extremas como las defendidas
por M. A. FERNÁNDEZ son insosteni-
bles; en su opinión, el juez está obli-
gado a adoptar las medidas cautela-
res si se demuestra que por la lenti-
tud inevitable del proceso un derecho
fundamental —de los contenidos en
los artículos 14 al 30 CE— pueda
padecer daños de difícil o imposible
reparación.

Diferente es el resultado si se trata
de un simple derecho subjetivo o
interés legítimo. En este caso, su opi-
nión es que la denegación de la medi-
da cautelar solicitada sólo vulneraría
el derecho a la tutela judicial efectiva
del artículo 24 CE de probarse que su
no otorgamiento supone la negación
de la tutela judicial a la que el recu-
rrente pueda tener derecho; no en
ot'••> caso.

No menos importantes son los
efectos prácticos de la postura que se
adopte en relación con el interrogan-
te de si la resolución judicial que
concede o deniega las medidas caute-
lares produce o no efectos de cosa
juzgada. Después de exponer los
pareceres doctrinales sobre la cues-
tión, tanto españoles como extranje-
ros, la autora llega a la conclusión de
que la resolución judicial que adopta

la medida cautelar, cuando ya no es
susceptible de más recursos, es defi-
nitiva y produce efectos de cosa juz-
gada, vinculando a las partes y al pro-
pio juez, quien no podrá modificarla
salvo que haya un cambio en las cir-
cunstancias que así lo justifique.

3. Una vez que la Profesora CHIN-
CHILLA MARÍN ha ofrecido una idea
global del objeto de su estudio, en los
capítulos segundo y tercero presenta
una aproximación rigurosa al siste-
ma de tutela cautelar en los Derechos
francés e italiano.

La autora no enjuicia, como regla
general, el sistema de tutela cautelar
en estos países, sino que se ha limita-
do a analizarlos con abundantes citas
legislativas, doctrinales y jurispru-
denciales, para que sea el propio lec-
tor quien, en un esfuerzo comparati-
vo con el sistema de tutela cautelar
de nuestro país, deduzca sus propias
conclusiones.

En Francia, el legislador ha defini-
do un sistema de tutela cautelar que
ofrece enormes posibilidades, siendo
los jueces quienes no han sabido o
no han querido sacar todo su jugo a
este avanzado sistema de tutela cau-
telar. Las razones pudieran encon-
trarse en la naturaleza de los intere-
ses en juego y en lo que nadie, ni
siquiera la propia autora, ignora: «es
un asunto difícil y una tarea arriesga-
da la que se pone en manos del juez»
(pág. 183).

Realiza una exposición de los pro-
cesos rápidos en la jurisdicción ordi-
naria, por considerar que la tutela
cautelar en el proceso contencioso-
administrativo francés —articulada
en torno a los procesos de référé,
constat d'urgence y surcis á éxecu-
tion— se ha caracterizado por la idea
de acercar su regulación a la conteni-
da en el Código Procesal Civil.

Las características propias del réfé-
ré administrativo son distintas, según
se trate de adoptar medidas de ins-
trucción (référé expertise) o medidas
de conservación (référé general), sien-
do la situación de urgencia —enten-
dida como situación que puede con-
vertirse en irreparable— la que justi-

610



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

fica que el juez pueda adoptar medi-
das provisionales distintas a las de
instrucción.

Se ha posibilitado así la implanta-
ción del référé-provision —que permi-
te acordar una provisión a favor del
acreedor que invoca una obliga-
ción—, en el ámbito de la tutela cau-
telar en el proceso contencioso-
administrativo, con especial utilidad
en el campo de las demandas de res-
ponsabilidad administrativa objetiva.

La institución de constat d'urgence,
ausente del carácter contradictorio
característico al référé, posibilita la
designación de expertos para consta-
tar los hechos que fueran suscepti-
bles de motivar una reclamación.

Por último, la surcis á éxecution es
el procedimiento previsto para acor-
dar la suspensión de un acto admi-
nistrativo en el supuesto de interposi-
ción de un recurso contencioso-
administrativo. Si bien inicialmente
se estableció jurisprudencialmente
que quedaba a la discreción del juez
la posibilidad de acordarla, aun en el
supuesto de que se dieran todas las
condiciones necesarias para la sus-
pensión, últimamente el legislador
ha establecido condiciones tan favo-
rables a la suspensión de los actos
administrativos que ha llevado a que
se hable en estos casos de una «sus-
pensión automática o de pleno dere-
cho».

En el lado opuesto, en Italia, frente
a un legislador reticente al desarrollo
del sistema de tutela cautelar, los jue-
ces han sabido construir un sistema
de medidas provisionales con enor-
mes posibilidades prácticas.

Por encima de las insuficiencias
legislativas —sólo se prevé como for-
ma de tutela cautelar en el proceso
contencioso-administrativo la sus-
pensión del acto administrativo y,
además, en términos muy estrictos—,
la jurisprudencia del Consejo de
Estado y de la Corte Constitucional
ha contestado negando la constitu-
cionalidad a la ley que señalaba
supuestos de no suspensión o límites
temporales de eficacia a la misma,
admitiendo la ejecución forzosa de la
medida cautelar adoptada, posibili-

tando la suspensión de los actos
negativos y, finalmente, declarando
aplicable al proceso contencioso-
administrativo las medidas cautela-
res atípicas o innominadas del ar-
tículo 700 del Código Procesal Civil.

Esta última cláusula deja en manos
del juez un poder general deglútela
cautelar al facultarle para adoptar
cualquier medida que, según las cir-
cunstancias, aparezca como la más
idónea para asegurar provisional-
mente los efectos de la decisión de
fondo que en su día se obtenga.

4. Después de exponer el sistema
de tutela cautelar en los derechos
francés e italiano, afronta la Profeso-
ra CHINCHILLA MARÍN, en el capítulo
cuarto, el estudio de la tutela cautelar
en el proceso contencioso-adminis-
trativo de nuestro país.

Presta especial atención a los
extraordinarios cambios legislativos
y jurisprudenciales acontecidos en
los últimos diez años —fundamental-
mente, como consecuencia de las
posibilidades introducidas por la CE
de 1978 en orden a la interpretación
del artículo 122 LJCA—; evolución
ésta que ha venido a atemperar la
rigurosidad con que se venía aplican-
do la suspensión de los actos admi-
nistrativos recurridos, por nuestros
tribunales.

Especial relevancia reviste en el
orden práctico el análisis que realiza
de la jurisprudencia del Tribunal
Supremo de los años 1988 y 1989, del
que deduce una tendencia favorable
de nuestros tribunales a la suspen-
sión de los actos recurridos.

Así, es doctrina general del Tribu-
nal Supremo que la regla es conce-
der su suspensión cuando se trata de:
órdenes de demolición, suspensión
del ejercicio profesional, cierre de
establecimientos abiertos al público,
expulsión de extranjeros, desalojo de
viviendas y denegaciones de prórroga
de incorporación al servicio militar,
por entender que en estos supuestos
se producen unos daños y perjuicios
de tipo moral y/o económico de muy
difícil reparación, y que el interés
público no sufre quebranto si se con-
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diciona la ejecución de dichos actos
a la resolución del recurso interpues-
to contra ellos; y la deniega en los
supuestos de: urbanismo y expropia-
ción, al amparo de consideraciones
que justifican la ejecución en consi-
deraciones de interés público, «que
ha de prevalecer sobre un previsible
daño al interesado». Finalmente,
existen otros supuestos en los que el
Tribunal Supremo, indistintamente
— por tanto, sin criterio definido—,
concede o deniega la suspensión de
los actos recurridos en materias tales
como: la retirada de licencia de auto-
taxi, las liquidaciones tributarias y
las sanciones, sobre todo, pecunia-
rias, en función de que en la ponde-
ración realizada por el juez se prime
en mayor medida los intereses priva-
dos del recurrente o los intereses pú-
blicos tutelados por la Administración.

Por lo que a los actos negativos
respecta, pone de relieve la actitud
tradicional mantenida tanto por el
Tribunal Supremo como por el Tri-
bunal Constitucional contraria a su
suspensión, ya que éstos, al menos
aparentemente, «no han comenzado
a desplegar sus efectos jurídicos y,
por tanto, no pueden causar daños».

Su postura defiende, con induda-
ble acierto, que hay que distinguir
entre aquellos actos que, aunque for-
malmente son negativos —porque
deniegan lo solicitado—, sí alteran
o modifican la situación jurídica
preexistente; estos actos, en realidad,
son sólo negativos aparentemente, y
por ello merecen la tutela cautelar en
Forma de su suspensión —así, la
denegación de prórroga de incorpo-
ración al servicio militar—. Y aque-
llos otros que no modifican ninguna
situación preexistente; estos actos
serán objeto de suspensión solamen-
te en los supuestos de solicitudes
regladas y no discrecionales.

Como no podía ser de otra manera,
dada la elevada cualificación objetiva
de la autora, nos ofrece al término
del libro una personal reflexión
sobre las perspectivas de la tutela
cautelar en el proceso contencioso-
administrativo y las líneas maestras
de una posible reforma.

No duda en servirse de los argu-
mentos esgrimidos por el Consejo
Constitucioqal francés, la Corte
Constitucional italiana y el Tribunal
de Justicia de las Comunidades
Europeas, en apoyo de la considera-
ción según la cual la tutela cautelar
forma parte esencial de los derechos
de defensa o del contenido de la tute-
la judicial efectiva. Respecto de este
último, en especial, la Sentencia de
19 de junio de 1990, pronunciada en
el asunto Factortame; por entender
que esta Sentencia contiene la inter-
pretación en materia de tutela caute-
lar del Derecho comunitario: «la fun-
ción que ha de perseguir la tutela
cautelar es garantizar la efectividad
de la tutela judicial».

Utiliza también como sostén de sus
tesis el Proyecto de recomendación
sobre protección jurisdiccional pro-
visional en materia administrativa,
elaborado por el Comité Europeo de
Cooperación Jurídica (7-10 de junio
de 1988). Este Proyecto recalca lo
que, en su opinión, constituye la
esencia de la tutela cautelar: la flexi-
bilidad; «hay que asegurar el máximo
de flexibilidad a las medidas cautela-
res; flexibilidad en cuanto a su natu-
raleza, extensión y su duración, y fle-
xibilidad también en cuanto a los cri-
terios y elementos de juicio que pue-
dan barajar los Tribunales» (pági-
na 178).

Ningún sentido tiene, entonces,
que la única forma de tutela cautelar
en el proceso contencioso-adminis-
trativo sea la suspensión del acto
administrativo recurrido. Si la tutela
judicial efectiva quiebra cada vez que
el alcance de esta medida no es sufi-
ciente para garantizarla mientras
dura el proceso, habrá que reconocer
«que los jueces de lo contencioso-
administrativo pueden adoptar las
medidas cautelares, distintas a la sus-
pensión, que sean necesarias para
satisfacer la tutela judicial efectiva»
(pág. 180).

El Derecho vigente ofrece ya una
solución posible. En virtud del prin-
cipio de supletoriedad de la legisla-
ción procesal común proclamado en
la Disposición Adicional Sexta de la

612



RECENSIONES Y NOTICIA DE UBROS

LJCA, la cláusula «abierta» del artícu-
lo 1428 LEC es aplicable al ámbito de
lo contencioso-administrativo. Se ca-
pacita así al juez para adoptar «las
medidas que según las circunstan-
cias fueran necesarias para asegurar
la efectividad de la sentencia que en
juicio recayere»; más allá, por tanto,
de la mera suspensión de la ejecuta-
bilidad del acto recurrido.

Confirmatorios de esta tesis son
los Autos del Tribunal Constitucional
de 2 y 23 de abril de 1990. El Tribu-
nal Constitucional ordena en ellos la
anotación preventiva de los recursos
de amparo en el Registro de la Pro-
piedad; como medida cautelar solici-
tada por los recurrentes; aplicando
supletoriamente la LEC.

Queda patente, por tanto, que si se
quiere avanzar de manera significati-
va en materia cautelar, los jueces
deben asumir la tarea y la responsa-
bilidad que les corresponde tomar en
el sistema de tutela cautelar, como
consecuencia necesaria del principio
recogido en el artículo 106 CE, según
el cual «los Tribunales controlan la
legalidad de la actuación administra-
tiva».

5. Nos encontramos así ante un
estudio riguroso, ampliamente docu-
mentado y cuidadosamente estructu-
rado, de lo que la tutela cautelar es
en nuestro Derecho, y de lo que
debiera ser a juicio de la autora, que
incluye, además, un análisis compa-
rativo de los derechos francés e
italiano.

Una nueva justicia administrativa
dirigida hacia la plenitud de la tutela
judicial exige, en mi opinión, un sis-
tema de tutela cautelar interpretado y
aplicado conforme a la Constitución;
la jurisprudencia no puede crear
barreras u obstáculos a ésta.

Ejemplo final del acierto de la
autora en destacar aquellas opinio-
nes jurisprudenciales de importancia
capital para el desarrollo de la tutela
cautelar lo es la inclusión —como
Apéndice al libro, al estar éste ya en
prensa— del Auto del Tribunal
Supremo de 20 de diciembre de
1990. El hecho de que una personali-

dad de la talla del Profesor GARCÍA DE
ENTERRÍA, al considerarlo paradigma
de una nueva doctrina del Tribunal
Supremo sobre la materia cautelar,
lo haya analizado en un artículo
publicado en el número 69 de la
«Revista Española de Derecho Admi-
nistrativo» es una muestra más de la
agudeza de la autora.

José Ignacio Rico GÓMEZ

EMBID IRUJO, Antonio (dir): Derecho
público aragonés. Estudios sobre el
Derecho de la Comunidad Autóno-
ma de Aragón, Ed. Justicia de
Aragón/Ibercaja, Zaragoza, 1990,
XVIII+ 840 págs.

La Constitución de 1978 configura
las Comunidades Autónomas como
poderes públicos que tienen atribui-
das un núcleo importante de compe-
tencias. El número y alcance de las
mismas se ha concretado en los dife-
rentes Estatutos de autonomía. Hace
más de siete años que el último de
ellos se ha aprobado y, en este perío-
do de tiempo, cada uno de estos
entes territoriales ha ido desarrollan-
do los preceptos estatutarios en fun-
ción de sus necesidades y priorida-
des. Estos Derechos autonómicos,
que tienen sus semejanzas pero tam-
bién sus marcadas diferencias, han
sido analizados en una serie de obras
de contenido muy diverso. Entre
ellos podemos mencionar destacada-
mente el que es objeto de este
comentario.

Esta obra colectiva, dirigida por el
profesor EMBID IRUJO, está compues-
ta por veinte trabajos concretos en
los que se examina pormenorizada-
mente la rica problemática derivada
del Derecho público aragonés (*).

(*) Puede ser de utilidad al lector el
Sumario de la obra: I. Las Cortes de
Aragón; II. Régimen electoral de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón; III. El
Gobierno y la Administración. El Presi-
dente de la Comunidad Autónoma de
Aragón; IV. El Justicia de Aragón en el
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Los diferentes estudios se estructu-
ran en torno a tres temas básicos: la
organización propia de la Comuni-
dad Autónoma, las competencias
atribuidas y los medios materiales y
humanos necesarios para el normal
desenvolvimiento de sus actuaciones.

La obra comienza con el análisis
de las instituciones básicas de la
Comunidad Autónoma de Aragón. Si
de la Constitución no se deducía un
claro modelo de organización, los
diferentes Estatutos han concretado
cuáles son los órganos principales.
El primer bloque de trabajos se diri-
ge precisamente al estudio de los
mismos. En concreto, a las Cortes de
Aragón, el sistema electoral, el Go-
bierno y la Administración y el Jus-
ticia.

En el primero de ellos, realizado
por CONTRERAS CASADO, se examina
la regulación aplicable a las Cortes.
En él se dedica, después de haber
abordado el Estatuto del diputado,
una especial atención a su estructura
orgánica y funcionamiento, así como
las funciones atribuidas a la misma.
Este análisis tiene su continuación
en el estudio de CHUECA RODRÍGUEZ,
sobre el régimen electoral. El citado
autor advierte que no puede reducir-
se a la normativa aplicable, sino que
debe extenderse al sistema electoral.
Con ello se pretende comprender el
conjunto de elementos que rigen un

Estatuto de Autonomía de 1982; V. Las
competencias de la Comunidad Autónoma
de Aragón. VI. La potestad normativa de la
Comunidad Autónoma de Aragón; VII. La
Administración Local; VIII. La Hacienda
de la Comunidad Autónoma de Aragón;
IX. La regulación de los bienes de la
Comunidad Autónoma de Aragón; X. El
personal al servicio de la Comunidad
Autónoma; XI. Agricultura; XII. Suelo y
vivienda; XIII. Las facultades de interven-
ción de la Comunidad Autónoma aragone-
sa en el medio ambiente y su regulación
específica; XIV. El régimen de la Sanidad
en Aragón; XV. La acción social: una
introducción general; XVI. Protección de
menores; XVII. La renta mínima de inser-
ción; XVIII. La ordenación de la actividad
comercial; XIX. Cultura, juventud y depor-
te, y XX. Medios de comunicación social.

proceso competitivo entre fuerzas
políticas. Esto implicaría también
hacer referencia en el mismo, dada
su relevancia, a los distritos, las fór-
mulas electorales aplicables, la parti-
cipación o la orientación de voto.

Expuestas las normas relativas al
poder legislativo, se incluye el trabajo
de E.MBID IRUJO, dedicado al poder
ejecutivo y la Administración de la
Comunidad. La Constitución tampo-
co ha diseñado un modelo aplicable
a todas las Comunidades Autónomas,
sino que cada una de ellas podía con-
figurarlo como estimase pertinente.
Respetando las breves pero impor-
tantes previsiones incluidas en los
diferentes Estatutos, los entes regio-
nales han aprobado distintas normas
organizativas. En lo fundamental
coinciden todas ellas, aunque tam-
bién existen peculiaridades impor-
tantes. Precisamente en el trabajo del
citado autor se dirige a analizar la
normativa aragonesa, señalando su
relación y diferencias con otros mo-
delos estatales o autonómicos.

En el estudio se examina en primer
lugar la composición, nombramien-
to, funcionamiento y competencias
de los dos órganos principales —el
Presidente y el Gobierno, que, en el
caso de esta Comunidad, recibe el
nombre de Diputación General de
Aragón— y, posteriormente, la carac-
terización general de la Administra-
ción y su estructura interna y régi-
men jurídico. Por último, dedica un
apartado especial a la Administra-
ción institucional, en la que se estu-
dia el marco jurídico autonómico
aplicable y su relación con las cate-
gorías estatales.

En la Comunidad Autónoma de
Aragón, junto a las Cortes, el Presi-
dente y la Diputación General, apare-
ce una cuarta institución a la que se
le da una importancia similar: el Jus-
ticia. Las consecuencias derivadas de
esta peculiar calificación a un comi-
sionado parlamentario y las especia-
les funciones que tiene atribuidas
son examinadas por BAR CENDÓN.

El segundo bloque de trabajos se
dirige a estudiar las competencias de
la Comunidad Autónoma de Aragón.
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Debe advertirse que el análisis no se
limita a un mero comentario de los
preceptos estatutarios, sino que se
extiende a la normativa aprobada
hasta estos momentos tanto por la
propia Comunidad como la de otras,
señalando sus semejanzas o diferen-
cias. En total, son doce trabajos en
los que se examinan pormenorizada-
mente los principales sectores de su
competencia. En la selección de los
mismos ha influido su importancia o
la existencia de desarrollos de cierta
trascendencia.

En los dos primeros trabajos se
examina genéricamente el marco
competencial y el alcance de la potes-
tad normativa de la Comunidad. En
el primero de ellos, realizado por
FERNÁNDEZ FARRERES, se analizan los
criterios delimitadores de las compe-
tencias y las técnicas para efectuar la
distribución de potestades y funcio-
nes en cada materia, aunque sin des-
cender al estudio detallado de cada
título. Una atención especial se dedi-
ca al problema presente en la actuali-
dad de la ampliación de competen-
cias y las vías a través de las cuales
puede llevarse a efecto.

En el segundo, BLASCO ESTEVE
aborda la potestad normativa atribui-
da a la Comunidad. Estos poderes
públicos, además de unas competen-
cias ejecutivas en materia de agricul-
tura, acción social, etc., también
tienen la posibilidad de aprobar nor-
mas en cada uno de los sectores, que
pueden tener rango reglamentario o
de ley. Por tanto, después de la Cons-
titución existen normas legales apro-
badas por el Estado y por las Comu-
nidades Autónomas. Novedad que ha
exigido un desarrollo detallado de la
relación existente entre los distintos
tipos de normas.

Los diez estudios siguientes se
refieren a los diferentes sectores con-
cretos seleccionados. Así, se incluyen
dos trabajos sobre la ordenación del
territorio: el primero de ellos dedica-
do a la agricultura y el segundo al
suelo y la vivienda, y que han sido
realizados, respectivamente, por LÓ-
PEZ RAMÓN y BOQUERA OLIVER. Debe
advertirse que ambas constituyen

una de las primeras desarrolladas
por las Comunidades. Relacionadas
precisamente con esta ordenación,
en cuanto pueden implicar una varia-
ción espacial o incidencia los distin-
tos factores económicos, QUINTANA
CARLO y DOMPER FERRANDO examinan
separadamente la regulación de la
actividad comercial y las facultades
autonómicas de intervención en el
medio ambiente.

En otro grupo de trabajos se anali-
za detalladamente la normativa sobre
sanidad y acción social. Precisamen-
te PEMÁN GAVIN, en dos estudios di-
versos, examina genéricamente la nor-
mativa aragonesa. Complementándo-
los, a continuación se incluyen otros
dos dedicados a la renta mínima de
inserción y la protección de menores,
realizados por ESCUIN PALOP y EM-
BID IRUJO. Por último, GÓMEZ-REINO y
CLIMENT BARRERA analizan, respecti-
vamente, la ordenación de los me-
dios de comunicación social y las
normas relativas sobre cultura, ju-
ventud y deporte.

En el tercer bloque se estudia la
normativa sobre los medios materia-
les y humanos que cada Administra-
ción necesita para el cumplimiento
de sus fines. En el caso de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón, las com-
petencias han sido descritas anterior-
mente, pero resulta preciso para su
efectiva ejecución unos recursos y
bienes, así como unos funcionarios
que lleven a la práctica la voluntad de
esa institución. Su examen se realiza
en tres trabajos distintos. En el pri-
mero de ellos, CAYÓN GALIARDO anali-
za la Hacienda autonómica, dedican-
do una especial atención a los distin-
tos recursos financieros. Financia-
ción que se complementa con la exis-
tencia de un patrimonio público,
objeto de estudio por LAFUENTE BENA-
CHES, y unos medios humanos, anali-
zado por MARTÍN REBOLLO.

Esta obra finaliza con el estudio de
la relación de las Comunidades Autó-
nomas con otro tipo de colectivida-
des territoriales situadas dentro de
su territorio. El artículo 137 de la
Constitución no comprende exclusi-
vamente al Estado v las Comunida-
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des Autónomas como poderes públi-
cos. Incluye también una referencia
a las Corporaciones locales. Por tan-
to, será preciso conocer cuál es su
relación con las situadas en su terri-
torio. Dicho análisis es realizado por
FANLO LORAS y se estructura en dos
partes diferenciadas: competencias
ejecutivas y normativas en materia de
régimen local y relaciones con las
Corporaciones locales.

Elov COLOM PlAZUELO

FANLO LORAS, Antonio: Fundamentos
Constitucionales de la Autonomía
Local, Ed. CEC, Madrid, 1990, 598
páginas.

1. Nos encontramos ante la publi-
cación de lo que, en esencia, consti-
tuye la tesis doctoral del Profesor
FANLO LORAS, realizada bajo la direc-
ción del que fue Director del otrora
Departamento de Derecho Adminis-
trativo de la Facultad de Derecho de
Zaragoza, Lorenzo MARTÍN-RETORTI-
LLO, quien con su inequívoca voca-
ción docente e investigadora supo
crear en su entorno un auténtico
vivero de administrativistas, pudien-
do considerarse el libro objeto del
presente comentario, el último fruto
de tan meritoria y añorada labor en
dicha Universidad.
• El libro aborda el estudio de los
fundamentos teóricos del principio
de «autonomía local» desde una pers-
pectiva estrictamente instrumental,
centrando su atención en el funcio-
namiento real del modelo diseñado
por nuestra Constitución y, básica-
mente, en las técnicas de control
diseñadas por el legislador. La actua-
lidad e importancia del problema
abordado es evidente, dado que la
compatibilidad o no de los términos
«autonomía» y «tutela» ha constituido
durante los últimos años un impor-
tante foco de controversia doctrinal y
jurisprudencial. La opción adoptada,
consistente en términos generales en
la judicialización del mencionado
control, ha supuesto una delimita-

ción del problema, pero en absoluto
ha puesto fin al dilema planteado,
dado que, tal y como pretende de-
mostrar FANLO LORAS, el modelo de
autonomía local diseñado por nues-
tra Constitución admite en su seno
técnicas de control diversas, no pre-
vistas por el legislador básico, y no
por ello menos acordes con un Esta-
do compuesto que, a su vez, se define
como «social y democrático de dere-
cho».

El autor aborda una triple tarea: en
primer lugar, centra su atención en el
estudio del derecho comparado,
ciñéndose al análisis del derecho
francés; en segundo lugar, analiza la
construcción dogmática del principio
de autonomía local en nuestro país
tras la Constitución de 1978; y, en
tercer lugar, se detiene especialmen-
te, constituyendo el núcleo central de
su exposición, en las consecuencias
de dicho modelo constitucional: las
técnicas de control sobre las Entida-
des Locales en España.

Como consecuencia de ello, apare-
cen diferenciados dos grandes blo-
ques temáticos: la evolución del régi-
men local francés desde la Revolu-
ción hasta las reformas descentrali-
zadoras de 1982, de una parte, y el
análisis del modelo constitucional de
autonomía local en nuestro país, de
otra. Podría pensarse que ambos blo-
ques debieran constituir sendos tra-
bajos sustantivos e independientes,
en la medida que afectan a regíme-
nes jurídicos y tiempos históricos
diferenciados, máxime dado el alcan-
ce y profundidad con que son abor-
dados por el autor. No obstante, la
evidente imbricación histórica del
régimen administrativo francés en
nuestro régimen local avala la opción
sistemática de la obra, ya que, tal y
como resalta el Profesor Lorenzo
MARTÍN-RETORTILLO, en su sugerente
prólogo del libro, «el estudio de la
experiencia francesa enriquece y
complementa la reflexión sobre lo
español».

2. La evolución del régimen local
francés es abordada desde la pers-
pectiva del estudio de los tres gran-
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des principios dogmáticos que, a jui-
cio del autor, han inspirado su regu-
lación positiva, destacando asimismo
el modelo de relaciones interadmi-
nistrativas que cada uno de ellos
conllevaba. Las sucesivas construc-
ciones doctrinales del pouvoir muni-
cipal, de la «teoría de la descentrali-
zación» y del principio constitucional
de «la libre administración de las
Corporaciones Locales», legitimado-
ras de la existencia de entidades
territoriales descentralizadas, con
personalidad jurídica y ámbito
competencial propio en el seno del
Estado unitario por excelencia, como
es el Estado francés, son estudiadas
pormenorizadamente. Resaltando es-
pecialmente las técnicas de tutela
y/o control articuladas en cada
momento por el legislador, ya que
para poder comprobar la relevancia
de cualquier reforma supuestamente
descentralizadora en el país vecino
debe centrarse la atención en el
alcance que en cada momento se
reserva a las técnicas de tutela. Y ello
consecuencia de la consideración de
«tutela» como la técnica «que integra
contradictoriamente las exigencias
del pluralismo provenientes de las
instituciones territoriales y las de
unidad que garantiza la existencia de
la institución estatal».

Particular interés concita, a mi jui-
cio, el análisis de la reforma descen-
tralizadora iniciada en el año 1982 al
amparo del nuevo mito sobre el que
se fundamenta la concepción de la
autonomía local en Francia: el prin-
cipio de «la libre administración de
las Corporaciones Locales». Su im-
portancia radica en el carácter no-
vedoso de la experiencia todavía in-
conclusa; en el esfuerzo expositivo
del Profesor FANLO LORAS, sin lugar a
dudas el más profundo y completo de
los realizados en nuestro país sobre
dicha experiencia; y, por último,
como inmejorable paradigma con el
que confrontar el funcionamiento
real del modelo de autonomía local
configurado por nuestra Constitu-
ción. El legislador francés vertebra la
reforma descentralizadora en dos
ideas fundamentales: la libertad de

las autoridades locales en el desem-
peño de su actividad (consecuencia
directa del principio de la libre ad-
ministración de las Corporaciones
Locales) y la responsabilidad de estas
autoridades por su gestión (conse-
cuencia de que la libre administra-
ción se ejerce «en las condiciones
previstas en las leyes» y del carácter
indivisible de la República), produ-
ciendo con ello una evidente altera-
ción de las históricas relaciones de
control entre el Estado y las Corpora-
ciones Locales.

El alcance real de dicha alteración,
presentada por el legislador como
una auténtica supresión de la tutela
administrativa, es analizado con de-
tenimiento y calificado con mayor
propiedad como una remodelación
de los procedimientos de la tutela
administrativa. Así, se resalta que,
junto con la declaración de ejecutivi-
dad de todos los actos locales y la
transformación del otrora poder de
anulación de actos ilegales atribuido
al Prefecto en una mera legitimación
de éste para recurrir ante los Tribu-
nales Administrativos los actos que
considere ilegales, el legislador prevé
la comunicación del grueso de los
actos locales al Comisario de la
República (antes Prefecto) como re-
quisito de su ejecutividad y un con-
cepto amplio de legalidad que puede
permitir a aquél realizar cierto con-
trol de oportunidad de la actuación
local. Junto a ello, el papel de orien-
tación y consejo precontencioso que
se atribuye al Comisario de la Repú-
blica, así como el coprotagonismo
de que goza junto a las Cámaras
Regionales de Cuentas (configuradas
como órganos jurisdiccionales) en el
control presupuestario de las Corpo-
raciones Locales, reteniendo un po-
der de sustitución del acto presu-
puestario local, ratifican la impre-
sión ya apuntada de encontrarnos
ante una remodelación de la tutela
administrativa, posiblemente más
acorde con la custodia de los intere-
ses nacionales, del control adminis-
trativo y del respeto de las leyes, atri-
buidas por la Constitución francesa
al Delegado del Gobierno.
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3. El segundo gran bloque temáti-
co aborda el estudio dogmático del
principio constitucional de la auto-
nomía local en España y el análisis
de las implicaciones reales que dicho
principio ha tenido en las relaciones
interadministrativas, en especial en
las relaciones de control. La cone-
xión con la primera parte de la obra
se efectúa, en primer lugar, por la
cuasi-mimética historia del régimen
local español con el trances, así
como por la estrecha dependencia de
las construcciones dogmáticas espa-
ñolas de las elaboradas por la doctri-
na francesa, y, en segundo lugar, por
la evidente convergencia de la pro-
blemática del régimen local europeo
que, dejando al margen peculiarida-
des históricas, hace asemejar inevita-
blemente las construcciones dogmá-
ticas y las técnicas de relación utiliza-
das en cada país.

El análisis del principio de auto-
nomía local en España tras la Consti-
tución de 1978 conecta con la mejor
labor dogmática realizada en nuestro
país, desde la inicial aportación de
EMBID IRUJO y PAREJO ALFONSO hasta
la más reciente de SÁNCHEZ MORÓN.

La técnica de la «garantía institu-
cional», que tiene por objeto asegurar
una imagen recognoscible en térmi-
nos históricos de determinadas insti-
tuciones constitucionales, utilizada
por nuestra mejor doctrina y por
nuestro Tribunal Constitucional, co-
mo mecanismo garantizador del
principio constitucional de «auto-
nomía local», es analizada en profun-
didad, contemplando especialmente
su incidencia tanto en el aspecto
organizativo (garantía de existencia
de determinadas entidades locales)
como en el aspecto competencial
(garantía de atribución de un indeter-
minado núcleo básico competencial).
Es de resaltar una cierta actitud críti-
ca del autor respecto a la incorpora-
ción, a su juicio apresurada, de técni-
cas de interpretación constitucional
ajenas a nuestra tradición dogmática
y alejadas de la evolución de nuestro
régimen local, destacando particular-
mente que la técnica de la garantía
institucional en el contexto de una

nueva estructuración territorial del
Estado, con la consiguiente redefini-
ción del papel a desempeñar por las
entidades locales, se convierte en un
instrumento de menor ámbito pro-
tector frente al legislador ordinario,
que en el estable ámbito jurídico-
político de su procedencia.

No deja de ser relevante que en el
seno de nuestra doctrina se mues-
tre una cierta actitud dubitativa, en
absoluto impugnadora, sobre la po-
tencialidad de la técnica de la ga-
rantía institucional aplicada al prin-
cipio de la autonomía local, posi-
blemente incorporada a nuestra ju-
risprudencia constitucional con ex-
cesivo entusiasmo en un momento
de- cierta desorientación conceptual
al respecto (STC de 27 de julio de
1981). No obstante, a nuestro juicio
no debe infravalorarse que la aten-
ción prestada por ciertos sectores de
nuestra doctrina, al inicio de la déca-
da de los ochenta, a las aportaciones
doctrinales elaboradas en estados
compuestos de tradiciones jurídicas
diferentes a la española, especial-
mente en Alemania, han supuesto un
valioso acicate para una dogmática
jurídica que, como la española, se
encontraba plácidamente abandona-
da en los cómodos brazos de los tópi-
cos desnaturalizados de la teoría del
pouvoir municipal (salvo brillantes
excepciones, entre los que destaca
con luz propia el Profesor GARCÍA DE
ENTERRÍA).

Especial importancia adquieren en
una obra vocada al estudio de las téc-
nicas de control sobre la actuación
de las entidades locales, las reflexio-
nes realizadas sobre el contenido ins-
titucional de la autonomía local y sus
límites. Así, el autor conceptúa la
autonomía como un ámbito de liber-
tad limitado. Límites que son intrín-
secos a la propia idea de autonomía y
que derivan de la propia actuación
del legislador que la configura (la
autonomía se ejerce en el marco de
la ley) y de la existencia de otras
Administraciones territoriales (Esta-
do y CC.AA.) que participan en el
ejercicio del poder público en el
ámbito de un interés superior. Si el
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carácter derivado y limitado de la
autonomía local en nuestra Constitu-
ción está fuera de toda duda, y es
razonable que sobre dicha premisa
pueda construirse toda una teoría de
la compatibilidad entre control y
autonomía, creo que no es necesario
para ello caracterizar la autonomía
local como meramente administrati-
va. Es cierto que la afirmación de su
naturaleza política puede ser utiliza-
da por algunos como coartada para
lograr un ámbito de libertad exento
incluso de cualquier sujeción a la ley
y al derecho, pero ello no debe ser
óbice para reconocer que la auto-
nomía como técnica de organización
de la estructura territorial del poder
tiene idéntica sustancia en el ámbito
regional y local, conformados tanto
por aspectos políticos como adminis-
trativos, debiendo basarse la diferen-
cia entre ambas en la mayor capaci-
dad de configuración social de la pri-
mera.

Particular atención despierta el
análisis de la jurisprudencia consti-
tucional sobre la posible existencia
de controles administrativos sobre la
actuación de los entes locales. El
autor desmenuza las argumentacio-
nes vertidas por el supremo intérpre-
te de la Constitución en la va clásica
STC de 2 de febrero de 1981 y resalta
la compatibilidad de un cierto con-
trol administrativo de legalidad, no
genérico ni indeterminado, sobre la
actuación local, siempre y cuando
ésta incidiera en intereses generales
concurrentes con los del ente local;
junto a ello resalta el carácter excep-
cional del control de oportunidad,
salvo en supuestos que pudieran
fundamentarse en la Constitución.
La Semencia y sus Fundamentos nos
son sobradamente conocidos, pero
posiblemente, y así nos lo demuestra
FANLO LORAS, ni la doctrina, ni la
jurisprudencia, ni el legislador hayan
deducido de ella todas sus potenciali-
dades.

4. Desde esta perspectiva, el autor
aborda la tercera parte del libro, cir-
cunscrita al estudio concreto y
exhaustivo del control sobre las Enli-

dades Locales, desde la aprobación
de la Constitución de 1978 hasta el
modelo de relaciones interadminis-
trativas establecido por la Ley Regu-
ladora de las Bases de Régimen
Local.

La evolución de las técnicas de
control, tanto sobre los órganos
como sobre los actos locales, y la
aparición de nuevas técnicas de rela-
ción interadministrativa queK aleja-
das de la tradicional técnica de la
tutela administrativa, inciden clara-
mente sobre el ámbito local, como
la cooperación, colaboración y, en
especial, la coordinación, son anali-
zadas rigurosamente. El autor resalta
el proceso de reducción paulatina del
campo de actuación de las adminis-
traciones superiores en el control de
la actividad local: el «interés general»,
que, en los supuestos en que el ejer-
cicio de competencias locales inci-
dieran en el mismo, legitimaba ini-
cialmente un cierto control adminis-
trativo de legalidad, es identificado
por la propia jurisprudencia consti-
tucional con las «competencias de la
Administración del Estado»; el legis-
lador, mediante la Ley 40/81, de 20
de octubre, convierte la, hasta enton-
ces, potestad de suspensión de actos
locales, en una mera legitimación
para impugnar el acto ante la juris-
dicción contencioso-administrativa,
implicando la impugnación, automá-
ticamente su suspensión, siempre y
cuando el acto fuera ilegal y afectase
directamente a competencias del
Estado; y, por último, la Ley 7/85, de
2 de abril, judicializa absolutamente
el control de legalidad de la actua-
ción local mediante la regulación
establecida en los artículos 65, 66 y
67.

El libro constituye, sin lugar a
dudas, el más elaborado y sugerente
estudio del control sobre los entes
locales en España durante la última
década y, en particular, del modelo
establecido por el legislador básico
de 1985. El autor desmenuza las téc-
nicas reguladas por la Ley Regulado-
ra de las Bases de Régimen Local,
resalta sus carencias, sus dificulta-
des, sus contradicciones; polemiza
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con la jurisprudencia de nuestro Tri-
bunal Constitucional que, inspirada
en la «función constitucional» que
algunas leyes básicas estatales de-
sempeñan, interpreta el alcance y
contenido del principio constitucio-
nal de autonomía local no desde la
propia Constitución, sino desde leyes
que la desarrollan, como es el caso
de la Ley Reguladora de las,Bases de
Régimen Local, impidiendo que el
legislador sectorial, ya sea estatal o
autonómico, introduzca instrumento
de control de legalidad alguno distin-
to de los fijados por la legislación
básica; centra, por último, su aten-
ción en la especial incidencia que la
judicialización del modelo de control
tiene en el control económico-presu-
puestario y contable de las Corpora-
ciones Locales.

Si bien es cierto que sectores
prestigiados de la doctrina habían
hecho oír sus voces ante los riesgos
que, para el correcto funcionamiento
del sistema de Administraciones
públicas establecido por la Constitu-
ción, tenía una lectura excesivamente
simplificada de la «autonomía local»
y su identificación con la exención
total de cualquier tipo de control por
parte de Administraciones superio-
res, FANLO LORAS aborda, por primera
vez, cuáles son los riesgos concretos
y las carencias concretas del actual
modelo judicializado de control, e
inicia lo que, a nuestro juicio, va a
constituir la gran tarea a acometer:
una vez consolidado el principio
constitucional de la autonomía local,
determinar qué técnicas de control
concretas y determinadas son com-
patibles con dicho principio. El cami-
no está brillantemente trazado; los
tópicos y los apriorismos han sido
contundentemente abatidos; la juris-
prudencia constitucional debidamen-
te analizada y puestas al descubierto
sus iniciales potencialidades; sólo
resta que, una vez la práctica cotidia-
na muestre las insuficiencias del
modelo establecido, la doctrina y los
poderes públicos sepan estar a la
altura de las circunstancias.

Pedro Luis MARTÍNEZ PALLARES

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús: Comentarios
a la Ley de Reforma del Régimen
Urbanístico y Valoraciones del Sue-
lo, Editorial Cívitas, Madrid, 1.a ed.
1990, 2.a ed. 1991.

1. La impresionante fecundidad
científico-jurídica del vProfesor GON-
ZÁLEZ PÉREZ acaba de ofrecer, en la
obra objeto de esta recensión, una
nueva y concluyeme muestra: apenas
transcurridos unos meses desde la
publicación de la Ley 8/1990, de 25
de julio, sobre Reforma del Régimen
Urbanístico y Valoraciones del Suelo,
son ya dos las ediciones de sus
Comentarios que, con notable éxito
editorial, han visto la luz.

La presente obra constituye el últi-
mo fruto de la continuada e intensa
atención prestada por el Profesor
GONZÁLEZ PÉREZ a los problemas del
ordenamiento urbanístico, la cual se
ha visto reflejada en numerosos tra-
bajos, de los que los tres volúmenes
integrantes de sus Comentarios a la
Ley del Suelo, que han alcanzado la
quinta edición, son egregio ejemplo.
Pues bien, esta obra forma el más
reciente eslabón de la cadena, no
sólo porque sucede cronológicamen-
te a las demás, sino también porque
en ella se manifiestan los mismos
rasgos formales —rigor expositivo,
percepción de los problemas prácti-
cos suceptibles de plantearse a los
operadores jurídicos, capacidad críti-
ca de las soluciones legislativas y
jurisprudenciales— que habían ca-
racterizado a las anteriores y, más
aún, porque el Profesor GONZÁLEZ
PÉREZ continúa manteniendo las mis-
mas posiciones de fondo, mostrando
así una coherencia de criterio tanto
más plausible cuanto no particular-
mente extendida (véase, por ejemplo,
la cita que de su libro sobre ¿as
expropiaciones urbanísticas se realiza
en las págs. 82 a 86).

2. Antes de dar cuenta de sus
aportaciones sustantivas más rele-
vantes, procede resaltar diversos
aspectos generales del libro:

a) Ante todo, la obra —estructura-
da sistemáticamente en forma de
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comentarios a cada uno de los pre-
ceptos de la Ley 8/1990, acompaña-
dos de un útil índice analítico final-
destaca por su claridad, la cual no
obsta en modo alguno a su rigor téc-
nico y, por el contrario, se revela sen-
cillamente imprescindible en el estu-
dio de una Ley tan compleja como la
que es objeto de exégesis y llamada,
sin embargo, a ser aplicada por el
elevado número de sujetos que inter-
vienen en el proceso urbanístico.

b) Los Comentarios, en segundo
lugar, concilian satisfactoriamente
las exigencias del rigor teórico en el
análisis con la atención a los proble-
mas prácticos que la aplicación de la
Ley puede plantear. Así, de una par-
te, se procede sistemáticamente al
enraizamiento de las cuestiones en
los principios constitucionales y se
exponen las posiciones doctrinales
que puedan haberse formulado al
respecto. Y, de otra parte, el libro se
escribe desde un profundo conoci-
miento del urbanismo real —que en
ocasiones conduce a amargas refle-
xiones sobre el alcance de algunas de
las previsiones contenidas en la nue-
va Ley: véanse, por ejemplo, las pági-
nas 344 y 475— y con la finalidad de
facilitar a los agentes jurídicos la
comprensión y la aplicación del nue-
vo régimen, motivos ambos que ha-
cen de la obra un imprescindible ins-
trumento de consulta para éstos.

cj Destacan, por otra parte, la
amplitud y la actualidad de las fuen-
tes empleadas, que incluyen las más
recientes jurisprudencia y doctrina,
así como las muy numerosas normas
que las Comunidades Autónomas
han dictado en el ejercicio de sus
extensas competencias en materia
urbanística. La transcripción literal
de las partes relevantes de los fallos y
de las disposiciones autonómicas, en
la medida en que exime de la carga
de acudir a fuentes muy dispersas
para obtener un conocimiento cabal
de su contenido preciso, incrementa
sensiblemente la utilidad práctica de
la obra.

dj En fin, el libro está concebido
en términos tales que el comentario

de cada artículo trata de responder,
en principio, a la totalidad de las
cuestiones que puede suscitar su exa-
men y aplicación. Así, cuando un pre-
cepto de la nueva Ley ha de ser inte-
grado, como ocurre con suma fre-
cuencia, con previsiones de la Lev del
Suelo, el autor no se limita a remitir-
se a sus Comentarios a ésta, como sin
duda hubiera sido más cómodo des-
de su personal perspectiva, sino que,
en aras de la comodidad del lector,
procede a la exposición de los aspec-
tos básicos del régimen jurídico de
tal Ley (así, en el comentario al art. 6
de la Ley 8/1990, se analizan las pre-
visiones de la Ley del Suelo relativas
a los supuestos en los que cabe ele-
var construcciones o instalaciones en
suelo no urbanizable: págs. 1 26 y ss.).
Y en la misma línea, en los casos en
que un precepto de la Ley 8/1990
alude o se remite al régimen de insti-
tuciones extraurbanísticas, el libro
realiza un breve, pero extraordinaria-
mente útil, resumen del estado actual
de tal régimen (así, véanse las líneas
que se dedican a la teoría general de
la responsabilidad patrimonial de la
Administración en el comentario al
art. 4 —págs. 89 y ss. —; a la legisla-
ción de espacios naturales en el
comentario al art. 7 —págs. 151 y
ss. —; a las formas de gestión de los
servicios públicos locales en el
comentario al art. 79 —págs. 400 y
ss. —; o a la teoría general del silencio
administrativo positivo en el comen-
tario a la Disposición Adicional Cuar-
ta — págs. 488 y ss. —). El comenta-
rio de cada precepto deviene, así,
tendencialmente exhaustivo y por
esta vía el interés práctico de la obra
se acrecienta una vez más.

3. Numerosas y de gran valor son
las aportaciones sustantivas que el
Profesor GONZÁLEZ PÉREZ realiza a la
adecuada intelección y aplicación de
la- Ley 8/1990. Entre otras, destacan
las siguientes:

a) En lo que concierne al régimen
del suelo urbano y urbanizable, la
tesis según la cual el artículo 10 de la
nueva Ley. inierpreíado de conformi-
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dad con el contenido esencial del
derecho de propiedad, no puede legi-
timar la imposición al propietario de
obras de rehabilitación que excedan
de los deberes normales de conserva-
ción sin que se le preste la ayuda
financiera pertinente (págs. 174 y
178); el criterio contrario a la aplica-
bilidad del régimen que, en orden a
los efectos del silencio positivo, esta-
blece el artículo 178.3 de la Ley del
Suelo al supuesto previsto por el ar-
tículo 15.3 de la nueva Ley, relativo
a las solicitudes de certificación
del cumplimiento de los deberes ur-
banísticos (pág. 193); la afirmación
según la cual, no obstante el carácter
limitado de los supuestos menciona-
dos por el artículo 21 de la Ley 8/
1990, la Administración incurrirá en
responsabilidad siempre que proceda
conforme a las normas generales
(pág. 206); la defensa, en aras de la
buena fe, de la posibilidad de que el
solicitante de una licencia de edifica-
ción denegada conforme a Derecho
pueda formular nueva solicitud ajus-
tada a la resolución denegatoria aun
después de transcurridos los plazos
correspondientes (pág. 221); la im-
procedencia de tener por extinguido
el derecho a edificar por incumpli-
miento de los plazos fi-
jados cuando la inactividad no es
imputable al titular de la licencia,
pese a no aludir a ello el artículo 23
(pág. 227); la defensa de la vigencia
de las previsiones de la Ley del Suelo
y de las normas autonómicas que
reconocen a órganos estatales o
autonómicos la facultad de adoptar
las medidas previstas por los artícu-
los 184 y 185 de la Ley del Suelo
(pág. 239); la tesis según la cual el
plazo aludido por el artículo 28.1 de
la nueva Ley para la adopción de me-
didas de restablecimiento de la lega-
lidad urbanística es el de cuatro años
previsto por los artículos 185
y 187 de la Ley del Suelo (pág. 251);
la configuración como impugnable
separadamente y necesitado de au-
diencia previa a los interesados del
acto, previsto por el artículo 59.1, de
delimitación de aprovechamientos
del titular del terreno y de la unidad

de ejecución en la que habrán de
haberse efectivos, en relación con la
ocupación directa para la obtención de
terrenos dotacionales (pág. 323), etc.

bj En cuanto a las expropiacio-
nes, baste con mencionar el criterio
conforme al cual en la valoración de
los terrenos que tengan incorporado
el derecho a urbanizar, han de in-
cluirse no sólo los gastos ya efectua-
dos tendentes a la ejecución del Plan,
a los que se refiere el artículo 82.1 de
la nueva Ley, sino también la com-
pensación por inmovilización inútil
del capital.

c) Respecto a los supuestos in-
demnizatorios, destaca la tesis según
la cual, pese a que los artículos 86 a
89 de la Ley 9/1990 únicamente pre-
vén determinados casos, habrá lugar
a indemnización siempre que así re-
sulte procedente conforme a la nor-
mativa general sobre responsabilidad
de la Administración (pág. 418).

d) Especialmente sugerentes son
las consideraciones realizadas acerca
de los derechos de tanteo y retracto,
regulados por el Título V de la Ley,
entre las que destacan las precisiones
relativas a la entrada en vigor del
régimen de adquisición preferente
(págs. 436-437); la defensa, en el aná-
lisis del artículo 92, de la necesidad
de fijar un plazo máximo para que la
Administración pueda ejercer su
derecho de tanteo, una vez notificada
su decisión de actuarlo (págs. 447-
448); o el criterio conforme al cual si
no se ha notificado la transmisión
realizada, pero la Administración tie-
ne conocimiento de ella, no puede
estimarse indefinidamente abierto el
plazo para el ejercicio del derecho de
retracto (pág. 452).

e) En relación con el Patrimonio
Municipal del Suelo, resalta la exi-
gencia, expuesta en el comentario del
artículo 100, de que se cumplan los
requisitos materiales de la Ley de
Expropiación Forzosa para que la
delimitación de un terreno como
reserva implique la necesidad de
ocupación a efectos expropiatorios
(pág. 474).

f) En fin, puede destacarse, en la
exégesis de la Disposición Adicional
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Primera, 3, la tesis según la cual, en
virtud de los principios constitucio-
nales de interdicción de la arbitrarie-
dad de los poderes públicos y de
igualdad, la opción por parte de los
Ayuntamientos de la aplicación o
inaplicación de la sanción de la
expropiación o la venta forzosa ha de
tener carácter general, y no realizar-
se caso por caso (pág. 483).

4. Ahora bien, el Profesor GONZÁ-
LEZ PÉREZ no se limita a realizar un
brillante análisis técnico-jurídico de
la Ley, mostrando sus lagunas y difi-
cultades interpretativas v apuntando,
con ceretero criterio, la forma en que
aquéllas han de integrarse y éstas
resolverse. Por el contrario, y en la
línea seguida en sus obras anteriores,
el autor expone asimismo, con valen-
tía y rotundidad y sin circunloquios,
su parecer acerca de las opciones polí-
tico-legislativas ejercitadas por el
legislador. Y aunque no dejan de
reconocerse algunos méritos a la
nueva Ley (de la que, por ejemplo, se
indica que entraña «algunos avan-
ces en orden a la equidistribución»
— pág. 79—), es lo cierto que el juicio
general que suscita es negativo.
Entre otras, destacan las siguientes
observaciones críticas:

a) En cuanto al régimen urba-
nístico de la propiedad del suelo, se
sostiene que la Ley desconoce el con-
tenido esencial del derecho de pro-
piedad urbana, al que se vacía de
facultades urbanísticas, quedando el
propietario urbano «degrado a la
mera condición de agente de la
Administración Pública» (pág. 69); se
mantiene que la nueva Ley, como por
lo demás ocurría también con la
legislación anterior, vulnera la reser-
va de Ley para la regulación del dere-
cho de propiedad, en la medida en
que remite en blanco el estatuto de
éste a las determinaciones conteni-
das en los planes urbanísticos (pagi-
nas 71 y 75); se reputa contraria al
artículo 14 de la Constitución la
diversidad de porcentajes del aprove-
chamiento tipo que para la determi-
nación del aprovechamiento urbanís-

tico susceptible de apropiación esta-
blece el artículo 16 de la nueva Ley
(pág. 195); se considera injusta la
exigencia, establecida por el artícu-
lo 26.2 de la Ley, de que no hayan
transcurrido los plazos previstos por
sus artículos 18 y 19 para que quepa
la legalización de las obras realizadas
sin o contra licencia (págs. 242 y ss.);
se rechaza la libertad aparentemente
absoluta que el artículo 40.1 de la
Ley confiere a la Administración para
la elección del sistema de actuación,
sugiriendo que en todo caso deberían
aplicarse las previsiones contenidas
en el artículo 119 de la Ley del Suelo
(págs. 276-277); se destaca la insufi-
ciencia de las garantías arbitradas
por el artículo 58.2 para que el pro-
pietario logre que se proceda efecti-
vamente a la expropiación en el
supuesto por él previsto (págs. 317-
318); se denuncia la omisión en que
incurre el artículo 63 al no fijar un
plazo para que la Administración,
una vez que ha declarado el incum-
plimiento por el propietario de sus
deberes urbanísticos, opte por la
expropiación o la venta forzosa y tra-
mite el procedimiento correspon-
diente (págs. 338-339), etc.

b) Particularmente severo es el
juicio que merece al Profesor GONZÁ-
LEZ PÉREZ el Título II de la Ley, dedi-
cado a las valoraciones, del que con-
sidera que «contraviene flagrante-
mente la Constitución» (pág. 351). En
particular, se rechazan la equipara-
ción por el artículo 66.1 del suelo no
urbanizable y el urbanizable no pro-
gramado (pág. 356); la exclusión por
el artículo 67 de toda consideración
acerca de la situación de los terrenos
en la determinación del valor inicial
(pág. 360); la aplicación por el artícu-
lo 69.2 del mismo criterio para todo
el suelo urbano, cualquiera que sea
el grado de urbanización (pág. 363);
v la sanción establecida por el artícu-
lo 70.a) para el supuesio de extinción
del derecho a urbanizar por incum-
plimiento de deberes urbanísticos,
que se califica de «arbitraria y contra-
ria a toda proporción» (pág. 364).

c) En lo concerniente al régimen
de las expropiaciones, destacan la
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crítica del sistema establecido por el
artículo 80.3 para el supuesto de que
la Administración no cumpla los pla-
zos fijados para la edificación de par-
celas expropiadas por incumplimien-
to del deber correspondiente (pági-
nas 405 y ss.) y la consideración
como manifiestamente inconstitucio-
nal de la reducción al 5 por 100 del
beneficio industrial imputable a la
construcción de la parte que no se ha
podido realizar por modificción del
planeamiento en el cálculo de la
indemnización correspondiente con-
forme al artículo 87 (pág. 425).

d) Relevantes son también las
observaciones relativas al régimen de
los derechos de tanteo y retracto, res-
pecto del que se destacan sus nume-
rosas lagunas (pág. 443) y la facilidad
con la que pueden burlarse sus previ-
siones (págs. 458 y ss.).

e) Por lo que se refiere a los patri-
monios municipales del suelo, el Pro-
fesor GONZÁLEZ PÉREZ señala que se
trata de una técnica excesiva para las
limitadas finalidades previstas por
el artículo 98.3 de la Ley 8/1990
— construcción de viviendas sujetas a
algún régimen de protección pública
u otros usos de interés social — , las
cuales se podrían satisfacer por pro-
cedimientos más simples (págs. 465-
466), y critica la extensión a todos los
municipios de la obligación de cons-
tituirlos (pág. 467, n. 3).

f) En fin, el autor considera que el
apartado 1.° de la Disposición Final
Primera incurre en algún exceso en
la calificación como básicos de deter-
minados preceptos (pág. 551), y
reputa inconstitucional la inclusión
en su apartado 2.°, a efectos de defi-
nir los artículos de la Ley que son de
aplicación plena, de los que llevan
los números 78 y 100 (pág. 550).

5. Sutil en el análisis técnico-jurí-
dico; contundente en la valoración
político-legislativa: en ambos casos,
la defensa de los derechos de los
administrados frente al intervencio-
nismo, a veces desaforado y no siem-
pre suficientemente controlado, de la
Administración, en aras de la efectivi-
dad del principio de subsidiariedad

tantas veces mencionado en el libro,
constituye el leit motiv de éste. La
trascendencia de tal objetivo legitima
el apasionamiento con que a veces se
produce el autor y, en todo caso, su
virtualidad inspiradora de la obra
permite integrar ésta en la extensí-
sima producción científico-jurídica
con la que el Profesor GONZÁLEZ
PÉREZ ha prestado una contribución
capital a la lucha por la defensa de la
dignidad de la persona —por aludir a
uno de sus más célebres títulos—.

Juan José LAVILLA RUBIRA

JIMÉNEZ ASENSIO, R.: Políticas de
Selección en la Función Pública
española (1808-1978) (Prólogo de
J. M. CASTELLS ARTECHE), Ed. INAP,
Madrid, 1989, 479 págs.

I

No resulta un tópico destacar la
escasa atención que la doctrina
administrativista española viene de-
dicando al estudio de la institución
funcionarial, situación que se agrava
en cuanto se refiere al conocimien-
to de sus coordenadas históricas, de
las que aún hoy tenemos un cono-
cimiento plagado de imprecisiones.
Si exceptuamos algunas monografías
—entre las que ocupa un lugar desta-
cado la del Profesor NIETO sobre la
retribución de los funcionarios públi-
cos en España (Madrid, «Revista de
Occidente», 1967), dicho sea de paso,
acreedora por su calidad de una
oportuna reedición — , los trabajos
publicados sobre aspectos relevantes
de la función pública se dirigen, por
regla general, a realizar una somera
exposición de los textos normativos
históricos, creando así una falsa sen-
sación de cumplimiento con el rigor
científico. En este contexto, la publi-
cación que el INAP realiza de la que
fuera tesis doctoral de R. JIMÉNEZ
ASENSIO, leída en la Universidad del
País Vasco durante el curso 1987-
1988, no puede dejar de ser aplaudi-
da, ya que rompe con la tradicional
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—y a nuestro entender reprochable—
tendencia a ignorar el pasado históri-
co de una institución tan importante
como es la funcionarial, con la pro-
fundidad que como objeto de investi-
gación merece la historia de la mis-
ma, única base desde la que es posi-
ble alcanzar conclusiones rigurosa-
mente fiables para la realidad actual.

II

El tema objeto de estudio no es,
desde luego, entre los que componen
el panorama general de la función
pública, de los que presentan una
mayor facilidad de análisis, ya que
aparece referido a un ámbito espe-
cialmente difícil de tratar, de perfiles
ciertamente difusos, en el que facto-
res de distinto signo (fundamental-
mente socioeconómicos) enmarcan
la compleja relación que se estable-
ce, en equilibrio siempre inestable,
entre Política y Administración. En
este sentido, el autor parte de la con-
sideración de que la Política de selec-
ción es, en gran parte, deudora del
estado general en que se encuentra la
función pública de cada período his-
tórico concreto, y es, por consiguien-
te, con buen criterio, a partir de un
examen de ese contexto particular
desde donde se enfoca la evolución
que han sufrido las políticas de selec-
ción de los empleados públicos en
nuestro país.

A esta primera dificultad hemos de
añadir una segunda, derivada de la
amplitud del período histórico acota-
do, ya que el establecimiento de una
perspectiva globalizadora resulta
más difícil de alcanzar cuanto más
nos alejamos del momento presente.
Ambos escollos se intentan superar, y
se hace, en general, con bastante
acierto, mediante la utilización de
una copiosa bibliografía que, si bien
resulta de enorme utilidad para
determinar los sucesivos saltos cuali-
tativos que se van produciendo en la
materia —señalar esa evolución con
precisión, y no otra, es la finalidad
principal del libro — , actúa también
de condicionante del seguimiento
puntual que se realiza de las políticas

selectivas que han venido siendo
empleadas o, mejor aún, de las que,
como el libro recensionado acredita
sobradamente, ha venido careciendo
tradicionalmente la Administración
pública española. Al hilo de esta
última consideración, resulta opor-
tuno señalar que se observa cierta
timidez a la hora de abordar el tema
objeto de estudio en ámbitos poco
conocidos hasta el momento, como
pudiera ser el caso de la función
pública local, o de la alta función
pública ministerial, de las que la
información que se ofrece en líneas
generales es bastante escasa, contra
lo que hubiera sido deseable.

En cualquier caso, aunque para
algunos este planteamiento de fideli-
dad a las fuentes bibliográficas sería
suficiente para descalificar en cierto
modo a esta obra, sobre la base de
que no se habría profundizado todo
lo que permitía el tema propuesto, en
nuestra opinión, tal postura no pue-
de aceptarse bajo ningún concepto,
sobre todo si se comparan estas lagu-
nas (por lo demás casi inevitables)
con la magnitud y calidad del trabajo
realizado y con la perspectiva de
síntesis que el libro objeto de recen-
sión ofrece. En este sentido, la obra
de JIMÉNEZ ASENSIO posee la virtud de
dejar al descubierto una serie de
temas colaterales al tratado que
deberán ser objeto de posteriores tra-
bajos de investigación (el propio
autor da ejemplo de esta actitud en
su artículo Cuerpos generales versus
cuerpos especiales: la fragmentación
de la función pública española en el
siglo xix, «RVAP», núm. 23, enero-abril
1989, págs. 81-109) como una forma
de profundizar aún más en nuestro
inmediato pasado histórico, invitando
a abrir nuevas líneas de investigación
que redefinan lo que ya sabemos.

Por lo que respecta a su estructura,
el libro se divide en dos partes que
obedecen, en gran medida, a la rup-
tura que representa el Estatuto
funcionarial de 1918 respecto a la
situación anterior. En la primera de
ellas se lleva a cabo, fundamental-
mente, un seguimiento de las distin-
tas reformas que se intentaron a lo
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largo del siglo pasado (López Balles-
teros, Bravo Murillo, O'Donnell) y de
las distintas leyes departamentales de
comienzos de siglo que precederán a
aquel estatuto. En la segunda se exa-
mina el Estatuto de Maura en su par-
ticular evolución a lo largo de este
siglo (Dictadura de Primo de Rivera,
II República y período franquista),
para analizar, por último, el período
que se abre con la LFCE de 1964, que
sustituyó a aquél, y la aplicación que
la misma ha tenido hasta finales de
1978.

La obra se cierra con un epílogo en
el que el autor realiza una serie de
interesantes consideraciones sobre el
momento actual de las políticas de
selección del personal funcionarial,
consideraciones que, por haber sido
emitidas por un profundo conocedor
de nuestra función pública, deberían
ser tenidas en cuenta por la mayoría
parlamentaria a la hora de promul-
gar un auténtico estatuto de los
funcionarios públicos, estatuto que
se encuentra todavía hoy pendiente
de redacción a pesar del claro man-
dato que realiza el artículo 103.3 de
la Constitución, y que no ya sólo los
empleados públicos, sino la propia
sociedad española demanda en lugar
de una política de reformas parciales
como la llevada a cabo hasta ahora.

III

El juicio global que nos merece
esta obra es, por consiguiente, positi-
vo, ya que aunque posee algunas
insuficiencias —en realidad una obra
de estas características no puede
dejar de tenerlas—, supone un paso
adelante respecto a la situación ante-
rior, no sólo porque rompe con ese
especial «maleficio» que se dejaba
notar sobre el conocimiento de los
antecedentes históricos de la institu-
ción funcionarial, sino porque aporta
una serie de referencias de gran utili-
dad para estudios posteriores de
otros elementos de la institución, los
cuales, sin duda, deberán de tomar
esta obra como punto obligado de
referencia para llegar a un conoci-
miento detallado en ese pasado histó-

rico en sus distintos aspectos par-
ticulares. En cualquier supuesto, nos
hallamos ante una obra cuya lectura,
por lo que tiene de esclarecedora,
nos parece recomendable para todas
aquellas personas, funcionarios o no,
preocupadas por las cuestiones rela-
tivas al empleo público en nuestro
país, para los que será, sin duda, un
buen instrumento de análisis y refle-
xión.

Luis Miguel ARROYO YANES
Depto. Derecho Público

Universidad de Cádiz

LOZANO, Blanca: La extinción de las
sanciones administrativas y tributa-
rias, Ed. Marcial Pons, Madrid,
1990, 245 págs.

Con este libro se aborda una cues-
tión de gran complejidad en nuestro
derecho: el estudio de las sanciones
administrativas v tributarias, la res-
ponsabilidad deí administrado y las
diferentes formas de extinción de
éstas.

Blanca LOZANO realiza un ingente
esfuerzo recopilador y sistemático,
ataca los problemas abiertamente y
con una minuciosidad digna de elo-
gio, no escatimando medios; ofrece
un valiosísimo estudio de derecho
comparado, proponiendo soluciones
a la luz de estas legislaciones, y reco-
ge las últimas tendencias jurispru-
denciales españolas e internaciona-
les. Es obligado hacer también refe-
rencia al Estudio Preliminar (así lla-
mado porque ciertamente es más
sustancioso que cualquier prólogo)
realizado por Ramón PARADA, que
supone un excelente resumen del
conjunto de la obra y propone en
ocasiones tesis diferentes (o matiza-
doras) de las conclusiones alcanza-
das por la autora.

La obra se divide en siete capítulos,
el primero de los cuales lleva por
título El ilícito administrativo: natura-
leza y principios rectores. En él se rea-
liza un análisis general del ilícito
administrativo o ilícito cuya repre-
sión se ha dejado en manos de la
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Administración por razón de su
menor gravedad y de la mayor efecti-
vidad de los poderes públicos en su
punición. Se estudian así los princi-
pios aplicables a estos ilícitos, extraí-
dos del ordenamiento punitivo gene-
ral dada la sustancial identidad de las
sanciones administrativas y de las
penales, como el de legalidad, injusto
típico, non bis in idetn y nulla poena
sine culpa. Se abordan también las
distintas clases de sanciones, revisan-
do la autora la clásica distinción
entre sanciones de aplicación general
y sanciones disciplinarias, y analizan-
do asimismo los problemas que pre-
sentan los dos tipos de penalidades
aplicables por razón de su contenido,
esto es, las personales y las reales o
pecuniarias.

Especial interés reviste el estudio
de las sanciones administrativas a la
luz del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos, que se ha pronuncia-
do, en la doctrina establecida funda-
mentalemente en los casos Engel y
otros, óztürk contra la República
Federal de Alemania, y Lutz, a favor
de una concepción «autonomista» de
la materia penal, en virtud de la cual
no es la colocación de las normas en
el sistema jurídico de los Estados,
sino su carácter general y la naturale-
za disuasoria y punitiva de la san-
ción, lo que determina la inclusión
del ilícito y de su sanción en el ámbi-
to penal a efectos de aplicación de las
garantías del artículo 6 del Convenio
de Roma.

Finaliza Blanca LOZANO este primer
capítulo con un análisis del enjuicia-
miento en nuestro país de la infrac-
ción administrativa, a la luz de la
jurisprudencia tanto del Tribunal
Supremo como del Tribunal Consti-
tucional.

El capítulo II se titula Las formas
de extinción de las sanciones adminis-
trativas en general. El pago o cumpli-
miento, y en él, tras un excurso intro-
ductorio sobre la punibilidad y sus
causas de exclusión en el ordena-
miento penal, se enuncian las distin-
tas formas de extinción de la respon-
sabilidad administrativa y se analiza
en especial el pago de la sanción, ya

sea por cumplimiento voluntario o
en vía de ejecución, a través de mul-
tas coercitivas (cuando se requiere
una actuación positiva por parte del
administrado) o de la vía de apremio
(en caso de que la sanción consista
en la necesidad de satisfacer una
deuda líquida). En la regulación del
procedimiento de apremio por el
Reglamento General de Recaudación
—al que se remite con carácter gene-
ral el art. 107 de la LPA-, destaca la
autora la suspensión automática de
la ejecución de la sanción que produ-
ce la interposición de un recurso
siempre que se garantice o consigne
el importe de la deuda, que contras-
ta con lo preceptuado por los artícu-
los 116 de la Ley de Procedimiento y
122 de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa para el caso
de que se recurra la sanción antes de
iniciarse la vía de ejecución forzosa,
al establecer que la autoridad admi-
nistrativa o judicial competente para
conocer el recurso podrá acordar la
suspensión de la ejecución cuando
ésta pudiera ocasionar daños de
difícil o imposible reparación. Tal
dualidad de criterios carece de justi-
ficación y, respecto de las reclama-
ciones económico-administrativas, la
Ley de Procedimiento Económico-
Administrativo ha terminado con
ella, al disponer la preceptiva suspen-
sión de la ejecución del acto adminis-
trativo impugnado si se garantiza la
deuda, criterio éste que el Tribunal
Supremo, en algún fallo reciente,
tiende a hacer extensivo a toda clase
de deuda pecuniaria con la Adminis-
tración.

En el capítulo III se estudia la ins-
titución que Blanca LOZANO designa,
de acuerdo con su denominación
italiana, como pago voluntario en
cuantía reducida. Se trata ésta de una
medida muy extendida en el Derecho
penal y administrativo europeo, por
la cual ' el infractor obtiene una
reducción de la sanción cuando pro-
cede al pago voluntario de la misma
en un plazo determinado, lográndose
de este modo un gran economía pro-
cesal. En España no existe esta figura
en el ámbito penal, aunque se otor-
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gue validez a alguna manifestación
de voluntad del inculpado a través de
la institución de la condena por con-
formidad. En el Derecho Administra-
tivo, el pago voluntario en cuantía
reducida no es reconocido de forma
general en la Ley de Procedimiento
Administrativo, pero se encuentra en
algunas leyes especiales:

— Ley sobre Régimen Jurídico de
Control de Cambios y disposiciones
complementarias, para las sanciones
por infracciones monetarias.

— Ley de Seguridad Vial y disposi-
ciones complementarias, para las
infracciones de normas de circula-
ción.

— Por lo que respecta al Derecho
tributario, antes de la reforma par-
cial de la Ley General Tributaria de
1985, el artículo 88.2 de dicha Ley
establecía una figura, denominada
«condonación automática», que la
doctrina asimilaba a la condonación
civil o a la administrativa, pero que, a
juicio de la autora, había de catalo-
garse como un mecanismo de abre-
viación procesal reconducible a la
figura del pago voluntario en cuan-
tía reducida, en cuanto posibilidad
concedida ex lege al infractor de
extinguir anticipadamente el procedi-
miento sancionador mediante la
aceptación del pago en forma venta-
josa de la sanción pecuniaria junto
con la cuota tributaria y los intereses
de demora correspondientes. En la
normativa actual, se mantiene la inci-
dencia de la conformidad del contri-
buyente en el proceso de gestión y en
la cuantificación de la sanción, pero
sustituyendo la reducción automáti-
ca por un criterio de graduación de
la penalidad, lo que supone, a juicio
de la autora, una forma desvirtuada
de pago voluntario.

El principal problema que plantea
la institución del pago voluntario es
el de la posibilidad de recurrir poste-
riormente la sanción que ha sido
objeto del pago en cuantía reducida
y, a este respecto, la tesis que ya
sostuvo la autora en su tesis doctoral
dedicada a los Procedimientos abre-

viados para la represión de los ilícitos
menores (1988), y en el artículo
publicado en el número 66 de la
"Revista Española de Derecho Admi-
nistrativo» sobre esta institución, era
la de que no cabe tal recurso en
cuanto a los hechos a los cuales se
ha prestado la conformidad, pues
ello representa para el interesado un
acto propio que no le es dado contra-
decir, y constituye, además un requi-
sito sine qua non para que esta medi-
da logre sus objetivos de economía
procesal, aunque señalaba cuáles son
los requisitos que el pago voluntario
debe cumplir para no suponer un
menoscabo de las garantías del inte-
resado (automatismo en su conce-
sión y ausencia de un elemento de
coacción). Estos argumentos, en cu-
yo apoyo citaba Blanca LOZANO el ca-
so Deweer del Tribunal Europeo de
Derechos del Hombre, fueron confir-
mados posteriormente por nuestro
Tribunal Constitucional, al pronun-
ciarse éste sobre las actas de confor-
midad en el procedimiento tributa-
rio, en la Sentencia de 26 de abril de
1990.

El capítulo IV se dedica también al
análisis de una forma especial de
extinción de las sanciones pecunia-
rias, como es el pago fuera de pla-
zo sin requerimiento previo de la deu-
da tributaria, que, articulado a través
de las denominadas «declaraciones
complementarias», configura en el
ámbito fiscal una especie de excusa
absolutoria que exime de toda penali-
dad a quien lo realiza. La autora rea-
liza un completo estudio de esta ins-
titución (publicado de forma inde-
pendiente en el núm. 63 de la «Revis-
ta Española de Derecho Financiero»),
exponiendo sus precedentes y las
figuras similares existentes en el
Derecho comparado, y dedica espe-
cial atención al interés de demora
aplicable en estos casos, que, confor-
me al artículo 61.2 de la LGT, no pue-
de ser inferior al 10 por 100 de la
deuda tributaria. Considera Blanca
LOZANO que este interés manifiesta
por su cuantía una finalidad clara-
mente sancionadora, y critica el que,
de acuerdo con las Circulares de la
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Secretaría de Hacienda que desarro-
llan esla medida, la declaración fuera
de plazo realizada espontáneamente
por el sujeto pasivo no conlleve la
exención de sanción cuando se trata
de declaraciones negativas, en las
que no hay perjuicio económico para
la Hacienda Pública, lo que pone de
manifiesto el pragmatismo de esta
institución, cuya finalidad, puramen-
te recaudatoria, contradice el funda-
mento y los fines del Derecho sancio-
nador.

Especiales problemas plantea la
incidencia de la excusa absolutoria
prevista por el artículo 61.2 LGT con
el delito de fraude tributario. Blanca
LOZANO parte de un análisis de la
conducta defraudatoria para deter-
minar si la omisión del pago de los
tributos que constituye la infracción
descrita en el artículo 79 de la LGT
—y sobre la cual opera la excusa
absolutoria— se halla comprendida
— cuando supera los 5.000.000— den-
tro del tipo del artículo 349 del Códi-
go Penal, llegando a la conclusión de
que entre delito fiscal y defraudación
hay, además de la simplemente cuan-
titativa, una diferencia cualitativa, un
engaño especial o mise en scéne para
desorientar a los órganos tributarios.
La consumación de esa conducta
tendrá lugar una vez transcurrido el
último momento hábil para efectuar
el correspondiente ingreso, momento
que corresponde determinar a la
legislación tributaria y en el que la
excusa absolutoria del artículo 61.2
tiene una evidente incidencia, pues,
al declarar como retraso no punible
todo aquel pago fuera de plazo que
tenga lugar sin mediar requerimiento
de la Administración, el «último mo-
mento hábil» para efectuar el pago
habrá que referirlo siempre al inme-
diatamente anterior a la intervención
administrativa.

Ramón PARADA afirma, por el con-
trario, en su Estudio Preliminar, que
ha de dejarse en manos del juez

. penal, competente para condenar, la
valoración y decisión sobre la excusa
absolutoria, y critica esta medida en
cuanto su aplicación «tropieza con
grandes dificultades prácticas y pue-

de ser objeto de nuevos fraudes». He
de decir que, precisamente para evi-
tar uno de los fraudes que posibilitan
las declaraciones complementarias,
el nuevo Reglamento General de
Recaudación —aprobado por Real
Decreto de 20 de diciembre de
1990— ha establecido la imposibili-
dad de presentar declaración com-
plementaria mediante entidades
bancarias colaboradoras, transcurri-
do un mes desde el vencimiento del
plazo de presentación voluntaria, con
el fin de evitar maniobras fraudulen-
tas para eludir la actuación inspecto-
ra (entregando el contribuyente al
banco el impreso de declaración
complementaria una vez recibido el
requerimiento de la Inspección, y
visando la entidad bancaria dicho
impreso con fecha anterior al acuse
de recibo del aviso de Inspección).

El capítulo V se dedica al estudio
de la extinción de la responsabilidad
por la muerte del infractor. El princi-
pio de intransmisibilidad de la san-
ción a la muerte del responsable es
consecuencia de la personalidad de
las medidas punitivas, conforme a la
cual no se puede trasladar la respon-
sabilidad a alguien que no haya
cometido la infracción. Este princi-
pio del Derecho penal rige en el
actual derecho sancionador adminis-
trativo, como lo demuestra la refor-
ma en este sentido del artículo 89.3
de la LGT por la Ley 10/1985, pero su
aplicación puede plantear problemas
cuando el fallecimiento del infractor
tiene lugar cuando ya haya recaído
resolución firme, puesto que se
requiere en este caso una nueva
actuación administrativa que declare
la ineficacia del acto anterior. Si la
Administración no procede de oficio,
los causahabientes del infractor
tendrán que solicitar su declaración
administrativa para poder acudir, en
caso de "denegación expresa o pre-
sunta de su petición, a los tribunales,
pues si se limitan a alegar frente a la
exigencia de pago la extinción de la
responsabilidad y la Administración
no se la reconoce, pueden ver cerra-
das sus vías de recurso judicial como
consecuencia de la naturaleza reviso-
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ra de la jurisdicción contencioso-
administrativa, que impide que se
varíen las pretensiones formuladas
en vía administrativa, tal como ha
puesto de manifiesto la STS de 30 de
marzo de 1989.

Por lo que respecta a las personas
jurídicas, realiza Blanca LOZANO un
interesante excurso introductorio
sobre el problema de su responsabili-
dad penal y administrativa, propo-
niendo una solución que, a modo de
la adoptada en Alemania o Italia,
armonice el sistema penal con el
sancionador administrativo, pues
tanto el principio societas delinquere
non potest que rige en el primero,
como la responsabilidad directa de la
persona moral que se aplica en el
segundo, plantean ajuicio de la auto-
ra, por sí solos, problemas de justicia
y de eficacia en la represión. Existen
algunos pasos de nuestra legislación
en esta línea, principalmente en
materia tributaria. En cuanto a los
efectos de la disolución de la persona
jurídica sobre la sanción, en el caso
de que la Sociedad se disuelva y
liquide con sanciones pendientes,
afirma la autora que se transmiten a
los socios en proporción a su partici-
pación en el haber social, solución
ésta que establece la LGT en el ámbi-
to tributario y que, además de resul-
tar coherente con la regla española
de imputación directa de la sanción a
la persona jurídica, es la única capaz
de evitar que la creación de socieda-
des se utilice como un medio para lo-
grar la transgresión del ordenamiento.

Al análisis de la condonación admi-
nistrativa dedica Blanca LOZANO el
capítulo VI de la obra. En nuestro
Derecho penal se recogen dos medi-
das de gracia, la amnistía y el indulto
particular, a cuyo estudio dedicó la
autora su contribución a la obra
homenaje a Eduardo GARCÍA DE ENTE-
RRÍA, Estudios sobre la Constitución
española. La aplicabilidad de la
amnistía al ámbito sancionador ad-
ministrativo no ofrece dudas para
la autora, dada la identidad sustan-
cial entre la sanción penal y la admi-
nistrativa como manifestaciones de
la potestad punitiva del Estado, de tal

forma que, salvo exclusión expresa
por la Ley concedente de la amnistía,
las infracciones administrativas han
de considerarse incluidas en el bene-
ficio por ella otorgado. En el ámbito
tributario, el artículo 10./J de la LGT
prevé la concesión por ley de «perdo-
nes, condonaciones, rebajas, amnis-
tías o moratorias», posibilidad que el
legislador ha utilizado con frecuen-
cia y de la que tenemos ejemplos
muy recientes, condicionando nor-
malmente la concesión del perdón a
la regularización voluntaria por el
infractor de su situación tributaria,
ante la incapacidad de los órganos de
Hacienda para luchar contra el frau-
de. Esta razón de índole pragmática
no justifica desde el punto de vista
jurídico, a juicio de la autora, que se
excepcione la aplicación general de
la ley, por lo que tales disposiciones
de amnistía o moratoria fiscal produ-
cen una vulneración del principio de
igualdad entre quienes cumplieron
sus obligaciones fiscales a tiempo y
quienes resultaron amnistiados.

Por lo que respecta al indulto par-
ticular, que Ramón PARADA considera
en el Estudio Preliminar atentatorio
al principio de igualdad y productor
de gran injusticia atendiendo a crite-
rios comparativos, existe en sede
administrativa una técnica de idénti-
cos efectos y similar configuración al
indulto penal, como es la condona-
ción administrativa que permite a la
Administración perdonar la sanción
impuesta. La autora plantea, a este
respecto, la interesante cuestión de si
los actos sancionadores, al fin y al
cabo actos de gravamen, pueden ser
libiamente retirados por la Adminis-
tración sin seguir procedimiento
alguno. La respuesta de Blanca LOZA-
NO es negativa, argumentando que
los aclos sancionadores están dentro
de la lógica judicial de actos garanti-
zadores del derecho, como ya señala-
ra PARADA, y por ello resulta aplicable
a los mismos el principio de oficiali-
dad u obligatoriedad del ejercicio de
la acción punitiva derivado del de
legalidad, en virtud del cual la Admi-
nistración se halla compelida a impo-
ner la sanción prevista por el legisla-
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dor, aunque considere que la acción
u omisión de que se trale no debería
ser sancionada o que la sanción es
notablemente excesiva. Por lo que
respecta a las sanciones pecuniarias,
el artículo 30.2 de la Ley General
Presupuestaria establece expresa-
mente un límite general a su revoca-
ción, al prohibir «la concesión de
exenciones, perdones, rebajas o
moratorias en el pago de los dere-
chos a la Hacienda Pública, sino en
los casos y en las formas que deter-
minen las leyes».

Analiza a continuación la autora
los caracteres de la institución de la
condonación administrativa, actual-
mente prevista en el artículo 89 de la
LGT (además de en el Reglamento de
Montes, de 22 de febrero de 1962).
Especialmente problemáticos resul-
tan la exigencia de la renuncia del
infractor a todos los recursos para
poder solicitar la condonación (ar-
tículos 89.2 LGT y 127.2 del Regla-
mento de Procedimiento para las Re-
clamaciones Económico-Administra-
tivas), sobre la que el Tribunal Cons-
titucional se ha pronunciado en la
S. de 26 de abril de 1990, declarándo-
la no lesiva de derecho fundamental
alguno, y la imposibilidad de recurrir
la resolución que recaiga sobre la pe-
tición de condonación (arts. 89 LGT y
128.3 RPEA). A juicio de la autora,
aunque la condonación administrati-
va es, como el indulto penal, una
potestad esencialmente discrecional
en cuanto a la oportunidad de su
concesión y la extensión del benefi-
cio, en su ejercicio existen numero-
sos elementos reglados que sí pue-
den ser objeto de control judicial, y
esta potestad es susceptible, asimis-
mo, de un test de confrontación con
los parámetros de justicia y equidad
en los que se fundamenta, pues sólo
así la prohibición de recurrir puede
conciliarse con los principios consti-
tucionales que informan nuestro
ordenamiento jurídico. Blanca LOZA-
NO realiza, por último, una valoración
global de la institución, en la que
afirma que con la mejora del sistema
de graduación de las sanciones tribu-
tarias esta figura ha perdido en parte

su razón de ser, aunque reconoce
que el Tribunal Económico-Adminis-
trativo Central, por delegación del
Ministro de Economía y Hacienda,
realiza en la actualidad una prudente
aplicación de la misma, exigiendo
para su concesión la concurrencia de
circunstancias realmente excepcio-
nales que impulsen a quebrantar el
principio de generalidad con que está
concebida la sanción impuesta.

El capítulo VII se dedica, por últi-
mo, a la prescripción administrativa.
Se deja sentir en esta materia la falta
de tratamiento general por el legisla-
dor, por lo que habrá que estar a las
regulaciones que de la prescripción
se realicen en cada uno de los proce-
dimientos sancionadores especiales
vigentes en el ordenamiento adminis-
trativo, pero muchas son las leyes
especiales que tampoco contienen
ninguna previsión al respecto, lo que
ha sido causa de numerosos conflic-
tos. Especialmente problemática re-
sulta hoy la determinación del pla-
zo aplicable en ausencia de previsión
normativa, que ha llevado al Tribunal
Supremo a seguir una línea jurispru-
dencial «quebradiza», de soluciones
dispares entre sí, a cuyo análisis se
dedica especial atención en esta
obra. La disparidad de criterios sobre
la duración de los plazos de prescrip-
ción es también una característica de
las disposiciones legales que los
regulan, junto con una tendencia a la
ampliación de los plazos coherente
con la mayor entidad de las sancio-
nes pecuniarias que hoy impone la
Administración. Por lo que se refiere
al cómputo del plazo, hay que enten-
der superada, como señala la autora,
la regla que refiere el dies a quo al
día en que la Administración tuvo
conocimiento del hecho, pues tal
norma equivale de jacto a sancionar
la imprescriptibilidad. Debe atender-
se por ello al momento de la comi-
sión de la infracción, tal como lo
entienden la generalidad de las dis-
posiciones legales que inciden en la
materia, y tal como lo ha confirmado
en pronunciamientos recientes el Tri-
bunal Supremo.

La interrupción de la prescripción
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se produce, al modo penal, desde que
el procedimiento se dirija contra el
culpable, volviendo a correr de nuevo
el tiempo de prescripción cuando el
expediente permanece paralizado
por un plazo que la generalidad de
las disposiciones fijan en tres o seis
meses. Esta interrupción de la pres-
cripción no podrá venir dada por
cualquier comunicación que realice
la Administración, pues la acción
administrativa, para que posea efica-
cia interruptiva de la prescripción,
habrá de ser conducente a la com-
probación del hecho, y habrá de noti-
ficarse formalmente al infractor. La
interrupción de la prescripción que-
da enervada cuando el procedimien-
to sancionador se paraliza, reanu-
dándose desde ese momento el
cómputo del plazo necesario para
que ésta produzca la extinción de la
sanción. Pero, además de la reanuda-
ción del plazo prescriptivo, la parali-
zación del procedimiento puede pro-
ducir también, en el derecho admi-
nistrativo sancionador, otro efecto de
distinto alcance y significación: la
caducidad de la acción o del procedi-
miento para perseguir la infracción,
caducidad que, aunque contemplada
en el artículo 99 de la LPA sólo para
los casos de expediente o trámite a
instancia del interesado, actúa asi-
mismo, como ha afirmado la juris-
prudencia, en las hipótesis de inacti-
vidad administrativa acusada en pro-
cedimiento de oficio orientado a cas-
tigar una infracción de este orden. La
garantía que esta caducidad de la ins-
tancia supone para el administrado,
protegiéndole de posibles actuacio-
nes administrativas dirigidas única-
mente a la interrupción del plazo de
prescripción, se ve muy mermada,
como señala la autora, por una
reciente línea jurisprudencial que
exige, para que esta caducidad opere,
además del transcurso de un plazo
de seis meses a contar desde la noti-
ficación de cada uno de los actos
definidores del procedimiento san-
cionador, un requerimiento del par-
ticular — a modo de denuncia de
mora— y el transcurso de un nuevo
plazo que, por coherencia con el ar-

tículo 99 LPA, tendrá que ser de tres
meses, sin que la Administración
impulse el trámite siguiente.

Estos son, en fin, algunos de los
temas tratados en esta excelente
monografía, que incide en uno de los
aspectos menos conocidos y más
complejos del Derecho sancionador
administrativo, y que es el fruto de
una exploración minuciosa de nues-
tra legislación y jurisprudencia, así
como de las últimas soluciones del
Derecho comparado. Es, desde lue-
go, un libro de inexcusable lectura
para toda persona interesada en pro-
fundizar en el ámbito de las sancio-
nes administrativas.

Magdalena SL'ÁREZ OJEDA

MARTÍN REBOLLO, Luis (ed.): El futuro
de las Autonomías Territoriales.
Comunidades Autónomas: balance
v perspectivas, Servicio de Pu-
blicaciones de la Universidad de
Cantabria-Asamblea Regional de
Cantabria, Santander, 1991, 331
páginas.

1. Aunque con mucho retraso,
aparecen finalmente publicadas las
ponencias y debates que tuvieron
lugar en el seno de las Jornadas
soore Comunidades Autónomas cele-
bradas en Santander del 22 al 25 de
marzo de 1988, organizadas por la
Facultad de Derecho y dirigidas por
don Luis MARTÍN REBOLLO (1).

Idóneo fue el momento de celebra-
ción de estas Jornadas cuando, trans-
curridos ya cinco años desde la apro-
bación de los Estatutos de las Auto-
nomías del artículo 143.2 de la Cons-
titución, los foros políticos españoles
comenzaban a plantearse la posibili-
dad de proceder a la ampliación e

(1) Sobre el desarrollo de estas Jorna-
das puede verse Vitelio M. TENA PIAZUELO,
Crónica de las Jornadas sobre Comunida-
des Autónomas celebradas en Santander
entre ¡os días 22 y 25 de marzo de 1988,
núm. 119 de esta REVISTA, mayo-agosto
1989, págs. 419-431.
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igualación competencial de estas
Autonomías menores o de segundo
grado (2). Era, pues, el momento
propicio para hacer el balance de
costes, resultados y perspectivas del
modelo español de Estado complejo
que la Constitución de 1978 había
puesto en funcionamiento.

Pues bien, tres años más tarde, la
publicación de las opiniones de los
especialistas que intervinieron en
aquellas Jornadas no sólo tiene inte-
rés para el recuerdo, sino que sigue
siendo oportuna en atención a la
situación actual del panorama auto-
nómico español.

Ciertamente, entre marzo de 1988
y la publicación de este libro, el
balance presenta, con algunas mati-
zaciones, un estado de situación,
jurídicamente hablando, muy simi-
lar.

La ampliación competencial sigue
reclamándose desde las Comunida-
des Autónomas denominadas meno-
res; el Senado carece aún de cual-
quier contenido territorial específico;
la jurisprudencia del Tribunal Cons-
titucional en materia de distribución
competencial se ha reiterado y mati-
zado, sin producirse cambios esen-
ciales, y la práctica autonómica no
ha introducido novedades sustancia-
les aunque sí nuevos problemas.

Por eso comprobaremos cómo este
libro, pese al tiempo transcurrido,
puede muy bien servir como expo-
nente de la realidad autonómica
española con sus aciertos y sus
inconvenientes, y sus propuestas,
sometidas a discusión en los debates
que el libro refleja, mantienen la mis-
ma vigencia que en el momento en
que se formularon por los veinte
especialistas cuyas intervenciones
ahora se publican.

2. El libro, de agradable presenta-
ción y fácil lectura, se estructura en
ocho ponencias, a algunas de las cua-
les se añade el comentario crítico, de
refuerzo o contrapunto, según los
casos, que respecto de ellas realiza-

(2) Al respecto, el periódico «E! País»
de 14 de marzo de 1988.

ron los intervinientes en las mesas
redondas que siguieron a su exposi-
ción oral durante las Jornadas.

Las dos primeras intervenciones
—a cargo de E. GARCÍA DE ENTERRÍA y
J. TORNOS MAS— abordan, entre otras,
la cuestión más estrechamente ligada
con el título de la obra, esto es, con el
futuro de las Autonomías Territoria-
les. Se trata del problema de la
ampliación del nivel competencial
de aquellas Comunidades Autóno-
mas que accedieron a la autonomía
por la vía lenta del artículo 143.2 de
la Constitución.

La doctrina ha venido aceptando
sin inconvenientes el carácter transi-
torio de esta situación de desigual-
dad competencial, cuyo manteni-
miento por un período mínimo de
cinco años desde la aprobación de
los Estatutos resultaba obligado por
imperativo del artículo 148.2 de la
Constitución. Pero una vez vencido
dicho plazo en todas las Comunida-
des Autónomas, ¿debe procederse ya
a la ampliación competencial? No se
trata de formular juicios de oportuni-
dad política, sino de preguntarse, en
términos estrictamente jurídicos, pri-
mero, si existe el derecho, y la corre-
lativa obligación, a la ampliación
competencial y, segundo, cuál sea el
instrumento más apropiado para lle-
var a cabo la ampliación.

Según la opinión del profesor
GARCÍA DE ENTERRÍA (que sustancial-
mente comparten R. GÓMEZ-FERRER y
J. SALAS), la transitoriedad y homoge-
neidad tendencial de las previsiones
constitucionales en este ámbito no
significan un verdadero derecho sub-
jetivo de las Comunidades a la
ampliación. Esto es, no significa que
transcurridos cinco años, a propues-
ta de las Comunidades —por inicio
de una reforma estatutaria tendente
a la ampliación — , tenga que ratificar-
se por el Estado (mediante ley orgá-
nica) la ampliación competencial
propuesta. Solución esta última que
defiende el profesor L. COSCULLUELA,
como respetuosa con el principio dis-
positivo contenido en la regulación
constitucional de la autonomía y con
el principio de igualdad.
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La alternativa a una ampliación
competencial mediante reforma esta-
tutaria (art. 148.2) se encuentra en el
artículo 150.2 de la CE. Todos los
autores coinciden en afirmar que
esta vía debe descartarse si lo que se
pretende es realizar una transferen-
cia genérica de competencias, evitan-
do la reproducción de las desafortu-
nadas LOTRACA y LOTRAVA; en
cambio, si se opta por transferencias
o delegaciones sectoriales o específi-
cas en determinadas materias o
incluso por una lista más general de
competencias (pero no por una
transferencia genérica), las leyes del
artículo 150.2 podrían satisfacer muy
bien las exigencias del principio de
homogeneización a que se ha hecho
referencia. Por esta vía era por la
que, en 1988, parecía inclinarse el
Gobierno socialista, pero hasta hoy,
1991, no se ha producido pronuncia-
miento definitivo alguno en favor de
ninguna opción.

En este mismo ámbito de la distri-
bución competencial se abordaron
también los problemas de la relación
entre la legislación básica estatal y la
legislación autonómica de desarrollo
en las materias de competencia com-
partida según este sistema. J. TORNOS
MAS se centró, en concreto, sobre el
concepto de normas básicas, anali-
zando la evolución de la jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional des-
de una concepción material de las
bases, justificada en razones coyun-
turales (principalmente, aprovechar
la legislación estatal preconstitucio-
nal para que no quedase limitada la
capacidad legislativa autonómica de
desarrollo), hasta la inserción de cri-
terios formales y funcionales que
limitasen la concepción material.
Esta evolución jurisprudencial fue,
tres semanas después de la celebra-
ción de las Jornadas, explícitamente
reconocida por el Tribunal Constitu-
cional en la STC 69/1988, de 19 de
abril, cuyos Fundamentos Jurídicos 5
y 6 recoge, acertadamente, el libro.

3. La tercera ponencia del libro
responde también, perfectamente, al
examen del futuro de las Comunida-

des Autónomas. Desde la perspectiva
del futuro de nuestro Estado comple-
jo en el marco de las Comunidades
Europeas y de los mecanismos de
aplicación y desarrollo del Derecho
comunitario, se aborda la integra-
ción de las Comunidades Autónomas
en el sistema institucional al que
compete tal función. La inaplicación
del Derecho comunitario y la poten-
cial intromisión estatal en el ámbito
autonómico al amparo de títulos
internacionales fueron algunas de las
cuestiones planteadas por S. MUÑOZ
MACHADO, y cuyo interés permanece
todavía presente.

4. E. AJA, EMBID IRUJO, I. MOLAS y
MONTERO GIBERT se ocuparon de
estudiar los Parlamentos autonómi-
cos, verdaderas instituciones de re-
presentación que encarnan la tra-
ducción autonómica del principio de
soberanía popular. Se pusieron de
relieve las características específicas
de la institución parlamentaria (re-
ducida base electoral, menor nú-
mero de representantes y mayor re-
presentatividad que en el ámbito
estatal, capacidad legislativa mate-
rialmente más delimitada, mayor
importancia del control al Ejecutivo
por el predominio de la función eje-
cutiva en las Comunidades, etc.),
discutiéndose sobre la adecuación a
las mismas de los procedimientos de
funcionamiento de estas Cámaras en
cuanto a la actividad legislativa y de
control del Ejecutivo autonómico. La
oportunidad del vigente sistema elec-
toral de listas cerradas, la deficiente
calidad de las leyes autonómicas (3),
la falta de acercamiento y partici-
pación de los ciudadanos, las esca-
sas técnicas de control del Ejecutivo
— especialmente de los Consejeros
autonómicos—, el mimetismo estatal,

(3) Sobre este problema ha aparecido
recientemente la obra colectiva La calidad
de las leyes, «Colección Informes y Docu-
mentos», Parlamento Vasco, 1989, 402
páginas. Existe una recensión de la mis-
ma, a cargo de B. LOZANO, en esta REVISTA,
núm. 123, septiembre-diciembre 1990,
págs. 454-457.
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la falta de integración de las Comuni-
dades en la formación de las decisio-
nes estatales, la ausencia de carácter
territorial en el Senado, la desinfor-
mación y el desinterés ciudadano, el
desencanto electoral, la falta de
arraigo social de la institución parla-
mentaria y otros problemas que se
pusieron de manifiesto en aquellas
Jornadas no han sido erradicados
todavía de nuestra vida autonómica y
mantienen la vigencia de estas po-
nencias, contenido del libro que se
comenta.

5. El arraigo definitivo de las
Comunidades Autónomas y la asun-
ción por éstas de las funciones que
les corresponden en el modelo de
descentralización política que se pre-
tende en un Estado complejo como
el nuestro depende, en buena medi-
da, del funcionamiento del complejo
organizativo e institucional que cons-
tituye la Administración autonómica.
De ahí que en el futuro de las Co-
munidades Autónomas juegue1 un
importante papel el modo en que se
organice la Administración y se
doten sus órganos del personal nece-
sario para atenderlos. De este aspec-
to organizativo y burocrático de la
Administración autonómica se ocupó
L. PAREJO ALFONSO, haciendo, prime-
ro, una exposición comparada de los
modelos de organización y función
pública en las Comunidades Autóno-
mas y pasando, después, a comentar
los datos y conclusiones que podían
deducirse de la comparación realiza-
da. El mimetismo respecto de la
organización central, periférica e ins-
titucional de la Administración esta-
tal en las Comunidades Autónomas,
la mala coordinación y mutua des-
confianza entre Diputaciones y Mu-
nicipios, cuyas infraestructuras se
desaprovechan, y el incomprensible
crecimiento de la Administración es-
tatal cuando, en buena lógica, la
transferencia de competencias hubie-
ra debido suponer una reordenación
y reagrupación de las estructuras or-
ganizativas estatales, eran algunas de
las notas características del Estado
autonómico de 1988, que, al publi-

carse ahora el libro de aquellas Jor-
nadas, continúa adoleciendo de la
vertebración adecuada entre los en-
tes territoriales que le conforman
conjuntamente.

En cuanto a la función pública
autonómica, paralelamente a la cele-
bración de las Jornadas se estaba
tramitando la Ley 23/1988, de modi-
ficación de la Ley de Medidas para la
Reforma de la Función Pública (Ley
30/1984, de 3 de agosto), algunos de
cuyos preceptos habían sido anula-
dos por la STC 99/1987, de 11 de
junio. Aquella Ley fue aprobada,
finalmente, con fecha 28 de julio,
siguiendo las indicaciones conteni-
das en la sentencia constitucio-
nal (4), que entendía que la reserva
legal constitucionalmente estableci-
da para el estatuto de los funciona-
rios públicos exigía que la ley contu-
viese, al menos, los criterios materia-
les para determinar los puestos que
debían ser cubiertos con funciona-

(4) El profesor S. MARTÍN-RETORTILLO
aprovechó la ocasión para referirse a las
denominadas sentencias interpretativas,
entre las que se halla la STC 99/1987. y en
donde «aparte de los específicos pronun-
ciamientos de inconstitucionalidad de
preceptos concretos, se encuentran razo-
namientos en los que, sin señalar la
inconstitucionalidad de un texto, sí se
apunta, al menos, su falta de perfección o
corrección».

Me parece oportuno hacer aquí men-
ción de una reciente sentencia del Tribu-
na] Constitucional italiano (S. 453/1990,
de 26 de septiembre-1 5 octubre) que reali-
za un interesante pronunciamiento inter-
pretativo. En esta sentencia, el Tribunal
anula una ley siciliana por entender que,
al establecer un procedimiento de selec-
ción de empleados públicos locales, no se
respetaba el principio de imparcialidad, ya
que en las comisiones evaluadoras de los
concursantes no se exigía la presencia,
como mínimo, mayoritaria de expertos o
técnicos con la cualificación adecuada
para valorar tos méritos y capacidades de
los aspirantes. Interesa destacar, pues, el
modo en que el Tribunal sugiere al legisla-
dor de la región de Sicilia que su ley será
constitucional sólo si contempla esa parti-
cipación mayoritaria de personal técnico
cualificado.
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narios y los que podrían atenderse
con personal laboral. En el anulado
artículo 15.1 de la Ley 30/1984, la
fijación de tales criterios se delegaba
en el Ejecutivo, con desprecio de la
reserva legal. También se aprecia en
la Ley de reforma una influencia de
los modelos autonómicos desarrolla-
dos de acuerdo con lo previsto en el
básico artículo 11 de la Ley 30/1984.

Otros aspectos más concretos de es-
ta legislación, que se pretendía pro-
visional, se ponen de manifiesto en
las intervenciones de los demás par-
ticipantes (F. LÓPEZ-RAMÓN, S. MAR-
TÍN-RETORTILLO y J. M. CASTELLS AR-
TECHE), que, en general, coinciden en
afirmar la necesidad de lograr un
verdadero Estatuto de la Función
Pública, que ni existía entonces ni
existe ahora, tres años después.

6. También en la ponencia de
T. FONT i LLOVET, sobre «Administra-
ción Local y Comunidades Autóno-
mas», se pone de relieve la falta de
vertebración entre los entes territo-
riales del Estado: los niveles adminis-
trativos intermedios, las Diputacio-
nes, no han sido interiorizadas por
las Comunidades Autónomas. Inte-
riorizar no significa, por supuesto,
reducir la autonomía institucional-
mente garantizada de estos entes (5),
sino justamente lo contrario: aprove-
char el carácter bifronte de los entes
locales, que puede satisfacer las exi-
gencias de su autonomía y las necesi-
dades de quienes (Estado o Comuni-
dad Autónoma) los utilicen instru-
mcntalmente (con la suficiente dota-
ción financiera, lógicamente). Esta
compartición de las funciones políti-
cas en sus ámbitos respectivos es el
verdadero significado de la autono-
mía que la Constitución garantiza. Así
lo explica el máximo intérprete de la
Constitución en su STC 214/1989, de
21 de diciembre, cuvos fundamentos

(5) Entre otras, las SSTC 32/1981, de
28 de julio (sobre las Diputaciones catala-
nas); 84/1982. de 23 de diciembre; 27/
1987. de 27 de febrero (sobre las Diputa-
ciones valencianas), y, la más reciente,
214/1989, de 21 de diciembre.

jurídicos más relevantes recoge el
libro y en donde el Tribunal —una
vez más— pone de manifiesto el ver-
dadero alcance de la autonomía local
y su garantía institucional.

Debe recordarse que esta sentencia
fue la que declaró inconstitucional
diversos preceptos de la Ley Regula-
dora de las Bases del Régimen Local,
Ley 7/1985, de 2 de abril, a instancias
de los recursos presentados en 1985
por Galicia y Cataluña. Entre los pre-
ceptos anulados se encuentra el ar-
tículo 5 de la LRBRL, que establecía
un orden de prelación de las normas
aplicables en materia de régimen
local. Ahora bien, como la competen-
cia legislativa en este ámbito está
dividida entre el Estado y las Comu-
nidades Autónomas, dicho precepto
se convierte en norma interpretativa
del bloque de constitucionalidad que
rige esta materia, y es esta naturaleza
de «norma meramente interpretativa,
sin contenido material alguno, la que
hace el precepto constitucionalmente
ilegítimo», según el tenor de la sen-
tencia que comentamos (Fundamen-
to Jurídico 5.°). Continúa diciendo el
Tribunal Constitucional que «el or-
den de fuentes en un ordenamien-
to compuesto es el establecido por el
bloque de la constitucionalidad, sin
que uno de los elementos de esta rea-
lidad compuesta, en este caso el
legislador estatal, pueda imponer a
todos los demás, como única inter-
pretación posible, la que él mismo
hace». El legislador, estatal o autonó-
mico, aunque deba interpretar el blo-
que de constitucionalidad para ejer-
citar sus competencias, no puede
pretender imponer esa interpreta-
ción, pues esta función corresponde,
exclusivamente, al Tribunal Constitu-
cional, de acuerdo con \o previsto en
su ley reguladora y en la propia
Constitución, como ya lo había decla-
rado en otra célebre sentencia, en
que declaraba la inconstitucionali-
dad de la LOAPA, de 5 de agosto de
1983 (6).

(6) La STC 76/1983, de 5 de agosto
(«BJC» núm. 30, págs 1095 y ss), decía, en
su Fundamento 4°, que «al Tribunal Cons-
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7. La séptima ponencia, a cargo
de E. ALBERTI, se ocupó del principio
de colaboración entre el Estado y las
Comunidades Autónomas y de los
medios, jurídicos o no, a través de los
que podía instrumentarse esa colabo-
ración. En función del medio, señala
el autor, puede diferenciarse de la
colaboración obligatoria (impuesta
por la misma regulación competen-
cial), una colaboración que, en
muchas ocasiones, se lleva a cabo de
manera espontánea e informal y
cuyos resultados son también, se-
gún el ponente, altamente positivos.
J. BERMEJO VERA, sin embargo, recha-
zó, por insuficiente, esta colabora-
ción espontánea, defendiendo la ne-
cesidad de que se llevase a cabo una
verdadera institucionalización de la
colaboración, a través de técnicas
organizativas v de fórmulas jurídicas
cuya efectividad sea real y no se
entregue al voluntarismo de cada
una de las partes.

8. En el último día de las Jorna-
das se estudió la financiación de las
Comunidades Autónomas, cuestión
fundamental para asegurar la reali-
dad autonómica, puesto que ésta
necesita no sólo de buenos propósi-
tos, sino también de medios. J. M. PE-
RULLES ROMERO es el autor de esta

titucional corresponde, en su íunción de
intérprete supremo de la Constitución
(art. 1 de la LOTC), custodiar la permanen-
te distinción entre la objetivación del poder
constituyente y la actuación de los poderes
constituidos, los cuales nunca podrán
rebasar los límites y las competencias es-
tablecidas por aquél». Más adelante —le-
tra c) del Fundamento— añade: «el legis-
lador ordinario no puede dictar normas
meramente interpretativas cuyo exclusivo
objeto sea precisar el único sentido, entre
los varios posibles, que deba atribuirse a
un determinado concepto o precepto de la
Constitución, pues, al reducir las distintas
posibilidades o alternativas del texto cons-
titucional a una sola, completa de hecho
la obra del poder constituyente y se sitúa
funcionalmente en su mismo plano,
cruzando al hacerlo la línea divisoria
entre el poder constituyente y los poderes
constituidos».

ponencia, en la que hace una exposi-
ción diacrónica de la evolución del
sistema de financiación autonómica
y el respeto a sus principios rectores
de autonomía y suficiencia: cobertu-
ra del coste efectivo de los servicios
asumidos por transferencia de las
competencias antes desempeñadas
por el Estado y libertad en el gasto
que permita el desarrollo de políticas
propias, son las exigencias de estos
principios.

Inicialmente, sin embargo, y por
influjo del proceso de transferencias,
la preocupación se centra sobre el
principio de suficiencia; ésta es la
óptica de la que podríamos denomi-
nar fase transitoria o inicial que
partiría de la LOFCA.

Con posterioridad, tras la Ley 21/
1986, de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1987, se
inauguraría un período definitivo a
cuya conclusión, precisamente aho-
ra, en 1991, las Comunidades debe-
rían estar dotadas de un sistema de
financiación estable integrado por
una serie de recursos de utilización
incondicionada (tributos propios, tri-
butos cedidos y participación en
ingresos estatales) y otros condicio-
nados en su gasto (subvenciones,
transferencias corrientes y de capital
adscritas a fines de política económi-
ca o social y transferencias del Fon-
do de Compensación Interterrito-
rial). Esta Ley, además, autorizó la
cesión del Impuesto de Transmisio-
nes Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados. En cambio, la cesión
del IVA en su fase minorista, que se
contemplaba en la LOFCA y en los
Estatutos, no se ha llevado a cabo,
pues el Estado alega dificultades téc-
nicas para su cesión.

Estas y otras cuestiones fueron dis-
cutidas en la ponencia y subsiguiente
debate, donde se puso de manifiesto
la necesidad de establecer un modelo
integral de financiación estatal, auto-
nómica y local, y no soluciones secto-
riales como las de la LOFCA o la más
reciente Ley de Haciendas Locales.

9. Del último trabajo contenido
en el libro es autor L. LÓPEZ GUERRA,
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y en él se describe el desarrollo auto-
nómico desde una posición muy con-
creta: la de la jurisdicción constitu-
cional.

Apunta el autor tres fases bien defi-
nidas de este desarrollo: una prime-
ra, hasta la puesta en funcionamien-
to del propio Tribunal Constitucio-
nal, caracterizada por la incertidum-
bre general respecto del sistema
autonómico previsto en el Título VIII
de la Constitución; en un segundo
momento, la incertidumbre comien-
za a disiparse por la concreción de
los Estatutos de Autonomía y, poco
después, por la propia jurisprudencia
del Tribunal Constitucional (espe-
cialmente la producción doctrinal de
los años 1982 y 1983); en la tercera
fase, en la que el Tribunal se encon-
traba inmerso en 1988 pero que hoy
puede considerarse concluida en sus
aspectos esenciales, el Tribunal fue
tejiendo la retícula minuciosa de la
dislribución competencial, los crite-
rios determinantes del carácter bási-
co de las normas estatales, los límites
del poder financiero del Estado en su
relación con las Comunidades Autó-
nomas y otros aspectos de la división
horizontal de poder que implica un
Estado complejo.

Pero, pese al avance experimenta-
do, la transición autonómica no pue-
de considerarse completada: no se ha
producido todavía la necesaria y
auténtica integración de las Comuni-
dades Autónomas en la estructura
del Estado.

Tras esta afirmación del ponente,
se pone nuevamente de relieve la
escasa vertebración entre los entes
territoriales que conforman nuestro
Estado. Hasta que esa articulación
no se produzca, no extraeremos del
modelo de descentralización política
inaugurado por nuestra Constitución
toda su potencial utilidad y eficacia.

10. Y, para terminar, junto a la
transcripción de las intervenciones,
la obra incluye un pequeño anexo
documental con una referencia
sumaria de normativa autonómica
institucional (Estatutos, Reglamentos
parlamentarios, leyes de financiación

y organización, etc.) y un resumen
bibliográfico de las más importantes
obras, generales o específicas, sobre
el modelo autonómico. Un apéndice
final con toda la jurisprudencia cons-
titucional recaída entre 1980 y 1989
sobre el Título VIII de la Constitu-
ción, y sistematizada por materias,
cierra este práctico libro, cuya con-
sulta será, sin duda, de gran utilidad
para quienes busquen un plantea-
miento claro y sumario de la actual
situación del Estado autonómico
español.

Marcos GóiMEz PUENTE
Seminario de Dcho. Administrativo

Universidad de Cantabria

MARTÍNEZ MARÍN, Antonio: El buen
funcionamiento de los servicios
públicos. Los principios de continui-
dad v de regularidad, Ed. Tecnos,
Madrid, 1990.

Ante la insatisfactoria prestación
que los usuarios sufrimos en elemen-
tales servicios que determinan y
condicionan nuestra propia vida, el
autor, como otros muchos juristas
fascinados por el servicio público,
formula en la Introducción de la
obra una denuncia-defensa de su
buen funcionamiento, impuesta por
la constitucionalización del Estado
Social de Derecho, en la medida en
que éste se legitima en la acción, en
la intervención, y no en la inhibición
pública. En este contexto, los servi-
cios públicos, aun siendo sólo una
parte de la acción pública, es, al
menos en nuestro país, de importan-
cia vital, de modo que el buen o mal
funcionamiento de los mismos califi-
ca o, por el contrario, descalifica al
Estado en su conjunto, pues la res-
ponsabilidad es absolutamente públi-
ca.

No obstante, el autor, conectando
con la Escuela del servicio público,
no se pronuncia sobre la cuestión del
quantum de intervencionismo, remi-
tiendo la cuestión al legislador. Aho-
ra bien, con independencia del nú-
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mero mayor o menor de servicios
públicos existentes en cada momen-
to, subraya que es toda una exigencia
jurídica que su funcionamiento sea
bueno, en el sentido de acorde al
principio de continuidad y regulari-
dad, y al cual dedica los tres capítu-
los de que consta la obra, y que fue
tratado, hace algunos años, por J. M.
SALA ARQUER en una breve monogra-
fía: El principio de continuidad de los
servicios públicos. Sus orígenes en el
Derecho español, INAP, Madrid,
1977.

En el Capítulo I trata de la conti-
nuidad y regularidad como catego-
rías jurídicas propias en la construc-
ción doctrinal de la teoría del servi-
cio público. Para ello ofrece una inte-
resante síntesis de la teoría del servi-
cio público en Francia —donde hace
constar que si bien los postulados
filosóficos de DUGLIT no triunfaron,
sí lo hizo su intuición acerca del
Estado Social, hoy en día institucio-
nalizado— y en España, donde apun-
ta que, a partir de los años cincuenta,
la noción de servicio público sufrió,
además de la crisis general que afec-
tó a esta categoría en Francia —debi-
do a causas sobradamente conoci-
das—, una crisis específica, determi-
nada por el carácter del régimen
político franquista como «sistema de
poder» frente al «sistema servicial», lo
cual influiría en una crisis específica-
mente doctrinal española.

En el Capítulo II aborda los con-
ceptos de la continuidad y de la regu-
laridad, como elemento esencial de
la noción de servicio público y princi-
pales principios determinantes de su
régimen jurídico. Para ello trata de
la constitucionalización en los artícu-
los 24, 28 y 37 del mantenimiento de
los servicios esenciales como positi-
vación al más alto grado legal de la
continuidad y regularidad, si bien
explica que la noción de servicios
esenciales es más amplia que la de
servicio público, puesto que un servi-
cio esencial para la comunidad pue-
de ser de titularidad privada o de titu-
laridad pública, en cuvo caso es un
servicio público. Por ello se lamenta
de que se haya constitucionalizado la

expresión de servicios esenciales en
lugar de la tradicional de servicio
público, lo cual ha podido significar
un retroceso en la construcción de la
teoría del servicio público, debido a
la dificultad real de construir una
doctrina sobre el servicio esencial,
dada su amplitud y heterogeneidad y
diferenciada naturaleza jurídica de
los servicios públicos y de los servi-
cios esenciales privados. En cuanto a
la significación de los principios de
continuidad y regularidad, superan-
do sentidos cronológicos y formalis-
tas, afirma que consisten en el deber
que tiene la Administración y el con-
siguiente derecho del usuario a exigir
una prestación adecuada y satisfacto-
ria con que solucionar su necesidad.

En el Capítulo III trata de referir,
de un modo aproximativo y adecua-
damente ilustrado por la jurispru-
dencia clásica y reciente, las conse-
cuencias jurídicas de la continuidad
y de la regularidad, como determi-
nantes en buena medida del régimen
jurídico-administrativo de los bienes
de dominio público, de las personas
vinculadas al servicio y de la propia
actividad administrativa.

Respecto a los bienes de dominio
público, subraya el autor cómo el
destino servicial fundamenta su mis-
mo régimen jurídico, que presentaría
así un carácter instrumental. De este
modo, los principios de continuidad
y regularidad serían el fundamento
material de la intangibilidad de los
bienes afectados al servicio público
ante cualquier título jurídico o deci-
sión judicial, de los condicionamien-
tos a su utilización para otras activi-
dades, y de su desafectación —aun
contra cláusulas contractuales— del
criterio realista de la afectación o
desafectación como determinante,
frente a tbda apariencia o título for-
mal, de la calificación de un bien
como demanial o no, y, en fin, funda-
menta la especial protección penal
de los bienes vinculados funcional-
mente a los servicios públicos.

En cuanto a las personas vincula-
das a los servicios públicos, la exi-
gencia de continuidad y regularidad
fundamentaría el carácter estatutario
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de la relación funcionarial —en la
que la renuncia carece de validez si
no es aceptada—, y el ejercicio de las
competencias administrativas por
personas no titulares de las mismas
— casos de delegación, sustitución o
suplencia, funcionarios de hecho, de
colaboración de los particulares en el
funcionamiento de los servicios
públicos—, así como de la protección
penal y disciplinaria. En cuanto a la
huelga del personal de los servicios
públicos, apunta cómo en esta prime-
ra década, y a falta de la ley orgánica
correspondiente, el contenido del
derecho de huelga se ha restringido
mínimamente y, a la vez, el servicio
esencial se ha prestado en un nivel
mínimo. Es decir, la armonización de
los derechos encontrados se ha con-
cretado a la baja para la colectividad
y a la alza para los huelguistas. Ante
esta situación defiende una mayor
limitación del derecho de huelga
cuando se realice en los servicios
esenciales, para lo cual propone la
sustitución de la expresión «servicios
mínimos» por «servicios suficientes»,
al objeto de que el interés general
prevalezca sobre el particular. No
obstante, una línea diversa que
desvincula la noción de servicios
esenciales de la teorización sobre el
servicio público y su necesaria con-
tinuidad, conectándola, en cambio,
a la satisfacción de derechos fun-
damentales, puede encontrarse en
A. BAYLOS GRAU, Derecho de huelga y
servicios esenciales, Ed. Tecnos, 1988.

Respecto a las consecuencias jurí-
dicas del principio de continuidad y
regularidad en el régimen de los
actos administrativos, señala cómo
este principio es el fundamento
material de la más notable y genuina
característica de los actos adminis-
trativos —su ejecutividad y, en su
caso, ejecutoriedad —, sin que este
fundamento real sea incompatible
con su fundamento formal —la pre-
sunción de legalidad—, pues explica
la ratio de esta característica legal-
mente positivada.

Por último, en cuanto a los contra-
tos administrativos, el autor subraya
el ca-rácter instrumental y dependen-

tista de esta categoría, respecto de la
cual el servicio público es el fin, prin-
cipio u objeto. De este modo, la con-
tinuidad y regularidad serían el fun-
damento material de los impropia-
mente denominados privilegios y
prerrogativas de la Administración,
en concreto del ius variandi, de la
modulación de la exceptio non adirn
pleii contractus frente al incumpli-
miento de la Administración, de las
facultades de policía y de interpreta-
ción unilateral de los contratos admi-
nistrativos, entendidos como faculta-
des regladas para garantizar el deber
público de asegurar la prestación.

La obra cumple sobradamente su
objetivo declarado de explicar y
fundamentar una parte del Derecho
Administrativo en el derecho-deber al
buen funcionamiento de los servicios
públicos, y se orienta decididamente
en la línea doctrinal de defensa e
impulso de la teoría del servicio
público como categoría jurídica cen-
tral del Derecho Administrativo.

Severiano FERNÁNDEZ RAMOS

PATAULT, Anne-Marie: Introduction
historique au droit des biens, Ed.
Presses Universitaires de France
(Collection Droit Fondamental,
Droit Civil), París, 1989, 335 págs.

La obra de Anne-Marie PATAULT,
profesora de la Universidad de Nancy
II, examina el desarrollo del derecho
de propiedad en Francia desde la
Edad Media hasta nuestros días.
Contiene no sólo el análisis del dere-
cho francés «general», sino las espe-
cialidades que hubo en muchas de
las regiones francesas en cada
momento. El libro está estructurado
en tres partes. La primera de ellas
(págs. 15-139) estudia el derecho de
propiedad sobre bienes inmuebles en
el derecho consuetudinario, que con
mayor o menor intensidad llega des-
de el derecho medieval hasta la Revo-
lución francesa. En la segunda (pági-
nas 141-277) estudia la evolución del
derecho de propiedad desde la Revo-
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lución francesa hasta la actualidad,
incluyendo un primer capítulo en el
que se estudian las corrientes de pen-
samiento que impulsaron el cambio
desde la pluralidad de propiedades
hasta el exclusivismo. La tercera par-
te, mucho más breve que las anterio-
res (págs. 279-307), está dedicada al
estudio de los bienes muebles. En
cada capítulo se contiene una refe-
rencia bibliográfica para aquellos
que quieran ir «más lejos» en el estu-
dio de cada punto, que comprende,
asimismo, ciertos datos complemen-
tarios sobre cada uno de los aparta-
dos tratados en el capítulo. Un índice
de nombres citados y otro analíti-
co, usualmente introducidos en las
obras europeas por su gran utilidad,
completan la obra.

El derecho de propiedad ha tenido
un contenido diverso a lo largo de la
historia. Dejando a un lado el con-
cepto romano de propiedad, que cae
fuera del estudio que comentamos,
en lá Edad Media el derecho de pro-
piedad está ligado a dos ideas: de una
parte, el considerar la propiedad no
como un derecho absoluto, sino
como el aprovechamiento del fundo;
de la otra, muy interrelacionada con
la anterior, admitir la coexistencia de
dos o más propiedades sobre un mis-
mo fundo. Este sistema se mantuvo
«puro» durante la Alta Edad Media,
para terminar degenerando en un
sistema de interrelación de poderes
ligados a la propiedad de la tierra,
conocido generalmente como siste-
ma feudo-señorial. En este segundo
momento de la evolución medieval
del derecho de propiedad encontra-
mos formas que suponen una vincu-
lación entre el tenedor de la tierra y
ésta, entendiendo esto último tanto
en un sentido liberador como opre-
sor del ocupante, por cuanto que
había fundos que suponían la suje-
ción del individuo al mismo, a la par
que al señor, y otros que, por el con-
trario, eliminaban las ataduras del
tenedor al señor; en segundo lugar,
encontramos una forma de propie-
dad «libre», pero no en un sentido
absoluto, sino relativo, puesto que
hay que entenderla por oposición al

sistema feudal. En tercer lugar,
encontramos diversas propiedades
que no crean dependencia personal
del tenedor a la tierra, comprendién-
dose aquí diferentes formas de pro-
piedad común, como la de la comu-
nidad familiar, la del pueblo o la del
linaje; además de las nacidas del
arrendamiento. No obstante esta
variedad de formas de propiedad,
mantienen todas un nexo común que
la autora pone de manifiesto: la pro-
piedad es aprovechamiento y, como
aprovechamiento que es, caben múl-
tiples propiedades simultáneas, tanto
permanentes como temporales. Es
preciso añadir una última nota a la
propiedad medieval, el inmovilismo,
consecuencia ineludible de la plurali-
dad de propiedades, por cuanto que
una simple modificación en el siste-
ma de relaciones traía como conse-
cuencia la desestabilización del siste-
ma. Tras haber observado cómo el
derecho de propiedad dio lugar a
una multicidad de formas, la autora
del estudio señala que esas formas
dieron lugar a un conjunto de rela-
ciones, jurídicas o no, entre los hom-
bres que conectó los dos aspectos,
real y obligacional, de la relación, de
tal modo que la falta de uno de ellos
supuso la no creación del otro. Así, la
conexión entre los dos aspectos pue-
de ser el resultado de un doble con-
trato (como la concesión de un feu-
do), de un acto único (renta real), a
veces implica una reverencia (censo)
o se inscribe en el uso del lugar (don-
de se encontrarían algunas de las
propiedades comunes).

Anne-Marie PATAULT pone de mani-
fiesto cómo la Edad Media no es sólo
el periodo en el que esta multiplici-
dad de formas se crean, sino, ade-
más, el momento en el que se produ-
ce en Europa la recepción del Dere-
cho romano. Los juristas medievales,
seducidos por el orden y la claridad
de la propiedad romana, intentaron
conciliar ambas concepciones del
derecho de propiedad, de una propie-
dad por fundo en Roma a la posibili-
dad de que existiera una gran plurali-
dad en el Medioevo. Pero, como se-
ñala la profesora, lo que en realidad
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los glosadores y sus continuadores
durante la Edad Moderna estaban
haciendo era construir las bases
teóricas de la propiedad libre, que
surge tras la Revolución francesa. La
autora señala, asimismo, el efecto
jurídico perturbador que trajo con-
sigo este intento conciliador, que
distorsionó la realidad teórica y fácti-
ca del derecho francés de la época.

La obra de la Revolución trajo con-
sigo una modificación radical en la
concepción de la tierra. Partiendo del
modelo de propiedad romana, desde
la aprobación de la Declaración de
derechos del hombre y del ciudada-
no, el 4 de agosto de 1789, en que se
anula el feudalismo hasta la aproba-
ción del Código civil, en 1804, los
revolucionarios siguieron un camino,
descrito en la obra, que concluye con
la transformación radical de los bie-
nes inmuebles en Francia. La sorpre-
sa para el lector puede venir cuando
la autora señala cómo, pese a la obra
revolucionaria, en la que el derecho
de propiedad, como mero espejo
supraestructural de la nueva situa-
ción económica, es transformado
afirmando el derecho de disponer de
los bienes sin más limitación que la
que contengan las leyes, la labor de
la jurisprudencia trajo consigo la
permanencia durante algún tiempo
de las propiedades simultáneas sobre
el mismo fundo, por cuanto declaró
derecho supletorio, no obligatorio,
los artículos 544 (plenitud de los
poderes del propietario), 546 (que
reconoce al propietario de un fundo
la propiedad de todo aquello que se
le une o incorpora) y el 552 (que
daba al propietario de un fundo el
dominio del subsuelo o el sobresue-
lo), con el contrasentido de conside-
rar cada una de las propiedades
como exclusivas.

No obstante esta corrección juris-
prudencial, que se mantuvo durante
buena parte del siglo pasado, es inne-
gable que la Revolución cambió la
concepción de la propiedad inmue-
ble, que, con las excepciones que
señala la autora, pasa a estar domi-
nada por la idea del exclusivismo,
que tuvo su mayor apogeo durante el

siglo xix. Pero, como nos muestra
PATAULT, la Revolución no sólo supu-
so un ataque a las propiedades
simultáneas, sino que, además, diri-
gió sus ataques contra la propiedad
comunitaria, y contra alguna de las
propiedades de las personas morales
que fueron nacionalizadas. Al mismo
tiempo que esto ocurría, la Revolu-
ción reconoce expresamente la pro-
piedad de los grupos de personas pri-
vadas, mediante la elaboración de la
teoría de la persona moral-ficción,
que le concedía menor protección
que la propiedad de las personas
físicas. Al igual que con el resto de
las controversias que surgieron
durante la Revolución, la profesora
de Nancy explica con detalle uno de
los puntos centrales del sistema de
bienes, la publicidad o no de las
transmisiones patrimoniales, punto
sobre el cual los revolucionarios
franceses dieron varios vaivenes has-
ta adoptar el sistema de publicidad,
solución ésta que fue adoptada ya en
las ciudades alemanas durante la
Edad Media.

La solución exclusivista, adoptada
en el siglo xix, tiene, como señala la
autora, una corta vida en estado de
pureza. La evolución de la sociedad
desde el siglo pasado, las necesida-
des de la población, el mejor aprove-
chamiento de la riqueza y el cambio
en las ideas hace que se modifique de
nuevo la concepción sobre el número
de propiedades que pueden coincidir
sobre un mismo fundo, ya que se
aprecia una tendencia en la actuali-
dad al renacimiento de las propieda-
des coincidentes.

La última de las partes en que está
dividido el libro está dedicada a los
bienes muebles. El que esta parte sea
bastante más breve que las anteriores
no es síntoma de una falta de impor-
tancia del tema para la autora, sino el
reflejo de que la realidad histórica
del derecho de los bienes muebles es
bastante menos compleja. A lo largo
de las páginas podemos observar las
distintas manifestaciones de la pro-
piedad de bienes muebles, tales
como el dominio que el titular ejerce
sobre la cosa, los distintos aspectos
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de la comercialidad del bien mueble
y, por último, la apropiación por ocu-
pación del bien.

Para concluir la presentación de
esta obra sobre el desarrollo históri-
co del derecho francés de propiedad,
vamos a fijar la atención en un
aspecto de carácter formal, pero que
incide sobre el tipo de obra de que se
trata. En efecto, las notas que apare-
cen al pie de las páginas de una obra
parecen indicar que ésta es el resul-
tado de una labor de investigación.
De igual modo, cuando el autor de la
obra se limita a dar una referencia
bibliográfica, ya sea al comienzo
como al final de los capítulos, se
indica que éste ha realizado una
labor de síntesis de las investigacio-
nes que otros han realizado; es, si se
quiere, una labor de carácter infor-
mativo de los conocimientos que
existen sobre un tema. Ello indica, de
igual modo, el tipo de lector al que
está destinado, más especializado
aquel a quien está destinado la obra
con abundacia de notas y citas, que
puede dar pie a una posterior labor
de investigación.

En esta obra, como ya se señaló
con anterioridad, existe al final de
cada capítulo una referencia biblio-
gráfica pour aller plus loin en los
conocimientos sobre cada uno de los
apartados, completada, asimismo,
con ciertos datos que completan la
referencia bibliográfica. Ello nos
indica que se trata de una obra
«divulgativa», lo que aparece ya con el
título. Pero, al mismo tiempo, la
autora introduce a lo largo de las
páginas una serie, no extensa pero sí
suficiente, de notas situadas al pie de
las páginas; lo que demuestra que,
aunque el carácter divulgativo de la
obra sea predominante, la profesora
de Nancy aporta las referencias de
donde ha realizado o completado ella
misma una labor de investigación, y a
partir de la cual se puede profundi-
zar en el estudio de la evolución his-
tórica del derecho francés de bienes.

Julio V. GONZÁLEZ GARCÍA

RODR(GUEZ-ARANA MUÑOZ, Jaime F.:
La privatización de la empresa
pública, Ed. Montecorvo, Madrid,
1991.

El protagonismo del Estado en el
mundo económico es ya algo habi-
tual en nuestra época; intervencio-
nismo que tuvo su origen en la nece-
sidad de que el Estado tomase las
riendas de determinadas actividades
económicas y sociales que redundan
en beneficio de la colectividad (1).

No obstante, podemos observar
cómo en la actualidad, sobre todo en
los países occidentales, la tendencia
es la de la reducción del protagonis-
mo estatal en el desarrollo de la acti-
vidad económica, acusándose una
importante disminución del interven-
cionismo administrativo (2). De esta
manera constatamos la expansión
del fenómeno privatizador, contrario
a la anterior política nacionalizadora.
Muestra de ello la tenemos en Fran-
cia, donde, tras la experiencia nacio-
nalizadora de 1982 (3), se ha produ-
cido una inversión del proceso que
ha tenido su plasmación en la Ley de
2 de julio de 1986, por la que se deci-
de la privatización de 64 empresas.
Esta medida de «marcha atrás» trae
su propia causa en el crecimiento del

(1) La realidad nos enseña con clari-
dad cómo existen una serie de factores
socioeconómicos que resultan clave para
la organización económica y social en los
modernos Estados — v. gr., Banca, segu-
ros, energía, etc. — , por lo que éste, en
todos los países, ejerce sobre tales un
intenso control, dado que el interés gene-
ral encuentra su plasmación en dichos
sectores. Sobre este punto, ver ARISIO
ORTIZ, «La empresa pública», en el libro
colectivo El modelo económico en la Cons-
titución española, vol. II, Instituto de Estu-
dios Económicos, Madrid, 1981, pág. 1 12.

(2) Sobre este punto, ver MARTÍN MA-
TEO, Liberalización de la economía. Más Es-
lado v menos Administración, Ed. Trivium,
Madrid, 1988, pág. 3.

(3) 'Sobre esta cuestión pueden consul-
tarse, con carácter general, los trabajos de
L. FAVOREAU, Nationalisations et Constitu-
tion, Ed. Económica, París, 1982. y A. DE-
LION y M. DURLTTY, Les nalionalisations
1982,~Ed. Económica, París, 1982.
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sector público francés tras la nacio-
nalización, que se convirtió en el
objeto de numerosas discusiones por
cuanto su volumen se consideraba
excesivo y escasa la contribución al
desarrollo de la economía nacio-
nal (4). Esta medida, como apunta
D. PENE, obedeció a criterios de efi-
ciencia económica y también, por
supuesto, a argumentos de carácter
ideológico (5).

Este lenómeno privatizador es
general en toda Europa, habiendo
incidido en países como Gran Breta-
ña, Italia o Alemania (6). España no
se ha quedado atrás ante este fenó-
meno y, como constata MARTÍN
MATEO, se ha producido una impor-
tante serie de privatizaciones de
empresas públicas, como Campsa,
Repsol, Seat, entre otras muchas.

Pues bien, a estudiar este incipien-
te e importante proceso privatizador
ha dedicado sus esfuerzos RODRÍ-
GUEZ-ARANA, esfuerzos que han
concluido positivamente en el intere-
sante libro que reseñamos. El objeto
del estudio, que utiliza abundante
literatura anglosajona, es la privati-
zación de la empresa pública, privati-
zación que supone una clara mani-
festación del momento de declive
que el sector público sufre frente al
sector privado y que, como bien
señala el autor (págs. 76-77), tiene su
apoyo en razones financieras, por
cuanto permite la reducción del défi-
cit de las Administraciones públicas;
razones económicas, ya que la priva-

(4) En este sentido se expresa M. Du-
RUPTY, Le privatizzazioni in Francia, «Rivis-
ta Trimestralle Dirilto Pubblico», núm. I,
1988, pág. 49.

(5) D. PENE, La privatisation en France,
«AJDA», núm. 5, 1987, págs. 292 y ss.

(6) Sobre ello me remito a los trabajos
de V. WRICHT, Le privatizzazioni in Gran
Bretagna, «Rivisla Trimestralle Diritto Pub-
blico», núm. 1, 1988, págs. 86-104; S. CAS-
SESE, Le privatizzazioni in Italia, «Rivista
Trimestralle Diritto Pubblico», núm. 1,
1988, págs. 32-43; K. KONIG, Privatisation
en République Fedérale d'Allemagne,
«RISA», núm. 4. 1988, págs. 583-618, y
E. DEL CÁSALE, Le privatizzazioni in Europa,
Ciriec, Milán, 1987.

tización supone una forma de mejo-
rar la eficiencia a todos los niveles de
la empresa, facilitando su adaptación
a la nueva situación económica; y
razones políticas, porque implica el
retorno a un nuevo empuje neolibe-
ral en el que la propiedad y la inicia-
tiva privada juegan un papel de pri-
mer orden.

El trabajo, bastante cuidado, puede
dividirse en dos partes: una general,
donde estudia las líneas maestas del
proceso privatizador, y otra especial,
donde realiza un estudio particular
del proceso privatizador en determi-
nados países: Gran Bretaña —al que
dedica todo el capítulo III— y Fran-
cia, Italia, República Federal Alema-
na y Argentina —capítulo IV—. Esta
última parte, bien trabajada, no
merece ahora nuestra atención por
cuanto resulta más conveniente
centrarnos sobre el planteamiento
general realizado por este autor.
Planteamiento general que, insisti-
mos, resulta ciertamente interesante
tanto por sus reflexiones como por el
aparato bibliográfico —jurídico y
económico— en que se apoya, si bien
discrepamos en alguna de las ideas
que mantiene, y que a continuación
apuntamos.

En primer lugar, porque su plan-
teamiento es realizado desde una
óptica que, si bien aceptamos, no
compartimos. En su opinión, la ini-
ciativa pública en España debe tener
carácter subsidiario, es decir, sólo
tendrá cabida cuando la iniciativa
privada no cumpla satisfactoriamen-
te su función (7); por ello la iniciativa
pública se desarrollará en un contex-
to de excepción. No podemos com-
partir esta premisa por cuanto nues-
tro texto constitucional ha consagra-

(7) Ver sus págs. 45 y ss. En este punto
sigue la tesis de ARIIÜO ORTIZ, para quien el
papel del Estado en la economía es resi-
dual, afirmando que nuestro modelo eco-
nómico es un modelo de economía neoli-
beral. Ver, por todos, su reciente trabajo
«Propiedad, libertad y empresa», en el
libro colectivo La empresa en la Constitu-
ción española, Aranzadi, Pamplona, 1989,
págs. 103-135.
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do, en nuestra opinión, el modelo de
economía social de mercado (8). Ello
implica que los poderes públicos
deberán, obligatoriamente, no sólo
respetar determinadas situaciones
jurídico-privadas, sino, además,
adoptar las estrategias y decisiones
pertinentes para llevar a efecto los
objetivos que se desprenden de la
Constitución (9).

Por tanto, nuestra Constitución
consagra el principio de complemen-
tariedad entre el sector privado y
el sector público, enmarcada tal
complemetariedad por el calificativo
«social», como se desprende del ar-
tículo 1 de nuestra Constitución (10).
Así, pues, las actividades empresaria-
les pueden hoy ser realizadas libre-
mente tanto por agentes económicos
públicos como privados, es decir,
estamos ante un sistema paritario
entre actuación pública y privada, lo

(8) Así es aceptado en la actualidad
por la mayoría de la doctrina. Entre otros
muchos, los siguientes: S. MARTÍN-RETORTI-
LLO. Derecho Administrativo Económico I,
Ed. La Ley, Madrid, 1988, págs. 75 y ss.;
MARTfN MATEO, Derecho Público de la
Economía, Ed. Ceura, Madrid, 1985, pági-
nas 27-36; ENTRENA CUESTA, «El principio
de libertad de empresa», en El modelo eco-
nómico en la Constitución española, ob.
cit., vol. I, pág. 103; S. MUÑOZ MACHADO y
BAÑO LEÓN, «Libertad de empresa y unidad
de mercado», en libro colectivo La empre-
sa en la Constitución, ob. cit., pág. 217, y
FONT y GALÁN, Constitución económica y
derecho de la competencia, Tecnos,
Madrid, 1987, págs. 165 y ss.

(9) Ver, en tal sentido, MARTÍN MATEO,
«Larga marcha hacia la liberalización de
la economía española», en Libro-Homena-
je a Villar Palasí, Cuntas, Madrid, 1989,
pág. 727. Sobre el carácter imperativo res-
pecto a la actuación conformadora del
Estado, ver PAREJO ALFONSO. Estado social
y Administración pública, IEAL. Madrid,
1983, págs. 50 y ss.

(10) Así sucede también en Italia, don-
de su modelo constitucional obliga a la
intervención del Estado a fin de que la
libertad y la igualdad tengan una plasma-
ción efectiva. Ver, en este sentido, B. CAVA-
LLO y G. DI PLINIO, Manuale di diritto
pubblico dell'economia, Ed. Giuffré, Mi-
lán, 1983, págs. 66-67.

que comporta que ambos están
sometidos a los mismos límites,
deberes y responsabilidades estable-
cidos por nuestra Constitución (11).
No existen, por tanto, motivos consti-
tucionales que justifiquen el fenóme-
no privatizador en España como la
regla normal. Es una política econó-
mica válida, pero también lo es la
contraria: la creación de empresas
públicas, bien de carácter industrial
o comercial, bien de gestión de servi-
cios públicos (12). Eso sí, el traspaso
de actividades económicas del sector
público al sector privado incide
directamente sobre el papel que debe
desempeñar el Estado en la vida eco-
nómico-social y, por ello, como bien
señala RODRÍGUEZ-ARANA, también
afecta, evidentemente, a la utilización
de la empresa pública como forma
de intervencionismo estatal.

Por otro lado, el autor considera
que la privatización engloba tres
modalidades distintas: la desnaciona-
lización, la desregulación y la trans-
ferencia de la gestión de servicios
públicos al sector privado. Sin em-
bargo, MARTÍN MATEO distingue en-
tre privatización y desregulación, a
las que considera como conceptos
similares pero no sinónimos, debien-
do entenderse por privatización toda
aquella medida tendente a que los
particulares puedan asumir bienes o
actividades económicas anteriormen-
te de titularidad o gestión públi-
ca (13), considerando que la desregu-

(11) Ver DE GISPERT PASTOR, «La noción
de empresa en la Constitución española»,
en el libro colectivo La empresa en la
Constitución, Ed. Aranzadi, Pamplona,
1989, pág. 42.

(12) Sobre esta caracterización de
empresa publica, admitida por el artícu-
lo 128.2 de nuestra Constitución, ver ALON-
SO UREBA, La sociedad mercantil de capital
como forma de empresa pública local,
Cívitas, Madrid, 1988, págs. 124-131.

(13) Y,- según la intencionalidad o
intensidad de la transferencia, la privatiza-
ción podrá consistir en una desnacionali-
zación, en una suspensión de monopolios,
en una disociación de titularidad y gestión
o en una despublificación fáclica. MAR-
TÍN MATEO, Liberalización de la economía,
ob. cit., págs. 40-47.
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lación alude, por contra, a todas
aquellas medidas liberalizadoras ten-
dentes a dinamizar la vida económi-
ca y que consisten, básicamente, en
la eliminación por parte de la Admi-
nistración de todas las restricciones y
limitaciones que afectaban al libre
desarrollo empresarial. A nuestro jui-
cio, parece más precisa esta distin-
ción, pues la desregulación, en prin-
cipio, no supone una disminución
del sector público, sino simplemente
una disminución en el grado de
reglamentación de determinadas ac-
tividades económicas. La distinción,
por tanto, parece conveniente.

Lo que sí parece cierto, y en pala-
bras del propio RODRÍGUEZ-ARANA
(pág. 70), es que este proceso privati-
zador-desregulador puede entender-
se como una clara respuesta de la
sociedad frente al progresivo avance
del sector público que, en cualquier
momento, podría neutralizar el legíti-
mo ejercicio de los derechos funda-
mentales y las libertades públicas de
todos y cada uno de los miembros de
la colectividad (14).

Por último, compartimos con el
autor que la privatización no es una
panacea ni supone tampoco la desca-
lificación de lo público. Ambas deben
tener su presencia en un sistema eco-
nómico moderno, viniendo la privati-
zación-desregulación a corregir posi-

(14) Es la otra cara de la moneda, ya
que tras la terminación de la Segunda
Guerra Mundial los pueblos consideraron
como políticamente inadmisible la subsis-
tencia del sistema capitalista, procedtén-
dose a la nacionalización masiva de las
actividades económicas. Así se expresa
V. WALINE al afirmar que el fenómeno de
las nacionalizaciones está caracterizado
por «la voluntad de eliminar de una em-
presa la dirección capitalista». «Les natio-
nalisations», Droit Social, 1945, pág. 84.
Por ello, en una época de liberalismo eco-
nómico como la actual, la nacionalización
ha de revestir un carácter marcadamente
excepcional, teniendo por objetivo la sal-
vaguardia del sistema mismo. Ver, en este
sentido, M. S. GIANNI.MI, Sull'azione dei
pubblici poteri nel campo dell'economía,
«Rivista Diritto Commerciale», núm. 1,
1959, pág. 313.

bles excesos del intervencionismo
estatal. Y es que cierto grado de inter-
vencionismo parece necesario a fin
de asegurar la «procura existencial»
de sus ciudadanos (15). Lo que es
evidente es que toda intervención
estatal en el mundo socioeconómico
deberá estar justificada en la inten-
ción de garantizar ese mínimo exis-
tencial a todos sus ciudadanos, en la
satisfacción de determinadas finali-
dades de interés general. Ahora bien,
ese mínimo existencial, en épocas de
liberalismo y retroceso de las técni-
cas de intervención administrativa en
la economía —tales como la declara-
ción de servicio público o la regla-
mentación de la actividad — , deberá
ser garantizado a través de otras téc-
nicas tales como el incremento de
medidas de acción social, tendentes
éstas a la reducción de los supuestos
de marginación social de los ciuda-
danos (16).

José María GI.MENO FELIÚ
Profesor Ayudante

Derecho Administrativo

(15) El concepto «procura existencial»
(daseinvorsoge), acuñado por FORSTHOFF,
ha tenido gran aceptación, por cuanto a
través de dicho concepto se marca la
misión del nuevo Estado Social y Demo-
crático frente a sus ciudadanos. Sobre el
lema, ver el ya clásico trabajo de L. MAR-
TÍN-RETORTILLO, La configuración jurídica
de la Administración pública y el concepto
de 'Daseinvorsoge', en el núm. 38 de esta
REVISTA, 1962, págs. 35 y ss.

(16) Acción social que es definida por
GARCÉS SANAGUSTIN como «servicio público
enmarcado en el Estado Social de Dere-
cho, que trata, junto a otros, de dar res-
puesta a la función constitucional atribui-
da al Estado de erradicación de la necesi-
dad a través de un sistema de prestaciones
tendentes a la eliminación de aquellas
necesidades económico-sociales existen-
tes que afectan a sectores marginados de
la población». La Acción Social: delimita-
ción conceptual y régimen jurídico, Ed. Di-
putación General de Aragón, Zaragoza,
1988, pág. 91.
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SÁNCHEZ MORÓN, Miguel: Subvencio-
nes del Estado y Comunidades Autó-
nomas, Ed. Tecnos, Madrid, 1990.

Abordando una materia espinosa,
de tratamiento nada sencillo, el Pro-
fesor SÁNCHEZ MORÓN ha elaborado
un libro que, sobre las cuestiones de
fondo que vamos a referir, resulta
ante todo ameno y riguroso. Para ello
dispone una perfecta estructura del
estudio, cuyas partes se van suce-
diendo en lógica concatenación, lo
que se complementa con el desarro-
llo sencillo, pero completo, que se da
a cada una de ellas.

Se trata de un análisis de jurispru-
dencia constitucional, tomando en
consideración las Sentencias relati-
vas a la subvención por el Estado de
actividades y servicios de competen-
cia autonómica. De ahí la disposición
en que se nos presenta, dividido en
tres capítulos, conforme al esquema
clásico del pensamiento lógico.

En la primera parte del libro,
rubricada «El problema», el Profesor
SÁNCHEZ MORÓN deja apuntadas las
coordenadas generales en las que se
ha de mover el estudio jurispruden-
cial propiamente dicho, así como las
claves del asunto que serán desvela-
das a la luz de los pronunciamientos
del Tribunal Constitucional.

Se ha constatado ya desde múlti-
ples perspectivas la imposibilidad de
contemplar por separado hoy en día
la actuación económica de los dife-
rentes agentes, públicos y privados,
presentes en el mundo, léase merca-
do, fuertemende diversificado. Se
impone en este contexto la dinámica
de la colaboración, la relación plan-
teada muy a menudo en términos de
interdependencia. Tanto más por lo
que se refiere a los sujetos públicos,
obligados por la común necesidad de
satisfacción del interés general con-
forme a principios jurídico-constitu-
cionales uniformes para todos ellos,
aun cuando en ocasiones puedan
plasmar su actuación en objetivos
concretos de distinta naturaleza. A es-
ta realidad atiende la obra que co-
mentamos, en la perspectiva de un
Estado organizado territorialmente

mediante el reconocimiento de diver-
sas instancias públicas actuantes,
con distintas parcelas de poder,
sobre un mismo sustrato físico y eco-
nómico, con arreglo a un conjunto
de normas que articulan un sistema
objetivo de reparto de cometidos
entre el aparato central o general del
Estado y las entidades subcentrales.

Es por ello, y tratándose de un
fenómeno general en la mayoría de
los esquemas más significativos del
Estado actual, por lo que el autor
comienza refiriéndose, como recor-
datorio, a los sistemas puestos en
práctica en el Derecho comparado
para la regulación de esa técnica
subvencional a cargo del poder cen-
tral en los Estados plurales o com-
puestos. Con mayor o menor ampli-
tud, también por diversas vías —ya
sea por la interpretación jurispru-
dencial de preceptos constitucionales
y legales o por la dicción expresa de
los mismos—, se ha reconocido en
todos los casos que nos expone
(Estados Unidos, Alemania, Suiza,
Austria e Italia, con una breve alu-
sión también a Francia) la posibili-
dad, con frecuencia podría hablarse
de necesidad, de que el Estado reali-
ce en favor de las entidades territo-
riales una serie de transferencias eco-
nómicas, cuyas características cons-
tituyen precisamente el núcleo mate-
rial del problema. La honradez
científica del autor le hace precisar
con exactitud desde el primer
momento el objeto del estudio, que
no es otro que las posibilidades de
existencia y el funcionamiento de
esas dotaciones económicas que, en
el juego Estado-Comunidades Autó-
nomas, aquél puede otorgar a éstas
con una finalidad concreta. Por lo
tanto, no se pretende suscitar debate
doctrinal alguno en el plano concep-
tual (el concepto jurídico estricto de
subvención, sobre lo que remite
directamente a la doctrina más auto-
rizada), sino incidir, mediante la téc-
nica del análisis jurisprudencial, en
los aspectos de la relación subjetiva,
con base jurídica, que liga a las enti-
dades territoriales Comunidades Au-
tónomas con el poder estatal en el
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ejercicio de la actividad de fomento.
En este punto, resalta la constatación
de la concurrencia del problema no
ya sólo en el seno de los Estados
«nacionales», sino también en las
experiencias multinacionales de inte-
gración propias de nuestra época,
como ocurre, singularmente, en la
Comunidad Europea.

En efecto, dicha atribución de fon-
dos a las entidades territoriales infe-
riores lo es en virtud de la voluntad
estatal de que sean atendidas deter-
minadas actividades que, sin embar-
go, pueden entrar dentro de las com-
petencias de, en el caso español, las
Comunidades Autónomas. Es decir,
tales fondos se reciben como afecta-
dos a una concreta utilización, afec-
tación finalista que condiciona su
recepción. La explicación de este
fenómeno, montada sobre la base de
la afectación y del condicionamiento,
parece más expresiva de la realidad
que refleja que la alusión que habi-
tualmente se hace, tan sólo, a trasfe-
rencias, o subvenciones, condiciona-
das. Así, dice el Profesor SÁNCHEZ
MORÓN: «las subvenciones de que
hablamos son no sólo afectadas a un
fin o destino concreto, sino también
condicionadas. No sólo se fija por las
normas que las establecen el objetivo
al que deben dirigirse las ayudas,
sino además determinadas condicio-
nes de obligado cumplimiento por
los destinatarios» (1), lo que plantea
entonces el problema, primero, de
cuál sea el título jurídico que habilita
esa intervención del poder subven-
cional (¿ha recibido una atribución
expresa de competencia para incidir
sobre esos sectores materiales?;
¿deriva aquél de algún poder genéri-
co constitucionalmente otorgado?) y,
segundo, en concreto, cuáles los lími-
tes en los que en cada caso deba
moverse la actividad subvencionado-
ra. Naturalmente, la respuesta a estos
interrogantes se enfoca a la solución
de esos supuestos fronterizos que no
encajan en una competencia material
absoluta, exclusiva y excluyeme, del
Estado o de la Comunidad Autóno-

ma. Es obvio que tanto ésta como
aquél podrán desarrollar, autónoma
y separadamente, una política propia
de promoción mediante subvencio-
nes económicas, en la medida acorde
a sus recursos, de actividades que no
caigan bajo otro título competencial
que los suyos propios. Pero es bien
sabido que la situación así descrita
presenta caracteres de notoria excep-
cionalidad en el sistema español. Por
contra, la imperfecta rúbrica de los
títulos competenciales, en ocasiones
su casi total indefinición, y los casos
de superposición o convergencia,
hacen imprescindible, en un gran
bloque de cuestiones, la concurren-
cia estatal y autonómica.

A partir de la constatación, casi
umversalmente vigente, del esquema
apuntado en esa materia, de gran
interés son, ya con referencia directa
al Derecho español, las páginas dedi-
cadas a poner de relieve una vez más
el ineludible (también deseable, en
cierto momento y medida) protago-
nismo del Tribunal Constitucional en
el esclarecimiento de la evolución
normativa en la construcción del
Estado de las Autonomías (2). En
especial, las apretadas líneas en las
que el Profesor SÁNCHEZ MORÓN se
pronuncia de manera decidida sobre
las técnicas de interpretación utiliza-
das por el Alto Tribunal, lo que le lle-
va, tras polemizar con algunas opi-
niones doctrinales (3), a dejar senta-

(1) Pág. 22.

(2) Págs. 54-68.
(3) En concreto, en una larga nota,

entre las págs. 57 y 59, completada en la
pág. 131, sobre la opinión del Magistrado
Luis LÓPEZ GUERRA a propósito del alcance
de la cláusula de interés general en la defi-
nición del reparto competancial (Conflic-
tos competenciales, interés general y deci-
sión política, «Revista del Centro de Estu-
dios Constitucionales», núm. 1, 1988,
págs. 77-92; sobre este tema, vid. José BER-
MEJO VERA, El interés general como paráme-
tro de la jurisprudencia constitucional,
«Revista Vasca de Administración Públi-
ca», núm. 10, vol. II, págs. 103-136). Tam-
bién (pág. 60) discrepa del parecer del
Profesor Caries VIVER i PI-SUNYER en torno
a los supuestos dogmas de coherencia y
de completud de los listados competencia-
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da la conveniencia de manejar la téc-
nica interpretativa de concretización
o enfoque problemático de los asun-
tos de que conozca el Tribunal, coho-
nestada finalmente con el entendi-
miento sistemático de las normas de
distribución competencial, esto es, su
significado en consonancia con los
principios constitucionales ordena-
dores del sistema autonómico. Tal
proceder, entiende el autor al princi-
pio, alejará a la jurisdicción constitu-
cional de los peligros planteados por
otras técnicas, como el casuismo
estéril y la jurisprudencia de intere-
ses, que no podrían satisfacer sin
problemas la demanda que se hace al
Constitucional de resolver los litigios
conforme a criterios, por supuesto
jurídicos, que consideren racional-
mente en su conjunto el sistema de
las autonomías. A la hora de valorar
hasta qué punto se han seguido las
paulas propugnadas, lo hace con
satisfacción, pues entiende que «el
Tribunal ha realizado una función
creativa de Derecho paso a paso has-
ta perfilar con detalle una doctrina
objetiva, de general aplicación a
supuestos que guardan entre sí una
cierta semejanza temática (...) sin
renuncia a la labor de construcción
jurídica propia de la jurisprudencia,
que ha de traducir el conjunto nor-
mativo en ordenamiento o sistema
jurídico» (4).

Como último paso previo al estu-
dio jurisprudencial propiamente di-
cho, se acomete el repaso de los prin-
cipios materiales y estructurales del
Estado autonómico español. Repaso
que, aunque breve, llega algo más
allá por el valor de algunas de sus
consideraciones, que interesa cuan-
do menos mencionar.

les establecidos en el bloque de la consti-
tucionalidad de los que partiría la inter-
pretación operada por el Tribunal Consti-
tucional — Materias compelenciales y Tri-
bunal Constitucional (la delimitación de
los ámbitos materiales de las competencias
en la jurisprudencia constitucional), Ariel
Derecho, Barcelona, 1989 — ; según SÁN-
CHEZ MORÓV, lales dogmas no responden a
ninguna realidad normativa.

(4) Págs. 193 y 195.

Partiendo de la necesaria contem-
plación global de los principios cons-
titucionales de unidad, autonomía y
solidaridad, requerida por el propio
Tribunal, se extraen algunos criterios
que deberán regir, limitando sus
posibles contornos, la interpretación
normativa que en cada caso se alcan-
ce. Así, el criterio de no vaciamiento
competencial: «Allí donde existen
competencias de las Comunidades
Autónomas (...) la intervención esta-
tal no puede condicionar la actividad
de aquéllas hasta tal punto que elimi-
ne la posibilidad de optar por alter-
nativas políticas diferentes, (...) o,
cuando menos, de adoptar medidas
complementarias a las que imponen
las autoridades estatales en ejercicio
de sus competencias» (5). En segun-
do lugar, el principio, no escrito, de
unidad económica (6), como soporte
de la atribución al Estado de la res-
ponsabilidad en la adopción de las
decisiones económicas fundamenta-
les, «que no es incompatible con
intervenciones sectoriales o comple-
mentarias de una pluralidad de pode-
res autónomos (las cuales, a su vez,
son susceptibles de englobarse en
una orientación político-económica
propia de cada entidad diferencia-
da)» (7). En tercer lugar, el principio
de solidaridad, ya sea identificado o
no con la obligación, implícita, de
lealtad constitucional que incumbe
tanto al Estado como a las Comuni-
dades Autónomas.

Destaca también la incidencia de
otros principios, como el de igualdad
(fundamentalmente sólo en cuanto
«cláusula general delimitadora del
alcance de las competencias au-

(5) Pág. 7 1 .
(6) Vid. Fernando SAINZ MORENO, «El

principio de unidad del orden económico
y su aplicación por la jurisprudencia cons-
titucional», en S. MARTIN-RETORTILLO BA-
QUER (coord.), Pasado, presente v futuro
de las Comunidades Autónomas, Instituto
de Estudios Económicos. Madrid, 1989,
págs. 231-389, con un completo análisis
de las Sentencias del Tribunal Constitu-
cional sobre competencias económicas
dictadas entre los años 1982 y 1988.

(7) Pág. 72.
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tonómicas en una pluralidad de
materias», más que como principio
sustantivo de carácter positivo, como
podría ser el llamado «principio de
uniformidad de las condiciones de
vida») (8), así como los principios de
cooperación y coordinación y, final-
mente, los principios de descentrali-
zación y eficacia administrativas.
Con respecto a estos últimos, es rese-
ñable la revalorización desde el pun-
to de vista teórico que propugna el
autor del principio de descentraliza-
ción administrativa, manifestando
atinadamente la gran importancia
que suele tener, a efectos prácticos,
en el grueso de las querellas compe-
tenciales, que muy a menudo se
concretan en la disputa de meras
competencias ejecutivas o de gestión.
Del principio de eficacia, por su par-
te, derivan imposiciones sobre las
que no ha sido habitual reparar y
que, sin embargo, han condicionado
desde el primer momento el éxito, la
consolidación y la misma aceptación
de las Comunidades Autónomas. En
este sentido, alude al «criterio de no
solapamiento o no duplicidad de las
administraciones públicas» y al fenó-
meno, muy expresivo en materia
subvencional, de que «la exclusividad
de las competencias autonómicas
sobre una materia no puede impedir
el despliegue de actuaciones estatales
tendentes a satisfacer el mismo inte-
rés público si éste no puede quedar
cubierto por la suma de las activida-
des autonómicas y requiere, en parte,
acciones generales imposibles de
regionalizar» (9).

(8) Posición mantenida por BASO
LEÓN, Las Autonomías Territoriales y el
principio de uniformidad de las condicio-
nes de vida, INAP, Madrid, 1988; conlesta-
da por PEMÁ.N GAV(N, Acerca de la uniformi-
dad de las condiciones de vida como princi-
pio constitucional en el Estado de las Auto-
nomías, núm. 119 de esta REVISTA, pági-
nas 173-198, con base en la experiencia de
la República Federal Alemana, ordena-
miento del que traería causa el citado
principio, y, fundamentalmente, en la ine-
xistencia de apoyo constitucional, e inclu-
so su innecesariedad, en el sistema es-
pañol.

(9) Págs. 82 y 83.

La segunda parte del libro —«Las
Sentencias»— constituye el análisis
en detalle de hasta dieciocho Senten-
cias del Tribunal Constitucional que,
entre 1982 y 1989 y con relación a los
más diversos sectores (agricultura y
ganadería, industrias en reconver-
sión, turismo, viviendas de protec-
ción oficial, prensa...), se han referi-
do a los problemas competenciales
en materia de subvenciones, general-
mente por el Estado, de actividades
económicas, generalmente incluidas
en el ámbito de las competencias
autonómicas. Con posterioridad a la
edición del libro ha recaído alguna
otra Sentencia sobre esos asuntos,
que, sin embargo, ha sido meramente
reiterativa (10).

Se sigue en todos los casos un
esquema similar, ofreciendo infor-
mación sobre el desarrollo del proce-
so constitucional del que se trata,
para sintetizar acto seguido la esen-
cia de la doctrina jurisprudencial que
contienen. Es un conjunto jurispru-
dencial denso, minucioso, cuyos
pronunciamientos, con extraordina-
ria frecuencia, se hallan ligados a
problemas más generales del sistema
autonómico. Entre otros, significati-
vamente, la teoría o el concepto de
las bases normativas de competencia
estatal, cuya solución tiene, cómo no,
reflejo en asuntos más concretos,
cual es éste del alcance de la técnica
promocional, del fomento de activi-
dades y sectores económicos por par-
te del Estado a través de subvencio-
nes. En particular, la competencia
estatal para la fijación de las bases y
para la coordinación de la planifica-

do) Así, la STC 191/1990, de 29 de
noviembre, en materia de subvenciones a
empresas periodísticas y agencias infor-
mativas, con reiteración de la doctrina
establecida en las SSTC 64, 189 y 190/
1989, vinculada especialmente a la com-
petencia estatal que deriva del artículo
149.1.1.» CE, y la STC 199/1989, de 30 de
noviembre, que se remite frecuentemente
a la STC 29/1986, ya que ésla es relativa a
la Ley de Reconversión y Reindustrializa-
ción y aquélla enjuicia en concreto el pro-
grama de reconversión de una empresa
(Astano).
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ción general de la actividad económi-
ca (ari. 149.1.13.a CE), en relación
con las competencias autonómicas
de fomento del desarrollo económico
(dentro de los objetivos marcados
por la política económica nacional:
art. 148.1.13.a CE) y todas aquellas
que los Estatutos de Autonomía obli-
gan a ejercitar «de acuerdo con la
ordenación general de la economía»
o fórmulas parecidas.

El análisis de la jurisprudencia
revela cumplidamente el camino que
se ha recorrido para el alumbramien-
to de una doctrina constitucional
sobre la materia, que hoy puede con-
siderarse consolidada. Ha sido una
evolución que ha presentado altiba-
jos, idas y venidas y alguna que otra
incoherencia (11), identificándose
los tres jalones fundamentales en las
SSTC 95/1986, 152/1988 y 188/1989,
auténticos puntos de inflexión en el
discurrir lógico del Tribunal que le
han llevado a definir los trazos de un
diseño, parece, ya acabado.

Son estos trazos, que el Profesor
SÁNCHEZ MORÓN ha ido resaltando en
cada una de las Sentencias que estu-
dia en el cuerpo central del libro, los
que nos resume en la tercera parte —
«Conclusiones»— del mismo, ponien-
do al descubierto en su articulación
completa el sistema de reparto de
competencias en esas actividades.
Recojamos en esquema, para termi-
nar, el esqueleto argumenta! al que
responde:

• Tanto el Estado como las Comu-
nidades Autónomas pueden subven-
cionar sin ningún problema activi-
dades que se amparen en títulos
competenciales no concurrentes.

• La subvención no constituye un
fin en sí mismo, sino un instrumento
puesto al servicio de las políticas
llevadas a cabo en el ejercicio de las
competencias propias. No es, por
tanto, título competencial válido, ni
atributivo, ni delimitador de las com-
petencias ya distribuidas entre el
Estado v las Comunidades Autóno-

mas por el bloque de la constilucio-
nalidad. A diferencia de lo que ocurre
con otros ordenamientos (12), el
poder de gasto del Estado no le
confiere disponibilidad alguna sobre
competencias que le son ajenas.

• Así, cuando el Estado quiera des-
tinar fondos para ser utilizados en
materias que caen bajo la competen-
cia autonómica, no podrá hacerlo de
forma que incida sobre ésta, es decir,
dichas transferencias deberán ser
incondicionadas, sin predeterminar
el ejercicio por la Comunidad Autó-
noma de su autonomía de gasto en
ejecución de sus propias políticas.

• Con todo, el Estado dispone de
una amplia cobertura constitucional
para el otorgamiento de subvencio-
nes finalistas condicionadas, en par-
ticular para el fomento de determina-
das actividades económicas, por vir-
tud de la competencia para la regula-
ción de las bases y para la coordina-
ción de la planificación general de la
actividad económica (art. 149.1.13.a
de la CE).

• Lo anterior conduce a la posibili-
dad de identificar un sistema-tipo que
deberá regir esa actividad promocio-
nal, con arreglo a los siguientes
pasos:

— Regulación por el Estado de las
condiciones y elementos esenciales
de la subvención, en el marco de un
programa o plan general de ayudas
estatales, completado y complemen-
tado por cada Comunidad Autóno-
ma; en este punto, propone el Profe-
sor SÁNCHEZ MORÓN una razonable
corrección al procedimiento que se
sigue en esta materia, mediante la
participación de las Comunidades
Autónomas, entendemos que cuando

(11) Vid., en este sentido, el comenta-
rio a la STC 146/1986, págs. 121-133.

(12) Para precisiones conceptuales c
incluso históricas de interés sobre el spen-
ding pówer en el Derecho norleamericano,
vid. Lluis PEGÚELAS I REIXACH, Poder finan-
ciero y federalismo en los Estados Unidos,
Instituto de Estudios Fiscales, Col. Mono-
grafías núm. 72. Madrid. 1989, principal-
mente págs. 89 y ss., donde se destaca el
pape) creciente que ha tenido dicha cláu-
sula en la perturbación del sistema de dis-
tribución competencial.
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menos con derecho a ser oídas, en la
elaboración de los planes estatales.

— Reparto de los fondos subven-
ciónales entre las Comunidades
Autónomas, bien mediante convenio
con ellas o bien aplicando criterios
objetivos, y controlables, de distribu-
ción.

— Gestión de las subvenciones por
las Comunidades Autónomas que
ostenten competencias de ejecución
en la materia de que se trate,
comprendiendo todas las fases de la
misma (recepción, tramitación y
resolución de las solicitudes, pago de
la subvención, control del cumpli-
miento y sanción de las infraccio-
nes), salvo que concurra alguno de
los supuestos que el Tribunal Consti-
tucional ha apreciado determinan la
necesidad de una gestión centraliza-
da (13). Tal necesidad sólo será
controlable, en última instancia, por
el propio Tribunal, ya que en princi-
pio no parece posible fijar indubita-
damente el alcance de cada uno de
esos supuestos.

— Por último, es posible que las
normas estatales reguladoras de las
subvenciones establezcan la obligato-
riedad de que la Administración
autonómica informe a la estatal
sobre el desarrollo de todo el proce-
so, como elemento de indispensable
conocimiento que incluso puede ser
tenido en cuenta a la hora de poner
en marcha, y repartir, futuros progra-
mas de fomento.

En definitiva, el libro del Profesor
SÁNCHEZ MORÓN realiza una muy

(13) Recordados, por ejemplo, en la
STC 188/1989, de 16 de noviembre (Fun-
damento Jurídico Séptimo): «... una ges-
tión centralizada sólo es constitucional-
mente admisible, por excepción, cuando
resulte imprescindible para asegurar la
plena efectividad de las medidas de
fomento, garantizar la posibilidad de
obtención y disfrute de las mismas por sus
destinatarios potenciales en todo el terri-
torio nacional y evitar que se sobrepase la
cuantía global de los fondos destinados al
efecto, o cuando así se considere exigible
para regular las condiciones básicas que
garanticen la igualdad de la que trata el
artículo 149.1.1." de la Constitución...».

meritoria labor, no sólo de exégesis,
al poner de manifiesto y ordenar con-
venientemente, con base en la juris-
prudencia constitucional, los meca-
nismos de articulación Estado-
Comunidades Autónomas en la utili-
zación del instrumento promocional
de las subvenciones que tan a menu-
do ha de ser puesto en juego por
ambos sujetos.

Vitelio M. TENA PIAZUELO

SERRANO TRIANA, Adolfo: Sentido y
actualidad del Derecho Administra-
tivo, Ed. Eudema, Madrid, 1989.

En esta obra, Adolfo SERRANO vuel-
ve a abordar temas ya tratados por él
en su libro La utilidad de la noción de
servicio público y la crisis del Estado
Bienestar, Madrid, 1983, si bien aho-
ra son enfrentados desde una pers-
pectiva más amplia y global.

Tras un Capítulo 1.°, de marcado
carácter introductorio, en el que
subraya la nota de contrariedad, de
conflicto, como base existencial del
Derecho, en los once capítulos
siguientes en que se estructura la
obra, el autor recorre la secuencia
histórica de los tres principales títu-
los generales de potestad intervento-
ra de la Administración Pública, a
saber: la policía, el fomento y el ser-
vicio público, gravitando toda la obra
sobre esta última categoría.

Al título de policía le dedica el
autor el Capítulo 2.°, en el cual expli-
ca cómo la conveniencia del Imperio
o la paz, entendida como quietud
externa colectiva actuaron como jus-
tificaciones expansivas de las inter-
venciones monárquicas, y define el
título de policía por su función pro-
tectora, conservativa.

Los Capítulos 3.°, 4.° y 5.° son dedi-
cados al título de fomento, y en ellos
pone de manifiesto cómo el Derecho
de las Cámaras regias comienza a
resaltar la función de la procura, de
la felicidad en la vida de los subditos
como alternativa global de interven-
ción real a la justificación absoluta y
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soberana, de tal modo que la prospe-
ridad es la clave de la generación del
título de fomento. Al tratar la política
desamortizadora subraya, asimismo
—como ya antes había puesto de
relieve VILLAR EZCURRA en su obra El
Servicio Público y Técnicas de Cone-
xión, pág. 29—, cómo el servicio
público emergió como excepción
ante las desamortizaciones. Es inte-
resante, también, cómo al comentar
la política de fomento desarrollada a
partir de la creación del Ministerio
de igual denominación, apunta la
identidad de términos lingüísticos y
de intención global entre el parágra-
fo 65 de las Instrucciones a los Sub-
delegados de Fomento de 1833 y el
artículo 9.2 de la Constitución espa-
ñola — si bien, como es sabido, el
antecedente de este precepto no es
otro que el art. 3 de la Constitución
italiana—.

A partir del Capítulo 6.°, la obra se
centra en la institución del servicio
público, la cual permite una visión de
los poderes públicos como un con-
junto de órganos que no sólo favore-
cen o prestan beneficios a las colecti-
vidades, sino que en sí mismos tam-
bién son servicios. Y en esta línea
señala —como ya lo hizo en su obra
anteriormente mencionada— la vin-
culación o conexión de servicios y
presupuestos públicos en la Constitu-
ción doceañista, y recorre seguida-
mente la vinculación del servicio con
los bienes, las obras públicas y la
competencia jurisdiccional.

Ofrece después el autor una apre-
tada síntesis sobre la doctrina del
servicio público en Francia, sobre los
modelos de Estado de Bienestar
anglosajones, las aportaciones ger-
manas — con las referencias obliga-
das a FORSTHOFF—, y la consagra-
ción de esta tendencia intervencio-
nista en la normativa supranacional y
en el constitucionalismo vigente, afir-
mando al respecto que no puede
hablarse de una Constitución econó-
mica, sino de una sola Constitución
jurídica, que admite diversas mate-
rias regulativas, una de las cuales
sería la actividad económica.

No obstante, las principales aporta-

ciones de la obra se condensan en
sus dos últimos capítulos, en los cua-
les el autor sigue con fidelidad el
método jurídico. En el primero de
ellos aborda una teorización del prin-
cipio de solidaridad, que tanto ha
preocupado a nuestra doctrina —así,
los trabajos de A. PÉREZ MORENO
sobre organización territorial del
Estado, o de P. ESCRIBANO COLLADO
sobre la propiedad privada urbana—,
y de la seguridad jurídica como prin-
cipio compensador, como impulso
contrario al principio de solidaridad,
entendido aquél como protección
frente al poder público de la situa-
ción favorable obtenida.

Por último, en el Capítulo 12.°, al
tratar el tema de la clasificación de la
actividad de la Administración, el
autor se separa expresamente de la
concepción amplísima que identifica
servicio público con actividad admi-
nistrativa en general, por necesidad
de utilidad jurídica, de operatividad,
y encuadra al servicio público como
una modalidad de intervención admi-
nistrativa de carácter prestacional,
no limitativa, que no presentaría dife-
rencias profundas con el fomento,
sino únicamente de grado. Respecto
a los elementos esenciales y contin-
gentes a la noción de servicio públi-
co, afirma que lo verdaderamente
imprescindible, amén de la presencia
de la Administración, es la utilidad de
la actividad, y rechaza categórica-
mente que el servicio exija de modo
necesario su ejercicio en régimen de
monopolio. Pero, sobre todo, el autor
formula una crítica a la supuesta cri-
sis doctrinal del servicio público: ni
la fuerza dinámica de la institución
se ha extinguido, ni las dificultades
derivadas de su abstracción concep-
tual han hecho desaparecer de las
leyes la continua invocación a los
servicios públicos.

La obra comentada constituye, en
fin, un notable esfuerzo de síntesis al
objeto, declarado por el autor, de
entresacar los hilos conductores de
la explicación erudita del Derecho
Administrativo.

Severiano FERNÁNDEZ RAMOS
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SORIANO, José Eugenio: Comunidades
Autónomas y Comunidad Europea,
Ed. Tecnos, Madrid, 1990, 245 pá-
ginas.

1. La idea de Europa o, mejor
dicho, la realidad europea empieza a
estar presente de forma continuada y
amplia en la vida social, económica y
política de nuestro país. Cualquier
mañana, al abrir los periódicos, cabe
contemplar con mayor frecuencia la
absoluta e inequívoca presencia de la
realidad de las Comunidades Euro-
peas en cualquier orden. Así, se da
noticia de la actuación de los órga-
nos comunitarios (Consejo, Comi-
sión, Parlamento), de la posición de
las autoridades de España sobre dife-
rentes cuestiones de la Unión Econó-
mica y Monetaria y de la Unión Polí-
tica, o de la afectación de grandes
áreas de la economía, el trabajo o la
ciencia por las decisiones comunita-
rias, a veces de conflictos que ocupan
gran número de páginas. Ahora todo
se mueve, por así decirlo, en las coor-
denadas de la CEE. Incluso la guerra
del Golfo Pérsico tuvo una singular
virulencia en la CEE, de la que
continua y profusamente se dio
información a través de la prensa
escrita, la radio y la televisión. Qué
decir, asimismo, del fenómeno de
profunda transformación acaecida
en el Este europeo, donde hoy nos
llegan noticias candentes sobre Yu-
goslavia y la posición de la CEE en
relación con su pretendida división
en diversos Estados.

Por otra parte, si se mira al inte-
rior, nos encontramos con un perío-
do que ha permitido el asentamiento
de una nueva organización territorial
del Estado en Comunidades Autóno-
mas. Dentro de este plano de norma-
lización puede servir de indicador la
reciente celebración de nuevas elec-
ciones en diferentes Comunidades
Autónomas el pasado 26 de mayo.
También respecto de éstas, los
medios de comunicación social, esta-
tales y regionales, dan cuenta de su
creciente actividad respecto de las
Instituciones de la CEE.

En cambio, de lo que sabemos

poco es de las relaciones entre el
Estado y las Comunidades Autóno-
mas de cara a mantener una postura
común y en plano de cooperación
ante Bruselas, por mucho que asista-
mos a un auténtico bombardeo con
los dos años venideros, 1992 y 1993.
¿Qué va a pasar en Europa en 1993?
Algo, por no decir bastante, se nos
informa diariamente de las reunio-
nes comunitarias y de la posición del
Gobierno español. Poco, por no decir
nada, sobre la posición conjunta —y
los necesarios preparativos— que el
Estado y las Comunidades Autóno-
mas debieran ya haber acometido.

2. El libro de J. E. SORIANO viene a
ser un potente faro en este momento
de mar revuelta, puesto que penetra
de lleno en la zona brumosa de un
espinoso problema no resuelto aún
completamente a nivel político: Co-
munidades Autónomas y Comunida-
des Europeas.

El libro pretende —y lo consigue—
dar una visión global desde el plano
jurídico del papel que corresponde
jugar a las Comunidades Autónomas
en el aún nuevo (desde 1986) y cada
día más amplio panorama europeo.
El enfoque no puede ser más acerta-
do y, en ocasiones, excede justifica-
damente de dar perfecta explicación
del fenómeno jurídico de la integra-
ción europea y, sobre todo, de los
instrumentos de esa integración. Por
cierto, no olvida que España no es el
único Estado descentralizado de
Europa. Para algo —para mucho-
deben servirnos las experiencias de
Estados descentralizados (regional y
federal) que, además, llevan mayor
tiempo que nosostros inmersos en la
andadura —inacabada— de construir
Europa.

Como señala el profesor LEGUINA,
en el Prólogo, «la posición de las
regiones y el papel que han de de-
sempeñar en la elaboración y ejecu-
ción de las resoluciones comunita-
rias es una de esas cuestiones impor-
tantes que aguardan una solución
satisfactoria».

De ahí que esta obra vaya dirigida a
dar cumplida satisfacción a esta
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necesidad, apuntando vías y apunta-
lando caminos que, aun siendo a
veces discutibles, ofrecen una perfec-
ta arquitectura jurídica, fruto de un
trabajo óptimo nada desdeñable.

3. El libro, compuesto de diez
epígrafes, se reagrupa en tres partes
que van de lo general a lo particular.
Así, en la primera parte («El poder
exterior y la cláusula de integración
en el sistema constitucional y en el
Derecho comparado») se ofrece un
riguroso análisis de ía Constitución
española de 1978 y de las experien-
cias italiana y alemana. En la segun-
da parte («Derecho comunitario, rela-
ciones internacionales y descentrali-
zación: un reto para la historia»), el
autor examina las fuentes del Dere-
cho comunitario y se interroga sobre
la existencia de un poder exterior
autonómico. Finalmente, entra de
lleno en el objeto principal del libro
(parte tercera, «Comunidades Autó-
nomas y Comunidad Europea»), don-
de expone ideas sugerentes en el pla-
no de la coordinación entre el Estado
y las Comunidades Autónomas y
profundiza en el significado de la
garantía del cumplimiento de las
obligaciones internacionales que la
Constitución atribuye al Estado.

Tal vez, pudieran hacerse algunas
observaciones a la distribución de los
epígrafes del libro, de modo que el
epígrafe 5 («Las relaciones interna-
cionales como objeto de competen-
cia») debiera formar parte del epígra-
fe 1 («El poder exterior en el sistema
constitucional»), puesto que los Esta-
tutos de Autonomía se interpretan
conforme a la Constitución y son
parte del bloque de la constituciona-
lidad; y, asimismo, al asunto compe-
tencial va unida la existencia de un
cierto y relati%'o poder exterior auto-
nómico, por lo que el epígrafe 7 tam-
bién debiera incardinarse dentro del
citado epígrafe 1, para después expo-
ner frente al modelo español los
otros dos modelos de Estado, respec-
to de los que no debe olvidarse que el
nuestro se halla a mitad de camino
entre ambos.

4. La parte primera encierra unas
primeras páginas de análisis general
sobre el poder exterior de la Consti-
tución (págs. 19-29) que constituyen,
a mi juicio, la esencia del libro, pues-
to que abren las ideas generales que
luego obtienen desarrollo posterior.

Y estas ideas generales no pueden
ser, en principio, más acertadas: a) di-
ferenciación entre el orden jurídico
español y el comunitario; b) constata-
ción de lo poco que se ha hecho en
las esferas oficiales; c) la solución no
está en el Tribunal Constitucional,
sino en acuerdos; d) no existe diálogo
fluido y ágil entre el Estado y las
Comunidades Autónomas; e) existen-
cia de una concepción del poder
exterior rígida y monolítica; y f) nece-
sidad de impulsar técnicas de coope-
ración interterritorial.

Después se efectúa el análisis cons-
titucional centrando la cuestión en el
artículo 93 CE que recoge la cláusula
de integración «que constituye el epi-
centro de todo el seísmo provocado
por la adhesión a las instituciones
comunitarias» (pág. 35). SORIANO
sostiene, con rotundidad, que el
Derecho comunitario no es «paráme-
tro de la constitucionalidad» (pági-
na 39) y que el Tribunal Constitucio-
nal no soluciona los conflictos relati-
vos al Derecho europeo. Por cierto
que esta tesis ha tenido inmediata
acogida en la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional: primero en la
STC 29/1991, de 14 de febrero, don-
de se dijo que «no significa que por
mor del artículo 93 se haya dotado a
las normas del Derecho comunitario
europeo de rango y fuerza constitu-
cionales» (FJ 4.°), y después en la
STC 64/1991, de 22 de marzo, donde,
tras reiterarse la anterior doctrina, se
insistió en que «no corresponde al
Tribunal Constitucional controlar la
adecuación de la actividad de los
poderes públicos nacionales al Dere-
cho comunitario europeo» (FJ 4.a).

De ahí que advierta que «el artícu-
lo 93 CE funciona mirando al exte-
rior» (pág. 41), puesto que «la cláusu-
la de integración opera como apertu-
ra del sistema interno hacia otro sis-
tema jurídico más complejo en el que
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se produce una afectación del Estado
en su conjunto» (pág. 39). Y del ar-
tículo 93 derivan los poderes necesa-
rios para asegurar el cumplimiento
del Derecho comunitario, que se
concretan en mecanismos para hacer
frente al incumplimiento. En definiti-
va, se plantea la apertura de un nue-
vo título de atribución de competen-
cias en favor del Estado, que es obje-
to de amplio desarrollo en la parte
tercera.

5. La parte primera engloba, asi-
mismo, un excelente examen de la
cuestión en dos Estados descentrali-
zados europeos como son Italia (sis-
tema regional) y Alemania (sistema
federal).

Ambos ejemplos sirven tanto para
saber lo que no se debe hacer como
para mostrarnos vías a seguir.

Evidentemente que «no hay fórmu-
las mágicas en la ciencia jurídica»
(pág. 97), pero entiendo que el ejem-
plo alemán es fácilmente aceptable
en España, máxime cuando cada día
con más fuerza se plantea por los
líderes políticos de cualquier signo la
necesaria —y cada vez más ineludi-
ble— reforma del Senado en pro de
su constitución como auténtica Cá-
mara territorial.

Por otra parte, es de destacar que
se ofrece un análisis de la situación
en Italia y Alemania con un pre%'io
planteamiento general del sistema
regional y federal y de los preceptos
constitucionales relativos a las rela-
ciones internacionales.

6. En la parte segunda se tratan, a
mi juicio, diversas cuestiones que,
sin embargo, difícilmente soportan
tal encuadramiento conjunto.

En primer lugar, el autor realiza un
estudio de las fuentes del Derecho
comunitario, centrado en la diferen-
cia entre Reglamentos y Directivas.
Como no podía ser menos, el análisis
abunda casi en exclusiva sobre las
Directivas. Respecto de éstas, el pro-
fesor SORIANO mantiene una posi-
ción, a mi juicio, excesivamente
anclada en el texto literal del artícu-
lo 189 del Tratado CEE v crítica con

la nueva jurisprudencia del Tribunal
de Justicia de las Comunidades Eu-
ropeas. Para SORIANO, «una interpre-
tación literal, lógica y sistemática del
Tratado no deja jugar a dudas de que
la distinción entre Reglamentos y
Directivas sigue siendo esencial, y
que, si bien el Tribunal está permi-
tiendo ciertos excesos, no conviene
elevar la excepción a regla general ni
admitir que la patología se convierta
en realidad cotidiana (pág. 111). Para
remachar inmediatamente: «Pero de
ahí a desnaturalizar las fuentes co-
munitarias, desdibujando la distin-
ción entre Reglamentos y Directivas,
hay un paso no autorizado y que, jus-
tamente, en bien del Derecho co-
munitario, no hay que dar» (pági-
na 112).

En base a esa diferencia entre
Reglamentos y Directivas, y en la
necesaria recepción de éstas en el
derecho interno tras su notificación
(no publicación) a los Estados, seña-
la que debe existir «un primer mo-
mento de naturaleza exquisitamen-
te estatal, de recepción de la noti-
ficación» (págs. 115-116), competen-
cia estatal que deriva del artículo 93
CE. Insiste en su argumentación
sobre la base de que las Directivas no
tienen por sí mismas un efecto hori-
zontal entre particulares, aunque
pueda reconocérseles un efecto verti-
cal frente a las Administraciones Pú-
blicas. Este efecto vertical directo se
limita a los casos de incumplimiento
de la Directiva por el Estado, siempre
que ésta sea clara e imponga un
mandato o prohibición que no preci-
se de ulterior desarrollo normativo,
como concluye tras un examen de la
sentencia del Tribunal de Justicia
comunitario en el asunto «Fratelli
Costanzo».

Esta distinción la plasma en la par-
te tercera (págs. 235-244) al exponer,
dentro del cumplimiento de las obli-
gaciones comunitarias, la ejecución
interna de los Reglamentos y Directi-
vas comunitarios. Así, mientras los
Reglamentos (normas self-executing)
se ejecutarán conforme al sistema de
reparto interno de competencias, en
las Directivas corresponde su incor-
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poración al Estado, que es a quien
compete fijar la fecha de exigibilidad
de cada Directiva.

6. Breves páginas se dedican al
examen de las referencias contenidas
en los Estatutos de Autonomía a las
relaciones internacionales y a la exis-
tencia de un cierto poder exterior por
parte de las Comunidades Autóno-
mas.

Respecto a la primera cuestión,
advierte, con carácter previo, la nece-
sidad de reconducir el artículo
149.1.3.a a sus justos términos. Des-
pués expone el contenido estatutario
relativo al derecho de petición (no de
iniciativa) y al derecho de informa-
ción de los Tratados Internacionales
en favor de las Comunidades Autóno-
mas.

En cuanto al segundo asunto,
según SORIANO, «cabe hablar, siquiera
limitadamente, de un genuino poder
autonómico con proyección exterior»
(pág. 175). Este poder se concreta en
las denominadas actividades de mero
relieve internacional, caracterizadas
por su carácter promocional, su
naturaleza fundamentalmente no
normativa y su carácter unilateral, y
en la cooperación transfronteriza.

7. Dentro de la parte segunda,
merece dar realce al amplio (pági-
nas 142-174) y excelente análisis que
se efectúa de la jurisprudencia del
Tribunal Constitucional sobre las re-
laciones exteriores. En primer lugar,
en la nota 2, se recoge de forma
exhaustiva esta jurisprudencia de
forma cronológica desde 1980 hasta
1988, tanto en Sentencias como en
Autos.

En segundo lugar, el texto pasa a
exponer brevemente el contenido de
cada Sentencia en los Fundamentos
Jurídicos, referentes a la actividad
exterior, acompañándose de un breve
comentario. La relación se Senten-
cias se inicia en la STC 1/1982, de 28
de enero (n.° 1), y concluye en la STC
54/1990, de 28 de marzo (n.° 14).

Especial análisis, no exento de
crítica, reciben las STC 252/1988,
137/1989 y 153/1990. El eje crítico

común se encuentra en la excesiva
rotundidad del Tribunal Constitucio-
nal, al no tener en cuenta las particu-
laridades de los casos concretos exa-
minados. Tal vez, como señala SORIA-
NO, se trate ésta de una posición ini-
cial «monolítica» que dará paso en el
futuro a «posiciones más matizadas y
flexibles» (pág. 174).

8. La parte tercera ^encierra el
examen del núcleo y esencia de la
cuestión examinada. ¿Cuál es el
papel que corresponde a las Comuni-
dades Autónomas ante el Derecho y
las Instituciones comunitarias? Se
trata de examinar las denominadas
fases ascendente (formación de la
voluntad del Estado ante las Institu-
ciones europeas) y descendente (eje-
cución del Derecho comunitario).

SORIANO califica la actual situación
de caótica y postula la creación de
mecanismos adecuados para la parti-
cipación de las Comunidades Autó-

9. Para la fase ascendente se defi-
ne un sistema de cooperación. Llama
poderosamente la atención que, sin
embargo, el profesor SORIANO hable
inmediatamente a continuaión no ya
de cooperación, sino de coordina-
ción. Sin embargo, la cooperación no
debe olvidar que «la posición del
Estado ni es ni puede ser semejante a
la de las diecisiete Comunidades
Autónomas; aún más, ni siquiera es
un mero primus Ínter pares, sino que
su posición se construye a partir de
una posición privilegiada, como in-
terlocutor permanente y constante
en la Comunidad Económica Euro-
pea, de la cual es, además, miembro
activo» (pág. 200). :

En el plano institucional, se postu-
la la creación de una Conferencia
Permanente de Comunidades Autó-
nomas en términos de igualdad entre
todas ellas. (Dicho sea de paso, esti-
mo que sobran las amplias conside-
raciones dedicadas a la igualdad de
las Comunidades Autónomas, que
encierran análisis difícilmente cali-
ficables de estrictamente jurídicos
—donde podría existir acuerdo— de
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una realidad política y jurídica tan
divergente en todos los planos.) La
Conferencia citada «constituirá un
factor de orden nada desdeñable y
que podría servir de regla y cartabón
para diseñar el sistema autonómico
de los años noventa, partiendo natu-
ralmente de lo que ya se ha consegui-
do en esta década que acaba de con-
cluir» (pág. 194). Otro paso impor-
tante que debe darse es la reforma
del Senado.

En el plano funcional, la comuni-
cación con el Estado radica en el
derecho de información de las
Comunidades Autónomas y en la
necesidad de motivación en el caso
de que el Estado se aparte de las pro-
puestas y sugerencias que le hayan
elevado las Comunidades Autóno-
mas.

A continuación examina el proyec-
to de convenio entre el Estado y las
Comunidades Autónomas, hoy ya
abandonado en el camino. En cam-
bio, tenemos noticia, ya cerrado el
libro, de la constitución en el Minis-
terio para las Administraciones
Públicas de la Conferencia sectorial
para asuntos relacionados con las
Comunidades Europeas, en cuyo
seno se han logrado ya algunos
acuerdos.

Como otras formas de participa-
ción en el ejercicio del poder exterior
se exponen la vía de la delegación del
artículo 150.2 CE, las leyes marco y
la apertura de oficinas autonómicas
en el exterior. En este último caso, se
omite la existencia de un conflicto de
competencias promovido por el
Gobierno de la Nación ante la crea-
ción por el Gobierno Vasco de una
Oficina en Bruselas (publicado en
«BOE» de 6 de octubre de 1988), así
como la creación por parte de diver-
sas Comunidades Autónomas de
sociedades privadas con capital pú-
blico para estos menesteres.

10. Respecto a la fase descenden-
te, el profesor SORIANO parte de una
premisa, que a mi juicio es conse-
cuencia, que es la cláusula de res-
ponsabilidad internacional del Esta-
do prevista en el artículo 93 CE.

Convertida la garantía final en princi-
pio, las conclusiones son fáciles de
advertir. Incluso SORIANO califica tex-
tualmente a la cláusula de garantía
de «corazón» de la ejecución autonó-
mica de la legislación comunitaria
(pág. 217).

Desde el anterior prisma, al que se
añade que «donde hay responsabili-
dad hay competencias», no cabe obje-
ción a su planteamiento: «cualquier
teorización que se haga de las potes-
tades autonómicas sobre el ejercicio
del poder exterior — comunitario—
ha de ser plenamente consciente de
que las obligaciones internacionales
(comunitarias) del Estado constitu-
yen un límite efectivo a las mismas»
(pág. 218).

De lo que resulta que deben existir,
y encontrarse, medios efectivos que
hagan viable en todo momento y
situación la cláusula de garantía.
Rechaza que esos instrumentos sean
el artículo 155 CE (de utilidad «dudo-
sa» a estos efectos) o la legislación
armonizadora (difícil, excepcional y
extraordinaria).

Ahonda (siempre desde la perspec-
tiva de la inicial premisa sentada) en
una nueva vía, ya iniciada por L. OR-
TEGA, en el sentido de considerar
como técnica de atribución de potes-
tades en favor del Estado la cláusula
de supletoriedad y la garantía del
cumplimiento. Honestamente advier-
te la dificultad de esta vía: «camino
poco transitado y que no goza de res-
paldo en la jurisprudencia del Tribu-
nal Constitucional» y «riesgo de ten-
sión en los argumentos» (pág. 228).
Pretende, pues, sacar del artículo 93
CE «unas posibilidades, todavía no
extraídas» (pág. 230), que consisten
en lo siguiente:

«Llegado el caso, frente al in-
cumplimiento deliberado de una
Comunidad Autónoma a cumplir
con la normativa de la Comunidad
Europea cuando le corresponde,
habrá que localizar ahí, en el ar-
tículo 93 de la Constitución, en la
garantía del cumplimiento, todos
Tos poderes necesarios para justi-
ficar los mecanismos que el Esta-
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do tenga a bien poner en marcha y
que, insistimos, no han de pasar,
necesariamente al menos, por los
supuestos previstos de coacción y
de intervención estatal del artícu-
lo 155 CE» (pág. 233).

Su euforia es tal que más adelante
sostiene: «Es más, si no existiera el
artículo 93 CE, habría que inventarlo
jurisprudencialmente» (pág. 234).

11. Como ha podido verse, hemos
topado con un libro en extremo suge-
rente. No sólo se limita a un examen
del statu quo de las relaciones Esta-
do-Comunidades Autónomas respec-
to del Derecho comunitario, que no
puede dudarse en calificar de com-
pleto y excelente. Más aún, avanza
por caminos que, aunque puedan ser
discutibles, ofrecen vías de solución
a unos problemas presentes que
deben resolverse por una vía coope-

rativa, hoy aún en embrión. El autor
resalta con fuerza la idea del federa-
lismo cooperativo, pero aborda nece-
sariamente situaciones de enfrenta-
miento o no entendimiento, ofrecien-
do soluciones con contraste en el
Derecho comparado.

Así, en su Idea final del libro desta-
ca como principios los de coopera-
ción y lealtad autonómica que, a su
juicio, deben resolver los ingentes
problemas derivados del ingreso en
las Comunidades Europeas.

Creo que la lectura del libro es
recomendable no sólo a los juristas,
sino también debiera incorporarse al
acervo bibliográfico de los responsa-
bles políticos del Estado y de las
Comunidades Autónomas en materia
de relaciones exteriores y Derecho
comunitario.

Martín M.a RAZQUIN LIZARRAGA
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